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INFORME DE LA TERCERA SUBCOMISIÓN ESPECIAL MIXTA DE PRESUPUESTOS, recaído en el proyecto de ley de presupuestos del sector público para el año 2011, en lo relativo a la PARTIDA 15, correspondiente al MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL.
BOLETIN Nº 7.226-05 (III).
____________________________________
HONORABLE COMISIÓN ESPECIAL
MIXTA DE PRESUPUESTOS:


Vuestra Tercera Subcomisión Especial de Presupuestos tiene el honor de informaros la Partida relativa al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, propuesta en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el próximo año.


A las sesiones en que la Tercera Subcomisión analizó esta Partida, además de sus integrantes, asistió, especialmente invitada, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Camila Merino Catalán.

Asimismo, concurrieron las siguientes personas:


Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: la Jefe de Gabinete de la señora Ministra, señora Paulina Astorga; el asesor legislativo, señor Francisco del Río; el asesor señor Carlos Ríos, y el periodista, señor Cristián Torres.

De la Subsecretaría del Trabajo: el Subsecretario, señor Bruno Baranda; la Jefe de Administración y Finanzas, señora Jimena Moreno; el Director del Programa Proempleo, señor Carlos Werf Le May, y el Jefe de Gabinete, señor Fernán Lecaros.


De la Subsecretaría de Previsión Social: el Subsecretario, señor Augusto Iglesias; el Jefe de Administración y Finanzas, señor Maximiliano Molina, y el Jefe de Gabinete, señor Alejandro Cajas.


De la Superintendencia de Seguridad Social (SUSESO), la Superintendenta Subrogante, señora Lucy Marabolí; el Subdirector Intendente, señor Arturo Phillips; el Jefe de Administración y Finanzas, señor Humberto Ruiz, y el Secretario General, señor Marcos Larenas.


De la Superintendencia de Pensiones: la Superintendenta, señora Solange Berstein, y el Jefe de la División de Administración e Informática, señor Pablo González.


De la Dirección del Trabajo: la Directora Nacional, señora María Cecilia Sánchez; el Subdirector del Trabajo, señor Alfonso Stier; el Jefe del Departamento de Administración y Finanzas, señor Mario Garrido; la Jefe del Departamento Jurídico, señora Inés Viñuela, y la Jefe de Gabinete, señora Lidia Jerez.


De la Dirección General de Crédito Prendario (DICREP): el Director General, señor Pablo Núñez.


Del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE): el Director Nacional, señor José Miguel Berguño; la Jefe de Estudios, señora Paula Agurto, y la Jefe de Planificación y Control de Gestión, señora María Soledad Moreno. 


Del Instituto de Previsión Social (IPS): el Director Nacional, señor Juan Bennett, y el Jefe de Finanzas, señor Pedro Acuña.

Del Instituto de Seguridad Laboral (ISL): el Director Nacional, señor Héctor Jaramillo; la Jefe de Finanzas, señora Priscilla Aguayo, y la Jefe de la División de Finanzas y Administración, señora Paulina Gantes.


De la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA): el Vicepresidente Ejecutivo, señor Patricio Coronado; el Jefe del Departamento de Administración y Finanzas, señor Ricardo Vásquez; la Jefe del Departamento de Finanzas, señora Karen Astorga, y el Director de Centros de Salud, señor Carlos Fuentes.


De la Caja de Previsión de Carabineros de Chile (DIPRECA): el Director de Previsión, señor Carlos Jerez; el Jefe del Área Contable, señor Luis Donoso, y la Jefe del Subdepartamento de Presupuesto, señora María Isabel Jofré.


De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda (DIPRES): el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Hermann Von Gersdorff; la Jefe del Sector Social, señora Jacqueline Canales; los analistas, señores Eduardo Román y Manuel Fajardo; los abogados, señor Rodrigo Quinteros y señora Macarena Montecinos, y el profesional, señor Jorge Carikeo.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el abogado, señor Francisco Javier Pereira.


De la Asociación Nacional de Funcionarios de Trabajo de Chile (ANFUNTCH): el Presidente, señor Juan Beltrán; el Dirigente Nacional, señor Fernando Riquelme; la Directora, señora Náyade Zúñiga; el Secretario, señor Luis Cancino, y la Directora de Bienestar, señora Cecilia González.


De la Fundación Jaime Guzmán, la asesora legislativa, señora Cecilia Flores.


Del Instituto de Libertad y Desarrollo, la economista, señora Cecilia Cifuentes.
- - -

Los antecedentes tenidos a la vista durante el estudio de la referida Partida, en ejemplar único, han sido remitidos a la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, donde se encuentran a disposición de los señores Parlamentarios, para su consulta y análisis.


Se adjunta como anexo de este informe, en ejemplar único, copia de la Partida estudiada y aprobada por la Subcomisión, debidamente certificada.
- - -

PARTIDA 15

MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

Para el año presupuestario 2011, la Partida 15 considera un total bruto de ingresos y gastos de $ 5.955.687.975 miles, cifra de la que deben descontarse transferencias internas por un monto ascendente a $ 7.590.184 miles, registrándose un total neto de ingresos y gastos de $ 5.948.097.791 miles.

Los recursos que consigna esta Partida se subdividen en 11 Capítulos. El Capítulo 01 Programa 01: Subsecretaría del Trabajo; el Capítulo 01 Programa 03: Programa Proempleo; Capítulo 02 Programa 01: Dirección del Trabajo; Capítulo 03 Programa 01: Subsecretaría de Previsión Social;; Capítulo 04 Programa 01: Dirección General de Crédito Prendario; Capítulo 05 Programa 01: Servicio Nacional de Capacitación y Empleo; Capítulo 06 Programa 01: Superintendencia de Seguridad Social; Capítulo 07 Programa 01: Superintendencia de Pensiones; Capítulo 09 Programa 01: Instituto de Previsión Social; Capítulo 10 Programa 01:Instituto de Seguridad Laboral; Capítulo 13 Programa 01: Caja de Previsión de la Defensa Nacional; Capítulo 13 Programa 02: Fondo de Medicina Curativa; y Capítulo 14 Programa 01: Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.
- - -


Al presentar su propuesta presupuestaria para el año 2011, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social destacó que la política laboral y previsional en la que se enmarca la gestión de la Secretaría de Estado a su cargo, se orienta en la búsqueda de un país donde se generen buenos empleos, con trabajadores orgullosos de sus aportes y comprometidos en convertir a Chile en un país desarrollado y seguro de contar con una red de oportunidades y resguardos en caso de dificultades.


Puntualizó que el presupuesto fiscal asignado a este Ministerio para el año 2010, alcanzó la suma de M$ 5.550.460, en tanto que la cifra propuesta para el año 2011, se eleva a M$ 5.948.098, considerado, entonces, un incremento en M$ 397.638, el cual representa una variación del 7,2%. Dicho aumento, explicó, será financiado, básicamente, con mayor aporte fiscal, permitiendo solventar los mayores gastos que se contemplan para el año próximo. 


A continuación, la señora Ministra se refirió a los principales cambios que presenta el presupuesto estimado para el año 2011. 


Detallando los gastos considerados en función del mayor crecimiento que experimentan, señaló que un leve aumento figura en el Subtítulo 21, referido a Gastos en Personal, donde el alza de recursos alcanza un 2%. El Subtítulo 23, en tanto, relativo a Prestaciones de Seguridad Social, aumenta en un 7%, para financiar, por una parte, las prestaciones derivadas de la implementación de la nueva etapa de la Reforma Previsional y, por la otra, para cubrir las pensiones del antiguo régimen previsional, incluyendo en esta proyección tanto al Instituto de Previsión Social (IPS), como a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA) y la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile (DIPRECA). Por su parte, el Subtítulo 24, Transferencias Corrientes, muestra un incremento de un 9,8%, el que se explica por el mayor presupuesto contemplado para el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE), en razón del aumento de inversión programada para capacitación y subsidio al empleo joven.


Enseguida, la señora Secretaria de Estado analizó los gastos considerados para el año 2011, en función de los Servicios a que están destinados. Al respecto, señaló que la Subsecretaría del Trabajo tiene un presupuesto de continuidad, mostrando sólo una disminución en el Programa Pro-Empleo, el que decrece en MM$ 6.185, esto es, en un 31,6% respecto del año anterior, lo que se justifica por la reducción de la bonificación a la contratación, dado el mayor incentivo que se pretende dar a la bonificación a la capacitación laboral. Asimismo, destacó el incremento que experimenta el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE), el cual varía en un 34% respecto del año 2010. Por su parte, para la Dirección General de Crédito Prendario (DICREP) suben los recursos asignados en un 6,0%, ello en función de los mayores préstamos que se otorgarían a los usuarios. En lo que respecta al Instituto de Previsión Social (IPS), éste anota un aumento del 7,7% de sus fondos, ya que, tal como se dijo, con estos recursos se solventarán los gastos derivados de la nueva etapa de la Reforma Previsional.


Desde la perspectiva de las líneas programáticas del Ministerio, señaló que los mayores gastos que éste proyecta, se fundamentan, por ejemplo, en los MM$ 246.882, que representan una variación del 31,7%, destinados a la Reforma Previsional, principalmente por el aumento de las Pensiones Básicas Solidarias (PBS) y del Bono por Hijo Nacido Vivo. Asimismo, en este ámbito es dable destacar el incremento de MM$ 109.769, es decir, en un 2,5%, para Beneficios del Antiguo Sistema de Pensiones; la variación en Fiscalización, con MM$ 806, equivalentes a un alza de 1,4%, y en Capacitación, que sube MM$ 18.775, o sea, un 33,3%, al interior de lo cual se aumenta el subsidio al empleo joven y se disminuye la bonificación a la contratación. Otras líneas a mencionar, agregó, son los Créditos Pignoraticios, cuyos fondos se incrementan en un 6,0%, asociados a la DICREP y, finalmente, otros gastos operacionales e inversiones financieras que crecen en un 8,0%.


En materia de dotaciones de personal, subrayó, se contemplan algunos ajustes producto de programas especiales. Así, por ejemplo, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE), desarrolló un programa de fiscalización que requirió de un equipo especializado, cuyo trabajo finalizó durante el presente año.


Finalmente, la señora Secretaria de Estado pormenorizó el aumento de recursos que contempla el presupuesto para el año 2011, en los siguientes términos:


-
Aumento de la cobertura de las Pensiones Solidarias de 55% a 60% de los hogares de menores ingresos y aumento de la pensión máxima sujeta a recibir beneficio a $255.000. Este incremento alcanza los $172 mil millones. Sin embargo, también se produce un aumento en el número de destinatarios de estas prestaciones, a 1.176.055 personas, significando ello un aumento en el universo de beneficiarios en más de 100.000 individuos.


-
Incremento en la cobertura del Bono por Hijo Nacido Vivo, sumando $77 mil millones.


-
Aumento de las pensiones correspondientes al antiguo régimen previsional, lo que incluye IPS, CAPREDENA, DIPRECA y el Fondo de Medicina Curativa, registrando una variación de MM$ 109.769.


-
Incremento de recursos y mejoramiento en los programas de capacitación e intermediación laboral, reflejado en: un alza de $19 mil millones, equivalentes a un 33,3% de crecimiento; el aumento de beneficiarios, de 107 mil a 195 mil personas; y en nuevos instrumentos, entre ellos, el Bono Capacitación Mype y trabajadores activos y el Bono de Intermediación. 


En materia de capacitación, explicó, las cifras reseñadas no contemplan el presupuesto correspondiente a franquicia tributaria, el cual se considera en forma separada. Subrayó que esos recursos, con los que se espera capacitar a más de un millón de personas, se encuadran en el marco del compromiso presidencial para capacitar 1.250.000 personas, durante el año 2011.


-
Aumentos referidos a los Programas de empleo, que se traducen: en el alza de $ 6 mil millones, que representan un 11,3% de crecimiento; en el aumento en la cobertura del subsidio al empleo joven, de 100 mil a 143 mil beneficiarios, y en una disminución en la bonificación a la contratación, focalizándose en trabajadores vulnerables de empresas que comprometen capacitación.


Concluyó su intervención la señora Ministra señalando que las cifras reseñadas, explican, en una visión general, los principales cambios que presenta el presupuesto estimado para el año 2011 respecto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en relación a los recursos fiscales que fueron asignados a dicha Secretaria de Estado para el año presupuestario 2010. El detalle en torno a los mismos, será motivo del análisis particularizado de cada uno de los capítulos y programas que conforman la Partida 15 en estudio.

- - -
Capítulo 01
Subsecretaría del Trabajo

Este Capítulo contempla dos Programas, el 01, Subsecretaría del Trabajo, y el 03, Programa Proempleo.

Programa 01

Subsecretaría del Trabajo


Considera ingresos y gastos por un monto de Miles de $ 5.980.802, lo que constituye una disminución del 0,1% en relación al presupuesto del año 2010.

Programa 03

Proempleo



Considera ingresos y gastos por un total en Miles de $ 13.358.197, lo que constituye una disminución del 32% respecto del presupuesto del año 2010.


La Subcomisión analizó en forma conjunta los dos programas que integran este Capítulo 01.

Al iniciar el estudio del Capítulo, el señor Subsecretario del Trabajo explicó que la Subsecretaría a su cargo, por una parte, tiene tres Servicios bajo su dependencia, a saber, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE), la Dirección del Trabajo y la Dirección General de Crédito Prendario, y, por la otra, registra para el año 2011, dos programas presupuestarios, uno, el correspondiente a la Subsecretaría propiamente tal, y el otro, referido a Proempleo. 


Agregó, como consideraciones previas, que el presupuesto en análisis es más bien de continuidad, con alguna expresión de austeridad en gastos de operación y funcionamiento.


Señaló, asimismo que, considerando los ejes centrales del Ministerio y los compromisos Presidenciales del 21 de mayo pasado, se pondrá énfasis en promover el empleo y la empleabilidad, mediante la generación de más y mejores empleos, la ejecución de programas de empleo -directo e indirecto-, y el mejoramiento de la cobertura y calidad de la capacitación. Del mismo modo, agregó, el énfasis se pondrá en propiciar relaciones laborales constructivas y colaboradoras, lo cual implica fortalecer las relaciones entre las organizaciones sindicales y el Ministerio, e implementar el diálogo social, así como también promover el desarrollo de escuelas de formación sindical.

Entrando al análisis presupuestario propiamente tal, señaló que los recursos asignados a la Subsecretaría, en general, mantienen sus montos en relación a los contemplados para el año 2010, con sólo algunas variaciones. Una de ellas, precisó, figura en el Subtítulo 22, Bienes y Servicios de Consumo, donde se aprecia una reducción del 1,4%, que se explica, básicamente, con motivo de los gastos de operación interna de la Subsecretaría. Esta disminución se ha efectuado, apuntó, en el marco de la solicitud efectuada por el Ministerio de Hacienda a las diversas Secretarías de Estado para colaborar con la austeridad en el uso de los recursos públicos. Otra de las modificaciones anunciadas, dice relación con el Subtítulo 21, Gastos en Personal, donde aparece un aumento del 4%, que corresponde a incrementos de honorarios y remuneraciones, que derivan, por una parte, de dos cargos vinculados a la creación e implementación de una biblioteca al servicio de la comunidad, que reúna todo el material emanado del propio Ministerio y, por la otra, de cuatro cargos relacionados con la instauración de una unidad de asesoría legislativa, destinada a prestar un servicio de apoyo en la labor colegisladora.


Por último, respecto del Programa Proempleo, señaló que hay dos diferencias sustanciales en relación al presupuesto del año precedente, ambas en el Subtítulo 24, Transferencias Corrientes, Ítem 03, a Otras Entidades Públicas.


La primera de ellas, acotó, dice relación con la asignación 260, Programa de Bonificación a la Contratación de Mano de Obra, donde se registra una disminución de M$ 5.861.375, los cuales serán traspasados al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE). De este modo, aclaró, no se dejará de prestar este servicio, sino que sólo se ejecutará por intermedio de otra entidad. Ello, explicó, por cuanto se busca perfeccionar la oferta del Estado en materia de capacitación, a fin de entregar más y mejores herramientas que, mediante la labor del SENCE, permitan desarrollar una capacitación que, a su vez, promueva una mejor empleabilidad futura.


La segunda diferencia a connotar, prosiguió, se vincula a la asignación 265, Programa Generación de Microempresarios Indígena Urbano, que figura con una baja de M$ 309.228, lo cual, si bien representa una reducción del 100%, no significa que dicho programa no se vaya a continuar ejecutando, toda vez que ello sólo obedece a que, en lo sucesivo, éste será llevado a cabo directamente por MIDEPLAN, a través de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI).


Enseguida, los miembros de la Subcomisión debatieron en torno a este Capítulo en los siguientes términos.


El Honorable Diputado señor Robles se refirió al Programa de Bonificación a la Contratación de Mano de Obra. Al respecto, apuntó que, según recuerda, este es un programa que era ejecutado por intermedio de los municipios.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social señaló que el referido programa consiste en bonificar por, aproximadamente, cuatro meses el 40% del ingreso mínimo mensual, para lo cual era necesario contratar a la persona que estuviera desempleada. El objetivo de este programa, añadió, era que la persona fuera contratada, pero, en la práctica, sucedía que los trabajadores no eran contratados y, en consecuencia, este sistema no era un buen instrumento para los efectos pretendidos. Lo anterior, por cuanto las empresas no adoptaban la decisión de contratar gente por la sola bonificación y, más aún, pudo constatarse que este beneficio era sólo ocupado por las grandes empresas, y no por las más pequeñas, a pesar de que significaba una forma de ahorrar. Por consiguiente, si la finalidad era ayudar a las personas mediante el impulso del empleo, era preciso buscar otro mecanismo, ya que el que estaba en operación no tenía el éxito esperado y, tras esa interrogante, surgió la alternativa de aplicar un sistema de capacitación en el puesto de trabajo, conforme al cual, se entrega la bonificación, pero bajo el compromiso de capacitar al trabajador contratado. De este modo, el beneficio consiste en un subsidio que se otorga a cambio de una prestación concreta. Esta modalidad, además, genera un efecto de más largo plazo, toda vez que el empleador, por lo general, no va a contratar a una persona en razón de un subsidio por sólo cuatro meses, pero sí lo hace en función de lo que le beneficia en forma permanente, tal como sucede, por ejemplo, con el subsidio al empleo joven. De ahí, entonces, los cambios que se han introducido en esta materia.


El Honorable Diputado señor Ortiz consultó la razón para disminuir en más de 6.000 millones de pesos los recursos asignados al Programa Proempleo. Lo anterior, añadió, resulta particularmente preocupante si se considera el alto índice de desempleo que afecta a nuestro país, en especial en las zonas azotadas por la catástrofe natural del 27 de febrero pasado. Promover el empleo, agregó, sería un paliativo para esta difícil situación, sin embargo, los fondos son disminuidos para estos efectos. Reiteró, entonces, cuál es la justificación para una medida de tal naturaleza.


El señor Subsecretario del Trabajo explicó que, precisamente coincidiendo con el criterio manifestado por el Honorable Diputado señor Ortiz, se ha decidido traspasar esos 6.000 millones de pesos desde el Programa Proempleo al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, toda vez que de esta forma, se pretende ofrecer herramientas que permitan la calificación de los trabajadores desde sus propios puestos de trabajo, generando empleos de mejor calidad y más permanentes. Es decir, se ha optado por fortalecer el sistema de la capacitación, por cuanto, por su intermedio, será posible fomentar el empleo de manera más eficiente y, para ello, se trasladan los recursos al SENCE. No se trata, entonces, de una simple baja de los fondos, ni de que se dejen de otorgar ciertas prestaciones o servicios, sino de que los programas, en definitiva, se ejecutarán mediante otra modalidad y por medio de otro ejecutor. Así, los programas Proempleo se focalizarán en los sectores más vulnerables y, además, se privilegiará una capacitación más especializada, con bonificación y mayor compromiso del empleador, y cuya implementación corresponderá al SENCE.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social explicó que, sin perjuicio de los fondos que acá aparecen asignados, durante el transcurso del año se irán destinando mayores recursos para la promoción de empleos, mediante los suplementos que se determinen al efecto, a medida que se vayan aprobando nuevos programas. Al respecto, hizo presente que en el presupuesto correspondiente al Tesoro Público, existe el denominado Programa de Contingencia contra el Desempleo, en base al cual es posible ordenar estos suplementos económicos que sean pertinentes para ejecutar planes de empleos de emergencia, dadas ciertas condiciones establecidas en la propia ley. Asimismo, indicó que, en conjunto con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda y también con otras Secretarías de Estado, se desarrollan reuniones mensuales en las cuales, a partir del nivel de cesantía que se registra en cada Región del país, se van adoptando las decisiones que resulten pertinentes en materia de generación de empleo, se definen cupos y se complementa el presupuesto. Enfatizó que esta labor ya se está realizando en relación al presupuesto que fuera asignado inicialmente para el año 2010 en este rubro, el cual se ha ido suplementando, tal como se espera hacer el próximo año también. Se trata, entonces, de un presupuesto mínimo que será suplementado en función de los programas de empleo que se ejecuten.


El Honorable Diputado señor Ortiz acotó que, lo señalado, efectivamente corresponde a lo que acontece en un año normal, donde, tras haberse aprobado el presupuesto, se realizan los ajustes que resulten necesarios para la debida ejecución de los programas planificados, disponiendo los suplementos de fondos correspondientes e informando de ello, por lo general trimestralmente, a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado e, incluso, a la propia Comisión Especial Mixta de Presupuestos. 


Sin perjuicio de lo anterior, dejó constancia de que, conforme a lo informado, el presupuesto propuesto no significará una real disminución de los recursos asignados a los programas de Proempleo, sino que solamente éstos se ejecutarán bajo nuevas modalidades. Lo anterior, subrayó, adquiere especial relevancia si se considera que la cesantía todavía se mantiene en un alto nivel y es dable esperar que durante el próximo año dicha situación persista, de modo que el fomento al empleo es una necesidad de carácter prioritario e imposible de postergar. Ejemplificó con el caso de la Región del Bío Bío, donde la situación se ha vuelto tremendamente difícil, en especial después de acontecido el terremoto y maremoto que afectó a nuestro país, a raíz del cual muchos compatriotas lo perdieron todo, sus hogares, sus trabajos e, incluso, sus familias. En consecuencia, mantener estos programas en pro del empleo, e implementar otros nuevos que resulten atinentes, es de vital importancia para nuestro país y, por tanto, no es posible aceptar una rebaja presupuestaria sobre este aspecto en particular.


En el mismo orden de ideas, recordó que, efectivamente existe un fondo denominado Programa de Contingencia contra el Desempleo, que se contempla en el presupuesto asignado al Tesoro Público, el cual opera cuando la tasa de desempleo supera el 9% y que permite financiar empleos adicionales a los generados a través de los programas y planificaciones incluidos en los presupuestos institucionales incorporados en la Ley de Presupuestos. Ahora bien, puntualizó, de acuerdo a la información de que dispone, en estos momentos en nuestro país hay trece ciudades que registran una tasa de cesantía superior a dicho 9%, entre ellas, Vallenar, Linares y Osorno. Ante dicha situación, expresó, es posible entonces que se estén aplicando recursos provenientes de ese fondo de contingencia para paliar esta alta cesantía. En consecuencia, solicitó información sobre el uso de dichos recursos, así como también que se aclare cómo se constituyen los fondos asignados a dicho programa de contingencia. Enfatizó que estas ciudades tan afectadas por el desempleo requieren urgentemente una reactivación que les permita superar esta compleja situación por la que atraviesa su mercado laboral y, en consecuencia, parece pertinente financiar nuevos programas focalizados en dichas ciudades.


Reiteró su petición de información sobre esta materia, la cual, dijo, se encuentra vinculada al mencionado traspaso de fondos que se propone desde la Subsecretaría del Trabajo al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, y que hace que el presupuesto de este último reciba un incremento de un 34%, con el objeto de promover empleos de mejor calidad y de largo plazo vía capacitación. Más aún, agregó, la Glosa 04, contemplada en el Programa 03, Proempleo, y asociada al Programa de Bonificación a la Contratación de mano de Obra, en lo pertinente establece expresamente que “Para dichos efectos, SENCE actuará mediante convenios con las oficinas municipales de intermediación laboral o la unidad que en la Municipalidad cumpla funciones similares, cuando en la misma no exista la citada oficina municipal y/o con otras instituciones públicas o privadas que cumplan similares funciones de intermediación laboral.”. Por consiguiente, solicitó que se aclare este tema, toda vez que, finalmente, resultan fuertemente vinculados los recursos destinados al Proempleo, con los fondos que se traspasan a SENCE y con los recursos que conforman el Programa de Contingencia contra el Desempleo.


El señor Subsecretario del Trabajo explicó que se trata de materias distintas. Por un lado, acotó, es necesario tener presente que el Programa de Inversión en la Comunidad que se incluye en la Ley de Presupuestos, nunca consigna los fondos por doce meses, sino que sólo por los treinta días siguientes, y el resto de los recursos provienen de la asignación respectiva de la Partida 50, Tesoro Público, en donde son provistos mediante el Programa de Contingencia contra el Desempleo. Subrayó que, históricamente, se ha aplicado esta modalidad para el uso de los recursos públicos en estas materias.


Por otra parte, continuó, están los fondos que se sustraen de la Subsecretaría del Trabajo y se trasladan al presupuesto del SENCE, incrementando los recursos asignados a esta entidad. Agregó que, los fondos que se están aumentando como contrapartida a esta disminución, corresponden a diversos programas, entre ellos, el de Bono de Intermediación Laboral, mediante el cual se intenta generar una herramienta al servicio de la comunidad, que reemplace al sistema de bolsas de trabajo, creando un instrumento que permita la interrelación, incluso entre las distintas ciudades, comunas y localidades, por medio de la página WEB. Se trata, entonces, de vincularlas y generar, con la colaboración y coordinación del SENCE, un instrumento al servicio de nuestra fuerza laboral. Al respecto, subrayó que en nuestro país hay comunas muy pobres, y en ellas el SENCE ha estado realizando un serio esfuerzo para que, al menos, tengan una infraestructura mínima, pero suficiente. El otro programa que aumenta, añadió, es el relativo al subsidio de la contratación de jóvenes. El Ejecutivo estima que ambos instrumentos permitirán una mayor y mejor empleabilidad, dando capacitación en el propio lugar de trabajo, de tal forma que, si bien se reduce la subvención a la contratación de la mano de obra, se fomentará la capacitación de los trabajadores, permitiéndoles acceder a mejores puestos de trabajo, con lo cual, consecuencialmente, mejorará la empleabilidad de los mismos.


En el mismo orden de ideas, el Honorable Diputado señor Macaya destacó que es elocuente el aumento de los recursos asignados al Subsidio al Empleo Joven, los cuales crecen prácticamente al doble.


El Honorable Diputado señor Robles se refirió al Programa de Bonificación a la Contratación de Mano de Obra. Sobre el particular, señaló que se trata de un programa que se llevó a cabo por intermedio de las municipalidades, en cambio, ahora, el Ejecutivo platea la opción de trasladar recursos al SENCE a fin que sea esta entidad la que administre estos fondos, por la vía de la capacitación. Por consiguiente, puntualizó, se produce una diferencia muy importante entre un sistema y otro, ya que, hasta ahora, la Subsecretaría del Trabajo estaba a cargo de estos programas referidos al empleo, con el objeto de que aquellas comunas que tuviesen altos indicadores de desempleo, contasen con herramientas para reducir esos índices de cesantía, y no sólo mediante la contratación de la empresa privada, sino que también por medio de la contratación directa por parte del Estado. Ejemplificó con el caso de la Región a la que representa, donde la tasa de desempleo permanentemente supera el 10%. En la actualidad, añadió, en forma excepcional, dicha tasa es de 9,7%, después de muchos años de enfrentar un nivel mayor al promedio nacional de desocupación. A ello se suma el hecho de que las personas no cuentan con mayor capacitación y, por tanto, difícilmente pueden acceder a empleos que no sean de aquellos ofrecidos antes por la Subsecretaría del Trabajo mediante estos programas. Sin embargo, esa labor la sumiría ahora el SENCE, en el ámbito de la capacitación laboral, situación que le preocupa en la medida que tiene ciertas aprensiones en torno a la gestión de este organismo, el cual, por ejemplo, contrata vía licitación privada. De ahí que, apuntó, llama la atención que se encargue esta tarea a dicha entidad y se le entreguen recursos al efecto.


Por consiguiente, solicitó que se clarifiquen las asignaciones vinculadas al Proempleo, especialmente las correspondientes a las 260, 263, 264 y 266, y las glosas que se les están incorporando, las cuales evidencian algunas diferencias en relación a las contempladas en la ley correspondiente al año 2010. Reiteró que será muy distinto si se gestionan los programas y sus fondos desde las municipalidades o desde el SENCE, de ahí la importancia de clarificar el tema.


El Honorable Senador señor Orpis destacó que estos programas se encuentran absolutamente focalizados, toda vez que se concentran en torno al programa Chile Solidario. En consecuencia, no se trata de que cualquier persona pueda acceder a los mismos, ya que están destinados al universo de beneficiarios del Chile Solidario. Lo anterior, agregó, reviste particular importancia, sobre todo si se considera lo sucedido en distintos municipios de nuestro país -de las más diversas tendencias políticas-, en los cuales ha podido constatarse que los programas de este tipo, terminan siendo aplicados respecto de personas que no necesariamente requieren los beneficios, sino que se favorece con ellos, por ejemplo, a personas que cumplen funciones en las mismas municipalidades. Por consiguiente, en su opinión, la Glosa propuesta está bien orientada en la medida que focaliza el beneficio y lo hace respecto de quienes efectivamente más lo necesitan. Ante esa realidad, añadió, resulta una buena alternativa sustraer estas materias de la contingencia municipal y depositar la tarea en el SENCE, que es un organismo técnico que, por esencia, está vinculado a la capacitación y, con ella, al fomento del empleo. Entonces, concluyó, comparando las glosas incorporadas a la ley del año presupuestario anterior y las que aquí se analizan, se observa que ahora los planes se concentran en quienes más necesitan los beneficios ofrecidos, lo cual, sin duda, permitirá superar las falencias que en la actualidad afectan al sistema, y que terminan desnaturalizándolo y desenfocándolo de sus destinatarios naturales. Por consiguiente, subrayó, por la vía legal se está garantizando la necesaria focalización.


El Honorable Diputado señor Robles apuntó que, efectivamente, la glosa respectiva contemplada el año anterior, incorporaba recursos en este tema a Chile Solidario, los cuales representaban un poco más del 20% de los fondos totales asignados al programa en análisis. Sin embargo, la focalización que ahora se hace hacia Chile Solidario representa más del 70% de todos los recursos que se consignan en la glosa. Ahora bien, no obstante que todo esto se concentra en torno a Chile Solidario -lo cual no objeta-, el problema se presenta respecto de todas aquellas personas que quedan al margen del programa Chile Solidario y que también quedan desempleadas y necesitan una ayuda estatal para superar su estado de cesantía. Enfatizó que hay regiones de nuestro país que registran un desempleo crónico -como, por ejemplo, la Región a la que representa-, donde, en consecuencia, es imperioso el apoyo estatal. Sin embargo, advirtió, en este presupuesto no se contemplan recursos suficientes para contribuir a las regiones en esta materia.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social explicó que las Glosas 04 y 07 en estudio, tienen objetivos distintos. La primera de ellas, está asociada al programa de Bonificación a la Contratación de Mano de Obra, y que corresponde al mencionado subsidio por cuatro meses, en tanto que, la segunda, se relaciona con el Programa de Inversión en la Comunidad, cuya mecánica de operación no ha cambiado y se mantiene tal como estaba contemplado en la glosa consignada el año anterior.


Complementando lo señalado, el señor Subsecretario del Trabajo indicó que las aprensiones manifestadas por el Honorable Diputado señor Robles quedan cubiertas por el Programa de Inversión en la Comunidad, el cual se vincula al fondo de contingencia que se incluye en la Partida sobre Tesoro Público -al que ya se ha hecho mención-, y que permite enfrentar, con programas de empleos adicionales, el alto nivel de desempleo que puedan llegar a registrar las distintas Regiones de nuestro país. 


Sin perjuicio de lo anterior, reiteró que es importante tener en vista que el Programa de Bonificación a la Contratación de Mano de Obra -que conserva más de 5.000 millones de pesos-, no se está eliminando, sino que sólo se adoptan nuevas modalidades que permitan una mayor eficiencia en el uso de los recursos públicos. Así, subrayó, tras un trabajo serio y profesional desarrollado junto a MIDEPLAN, se estimó prudente y oportuno relocalizar esos fondos para darles mayor efectividad en cuanto al objeto que se persigue, cual es, generar mayor empleabilidad para aquellos trabajadores que son capacitados. En ese contexto, añadió, se estimó pertinente canalizar estos 6.000 millones de pesos -que representan aproximadamente el 60% de los fondos destinados para este año-, desde la Subsecretaría al SENCE. Recalcó que estos recursos estaban siendo subutilizados en razón de estar subsidiando la contratación de mano de obra, la cual, con o sin subsidio, es probable que igualmente se produjera, ya que, en verdad, sólo un porcentaje muy reducido de la contratación laboral respondía a la bonificación adicional ofrecida. Es decir, no se estaba realmente cumpliendo el objetivo trazado por el programa, siendo esa la razón principal por la cual se consideró prudente rebajar esos 6.000 millones de pesos -de un fondo total de 11.000-, y mantener 5.000 millones para la continuidad de la bonificación a la contratación de mano de obra. Esos 6.000 rebajados, entonces, se destinaron a incrementar los fondos del SENCE, de modo que esta entidad tuviese recursos suficientes para asumir la tarea encomendada y ejecutar un programa más focalizado y con mayor rentabilidad social en cuanto a la empleabilidad de las personas beneficiarias del mismo. Ahora bien, el Programa de Inversión en la Comunidad, al cual está asociada la Glosa 07, está dirigido a los sectores más vulnerables de nuestra población y se mantiene sin variación.


La señora Jefa del Sector Social de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señaló que el Programa de Inversión en la Comunidad no registra cambios entre los años 2010 y 2011, y que, efectivamente, se vincula a la Glosa 18 que consigna el Programa de Operaciones Complementarias que contempla la Partida 50, correspondiente a Tesoro Público, la cual está concebida para enfrentar las contingencias derivadas de un alto índice de cesantía, permitiendo generar hasta 100.000 empleos adicionales a los que derivan de la ejecución de los programas institucionales que consulta la Ley de Presupuestos.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó si sería pertinente rebajar el porcentaje que, como umbral mínimo, contempla la referida Glosa 18 para activar el uso de este fondo de contingencia contra el desempleo. Lo anterior, acotó, ante la posibilidad de que se transforme en un tope más difícil de superar, si se continúa generando empleos.


El señor Subsecretario del Trabajo señaló que el estándar de la tasa de desempleo que la ley contempla para estos efectos, es del 9%, sin embargo, agregó, la misma norma dispone que el referido fondo de contingencia también opera si se cumplen las tasas de desempleo y las circunstancias establecidas en el artículo 3° de la ley N° 20.128, precepto conforme al cual “El Programa podrá operar cuando la tasa nacional de desempleo trimestral, calculada por el Instituto Nacional de Estadísticas, exceda el promedio de dicha tasa correspondiente a los cinco años anteriores publicados por dicho instituto o cuando la tasa nacional de desempleo trimestral sea igual o superior al diez por ciento.”. Igualmente, agrega la norma citada, los recursos del Programa podrán aplicarse sin sujeción a lo anterior “cuando en una o más regiones o determinadas provincias, se registre una tasa de desocupación igual o superior al diez por ciento, correspondiendo tal aplicación en las comunas de la región o provincia que presenten las tasas más altas, así como también cuando en alguna comuna la tasa de desocupación sea igual o superior a dicho porcentaje, aunque la de la respectiva región o provincia sea inferior a éste.”.


El Honorable Diputado señor Robles solicitó información precisa en cuanto a cuáles comunas recibieron recursos provenientes del Programa de Contingencia contra el Desempleo, y qué tasa de cesantía dio lugar a la aplicación de dicho programa. Lo anterior, explicó, a fin de conocer a cabalidad dónde han sido finalmente destinados estos recursos, toda vez que el espíritu de la ley apuntaba hacia las regiones, ciudades o comunas afectadas por los mayores índices de cesantía en relación al promedio nacional, y ello porque, en tales casos, se trata normalmente de comunas que por su propia estructura y capacidad productiva, no pueden modificar sus indicadores, entre ellos, el relativo al desempleo. Así, por ejemplo, se trata de ciudades que no tienen trabajos de temporada -como sí sucede en la agricultura-, y, por tanto, les resulta muy complejo superar el alto nivel de cesantía que les afecta en forma permanente. Tal es el caso, puntualizó, de ciudades tales como Vallenar y Lota, cuyas estructuras desde el punto de vista productivo hace que el desempleo se mantenga por mucho tiempo. Por consiguiente, insistió en la información requerida, para conocer cómo ha evolucionado el tema durante el año 2010 y para efectos de fiscalización de la ejecución presupuestaria durante el año 2011.


Finalmente, consultó la razón por la cual la mayoría de las glosas correspondientes al Programa 01, Subsecretaría del Trabajo, están asociadas a los programas de Diálogo Social y de Escuela de Formación Sindical.


La señora Jefa del Sector Social de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda explicó que las glosas en referencia responden a las peticiones formuladas por los propios parlamentarios durante el debate presupuestario de años anteriores, en torno a la entrega de información periódica que ha sido solicitada respecto de determinados temas, entre los cuales se encuentran los programas mencionados. De ahí que, entonces, se trate de glosas de información que han sido incorporadas a fin de favorecer la transparencia en el uso de los recursos públicos, ya sea mediante el reporte trimestral de antecedentes a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos o la publicación de los mismos en las páginas WEB respectivas.


- Finalmente, puestos en votación el Capítulo 01, Programas 01 y 03, y sus respectivas glosas, fueron aprobados, sin modificaciones, por tres votos a favor y dos votos en contra. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Kuschel y Orpis y el Honorable Diputado señor Macaya, y por la negativa los Honorables Diputados señores Ortiz y Robles. 

- - -
Capítulo 02
Dirección del Trabajo 

Programa 01
Dirección del Trabajo 


Este Capítulo consulta ingresos y gastos por un monto en Miles de $ 43.374.009, lo que representa un crecimiento del 1,6% en relación al año presupuestario anterior.

Al iniciar el estudio de este Capítulo, la Subcomisión escuchó al señor Jefe de Administración y Finanzas de la Dirección del Trabajo, quien presentó las principales características del presupuesto considerado respecto de dicha repartición para el año 2011.


En primer lugar, señaló que la Dirección del Trabajo es un organismo público descentralizado, de carácter técnico, con personalidad jurídica y patrimonio propios, regulado por el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1967. Añadió que contempla 16 Direcciones Regionales, 84 Inspecciones del Trabajo, comunales y provinciales, 31 Inspecciones Intermitentes y 5 Centros de Conciliación Individual y Mediación Laboral.


Señaló, asimismo, que los desafíos institucionales de la Dirección del Trabajo son dos, a saber:


1.- Fiscalizar el cumplimiento de la legislación laboral y previsional. Para ello se pretende mejorar la calidad de la fiscalización y aumentar en 60 el número de fiscalizadores en terreno, de 385 a 445. Asimismo, se espera implementar nuevos servicios vía Web o a través de “Call Center”, para trabajadores, empleadores y organizaciones sindicales. De igual modo, se contempla fiscalización asistida en materias específicas, según sector.


2.- Propiciar una relación constructiva y participativa en el mundo del trabajo, de conformidad a las políticas propuestas por el Ministerio del Trabajo y de Previsión Social.

Como principales lineamientos de la Dirección, mencionó que éstos se orientan a materias relativas a fiscalización, conciliación individual, y mediación, sea individual o colectiva. Luego, comparó los datos que se registran en cada una de ellas, entre los años 2009 y 2010, de acuerdo a la siguiente información:

- Fiscalizaciones:
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- Conciliaciones individuales:
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- Mediaciones colectivas:
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- Mediaciones individuales:
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En cuanto al presupuesto para el año 2011, señaló que se registra una variación positiva del 1,6%, en razón de M$ 691.770 que se suman al presupuesto, en comparación con los recursos asignados para el año 2010.


Respecto a los gastos proyectados, destacó como aspectos como relevantes, los referidos a los Subtítulos 21, Gastos en Personal, 22, Bienes y Servicios de Consumo, y 29, Adquisición de Activos No Financieros. 


En relación al Subtítulo 21, Gastos en Personal, indicó que se contempla una expansión de M$ 1.137.340, que se adiciona como presupuesto de continuidad. Este incremento de fondos, aclaró, no implica aumento ni rebaja de la dotación de funcionarios, la cual se mantiene en 2.143 personas. 


En cuanto a la dotación efectiva de la Dirección del Trabajo, detalló que el año 2009 había 153 funcionarios para conciliación, 382 fiscalizadores en terreno, y 23 para mediación, arrojando un total de 558 personas. Este año, en tanto, se han aumentado los fiscalizadores en terreno, y así se cuentan 152 conciliadores, 399 fiscalizadores en terreno y 23 mediadores, con un total de 575 funcionarios. Para marzo del año próximo, se proyecta contar con 152 conciliadores, 445 fiscalizadores en terreno y 34 mediadores, con un total de 631 personas.

Respecto al Subtítulo 22, Bienes y Servicios de Consumo, aparece una disminución presupuestaria en M$ 477.101. Esta disminución corresponde a una rebaja general del 10%, destinado al Fondo de Reconstrucción para las regiones afectadas por el terremoto.

Para el Subtítulo 29, se presenta un aumento de M$ 33.247, el cual se destinará, básicamente, a la adquisición de programas informáticos.

A continuación, los miembros de la Subcomisión debatieron en torno a este Capítulo en los siguientes términos.


El Honorable Diputado señor Ortiz recordó que en la sesión anterior, tras presentarse los lineamientos generales del presupuesto propuesto para el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, solicitó información acerca de la disminución de recursos que se plantea respecto del Subtítulo 21, Gastos en Personal, en especial si ello significa que, a partir del próximo año, se llevará a cabo alguna reducción de personal que justifique esta baja de los fondos asignados. Lo anterior, por cuanto, de los antecedentes aportados puede observarse que más de 800 millones de pesos fueron requeridos para este rubro, pero, finalmente, no fueron conferidos, lo que, sin duda, genera cierta inquietud en torno a este tema.


El señor Jefe de Administración y Finanzas de la Dirección del Trabajo explicó que el Subtítulo 21, Gastos en Personal, experimenta un incremento del 3,4% en relación al presupuesto contemplado para el año 2010, en razón de los M$ 1.137.340 asignados por este concepto, de modo que, en verdad, hay una expansión en el presupuesto, la cual permitirá resolver el mayor gasto que se proyecta en materia de remuneraciones, pero sin afectar a la dotación de personal, la que no disminuye ni tampoco aumenta.


Complementando lo anterior, el señor Subsecretario del Trabajo añadió que existe un compromiso de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda para financiar las suplencias que se realicen, en la medida que la Dirección del Trabajo vaya recuperando los fondos pagados por concepto de las licencias médicas que se presenten. Ahora bien, indicó, no están contemplados en este presupuesto ni en este incremento destinado a las remuneraciones, las sumas referidas al pago de estas suplencias, toda vez que éstas, históricamente, las ha asumido DIPRES.


El Honorable Senador señor Kuschel hizo presente que, en los antecedentes aportados, aparece un 15% de aumento en fiscalizadores.


El señor Subsecretario del Trabajo explicó que se proyecta para el próximo año un aumento en 60 fiscalizadores, en razón de una reorganización profunda que se está llevando a cabo al interior de la Dirección del Trabajo. Para ello, acotó, se contempla destinar a terreno, personal que actualmente se encuentra cumpliendo distintas funciones al interior del organismo. Es decir, se trata de una reasignación de funciones.


El Honorable Diputado señor Ortiz manifestó su preocupación en torno a este tema, por cuanto, según recordó, uno de los planteamientos que en forma reiterada se ha efectuado, es el relativo a la necesidad de incrementar el número de fiscalizadores que operan en la Dirección del Trabajo, sin embargo, en el presupuesto proyecto no se contempla ningún aumento por dicho concepto entre los años 2010 y el 2011. En razón de ello, anunció su voto en contra y la presentación de indicaciones sobre esta materia durante la discusión que desarrolle la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


El Honorable Diputado señor Robles señaló que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social este año planteó que la fiscalización aumentaría, particularmente tras los hechos acaecidos en la mina San José. Añadió que, en términos generales, un fiscalizador no es un funcionario que pueda ser concebido desde un puesto administrativo para ejercer labores de control, sino que se trata de una persona que está investida de ciertas atribuciones legales y, asimismo, goza de ciertos derechos en materia de remuneraciones. Lo propio acontece respecto de los fiscalizadores que prestan servicios para la Dirección del Trabajo y, por consiguiente, incrementar los recursos en M$ 1.137.340, pero sin aumentar la dotación de personal, revela que las probabilidades de que la Dirección del Trabajo cumpla los objetivos planteados por el Gobierno en materia de mejor trato a los trabajadores son, en verdad, muy pocas. Enfatizó que hay dos áreas en las que la decisión gubernamental se expresa en el presupuesto, esto es, mayor fiscalización y empleo. Sin embargo, ambos temas no reflejan en este proyecto de presupuesto los planteamientos formulados por el actual Gobierno y, de acuerdo a los cuales, se incrementaría la fiscalización en el ámbito laboral y se destinarían los recursos necesarios para ello.


En materia de fiscalización, además, hay varios aspectos relevantes que considerar. Así, por ejemplo, se ha planteado en más de oportunidad el problema que deriva del hecho de que los Inspectores del Trabajo se mantienen durante mucho tiempo ejerciendo sus funciones en las mismas localidades, lo que deviene, inevitablemente, en relaciones de amistad entre los fiscalizadores y fiscalizados, situación que es muy difícil de evitar porque ello es propio de la natural convivencia humana. Es por eso que, por lo general, las instituciones que cumplen tareas de control hacen constantes rotaciones del personal, a fin de evitar relaciones cercanas que desvirtúen o interfieran en el cabal cumplimiento de dicha labor. En el mundo del trabajo, además, eso se traduce en que el fiscalizador que, en cierto modo, resguarda los derechos de los trabajadores, culmina mayormente vinculado al empleador, lo que sin duda perjudica a quienes sólo pueden recurrir a lo que el fiscalizador certifica en su acta de inspección al momento de hacer valer los derechos que le reconoce la ley, ya que sus pretensiones en juicio se respaldan en ello.


Entonces, agregó, cuando se plantea por parte del Ministerio del ramo, que lo se proyecta es reasignar funciones al personal que cumple tareas administrativas al interior del Servicio, para encargarle labores de fiscalización, si bien es una reestructuración que se valora en el esfuerzo y trabajo que ello significa, y que es positiva en términos de eficiencia, no es menos cierto que no parece igualmente razonable que no se contemple un aumento del presupuesto que permita que estas funciones se ejecuten a cabalidad, ya que el fiscalizador también requiere medios para cumplir su labor como, por ejemplo, vehículos para transporte. Sobre este particular, recordó lo sucedido en torno a las fiscalizaciones de la mina San José desde Copiapó, situación que se repite en el resto del país, en que la escasa disponibilidad de bienes de consumo termina afectando el desempeño de la función. En consecuencia, el cumplimiento del compromiso presidencial debería reflejar en el presupuesto un aumento significativo de los recursos destinados a la Dirección del Trabajo. Apuntó que, si bien podrían entenderse cierta austeridad y disminución de recursos en otras reparticiones públicas, practicar tales rebajas en esta entidad no se condice con lo prometido a la ciudadanía. 


En ese contexto, manifestó compartir la opinión expresada por el Honorable Diputado señor Ortiz, y aclaró que estas objeciones formuladas más bien contribuyen al referido compromiso, toda vez que se intenta que se incrementen los recursos inicialmente consideraciones, atendida la labor que compete a esta Dirección, la cual es fundamental para el apoyo de los trabajadores en la defensa y resguardo de sus derechos. De lo contrario, estaríamos frente a una institución cuyos fiscalizadores no van a poder ejercer su función en forma real, lo que, en el fondo, sólo redundará en beneficio del empresariado y en perjuicio de quienes se busca proteger. 


En consecuencia, lo que se está solicitando es que se refleje en el presupuesto de la Dirección del Trabajo el aumento de fondos necesarios para que haya fiscalizadores en terreno, con recursos suficientes que les permitan ejecutar su función, de manera que el control efectivamente se incremente, porque, de acuerdo a lo informado, ese incremento no existe, ni para la fiscalización ni para ninguna de las gestiones que desarrolla esta entidad.


Coincidió, asimismo, con el Honorable Diputado señor Ortiz en cuanto a la necesidad de dar una señal clara al Ministerio de Hacienda en torno a este tema, porque es muy importante que respecto de esta repartición los compromisos presidenciales se cumplan. Es imprescindible que los trabajadores chilenos sientan un mayor apoyo por parte del organismo del Estado que los protege. Ello sería una potente y significativa señal, a su vez, para los trabajadores de nuestro país, sobre todo después de los últimos acontecimientos vividos por los mineros en el norte de Chile.


Reiteró que parece razonable que se ahorren recursos y se aspire a cierta austeridad en el manejo de las finanzas públicas, sin embargo, ello no se explica de la misma manera tratándose de una entidad como la Dirección del Trabajo, ya que ello significa dejarla con menos recursos, con menos bienes y servicios de consumo, mediante los cuales cumplir su importante labor, particularmente en el área de la fiscalización. En este presupuesto, precisamente, no hay variaciones en materia de dotación de personal y se reducen fondos en bienes y servicios de consumo. Se trata, pues, de los dos elementos que generan inquietud.


Conforme a lo expresado, anunció también su voto en contra de la propuesta presupuestaria formulada para esta entidad.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social hizo presente que, actualmente, se está realizando una profunda modernización de la Dirección del Trabajo, en la cual una de las preocupaciones fundamentales es mejorar los procesos de inspección y fiscalización. Informó que se está trabajando con una consultora, revisando estos procesos, analizando la mejor manera de proteger los derechos laborales de los trabajadores de nuestro país.


Asimismo, añadió, aunque las cifras aparentemente demuestran que la fiscalización se mantiene en su situación actual, es dable señalar que éstas ya han mejorado en relación a lo que eran en el pasado. Así, por ejemplo, antes se efectuaba una sola visita a la empresa fiscalizada y, peor aún, no siempre se verificaba el cumplimiento de la normativa. Ahora, en cambio, se efectúa obligatoriamente una segunda visita de inspección y, tras ella, se constata que los problemas detectados hayan sido subsanados. Si se revisa, además, la dotación del personal, es posible observar que la componen más de dos mil personas, sin embargo, el número de funcionarios que se desempeña en terreno, en contacto directo con las personas y con el mundo laboral, es muy reducido. En consecuencia, es necesario ser más eficientes en esta gestión. Ese, enfatizó, es un mandato impostergable. Destacó que hay gente preparada y que espera con entusiasmo la reorganización y reestructuración que se está preparando, ya que se trata de personal comprometido que desea prestar servicios en cercanía con los trabajadores. Para tales efectos, se cursarán las capacitaciones que sean necesarias, de modo que sean funcionarios calificados quienes asuman estas nuevas funciones y, con el grado de compromiso que han demostrado, es seguro que se realizará una muy buena labor.


Aclaró, de igual modo, que es efectivo que se solicitaron 1.900 millones de pesos para el presupuesto de la Dirección del Trabajo, pero en esa cifra se incluían los montos correspondientes al pago de suplencias, con motivo de las licencias médicas presentadas. Sin embargo, añadió, la política de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda es no considerar esas sumas en los presupuestos específicos de cada Ministerio, ni como ingresos ni como gastos. Indicó que, en recuperación por concepto de licencias médicas este año, se estimaron más de 1.200 millones de pesos, para ser solicitados e incorporados directamente en el presupuesto, sin embargo, ello no era necesario de acuerdo al procedimiento que para estos efectos sigue la Dirección de Presupuestos.


Solicitó, entonces, a los señores parlamentarios que anunciaron su voto desfavorable, reconsiderar tal decisión, toda vez que los recursos aquí contemplados son los necesarios para que la Dirección del Trabajo cumpla su misión. Advirtió que, además, este proyecto no incluye las modificaciones que se ejecutarán producto del trabajo que está desarrollando la Comisión Asesora Presidencial para la Seguridad en el Trabajo. La labor que realiza dicha Comisión es profesional y serio, y derivará en una serie de medidas tendientes a mejorar la fiscalización y la seguridad en materia laboral. Señaló que no se incluyeron en este presupuesto los recursos que serán necesarios para implementar tales medidas, toda vez que ellas aún no están definidas, así como tampoco la institucionalidad que revestirán. No obstante, los recursos estarán disponibles en su oportunidad para cuando dichas medidas deban ser puestas en ejecución. Indicó que el Gobierno está empeñado en esta tarea destinada a mejorar la seguridad en el trabajo y, con ella, mejorar también la calidad de la fiscalización en el mundo laboral, para lo cual ha requerido un trabajo rápido pero serio y, de hecho, la Comisión en referencia ya ha entregado un primer informe preliminar sobre la materia.


El señor Subsecretario del Trabajo planteó algunas aclaraciones en torno al tema en análisis. En primer término, indicó que el Subtítulo 21, Gastos en Personal, registra un aumento de M$ 1.137.340, que serán destinados al incremento de remuneraciones. Ahora bien, en esa suma no se consideran los incrementos relativos a reajustes, bonos por modernizaciones, bonos escolares, incentivos, aguinaldos por Fiestas Patrias, y otros que, naturalmente, se pagarán durante el transcurso del año y, por tanto, elevarán los recursos asignados.


En cuanto a los funcionarios a quienes serán encomendadas labores de fiscalización en terreno, aclaró que no se trata de personal que actualmente cumpla funciones de carácter administrativo, sino que, por el contrario, son funcionarios que también se desempeñan en el ámbito de la fiscalización interna del Servicio y, por consiguiente, quienes estarían emigrando a terreno sí tienen competencias y la calificación suficientes para asumir estas nuevas tareas y, en la medida que sea necesario complementar o mejorar esa calificación mediante capacitación, sin duda que se ejecutarán los programas que al efecto resulten de rigor.


En lo relativo a los gastos en bienes y servicios de consumo, expresó que, si bien se registra una baja de los fondos provistos, ello no influirá en la calidad de la fiscalización, toda vez que las reducciones se han programado en relación a un conjunto de costos que fueron estimados como suntuarios, entre ellos, excesivos gastos de representación, suscripciones a diarios y revistas, telefonía, por mencionar algunos, y con cuya eliminación se contribuyó al esfuerzo de austeridad que ya se ha señalado. Por tanto, la rebaja de fondos en esta materia no va a impactar la fiscalización, ni siquiera la hará más precaria.


Destacó, asimismo, que existe completa sintonía entre este trabajo y lo manifestado por Su Excelencia el Presidente de la República en cuanto a la importancia y primacía que este Gobierno atribuye a la vida, la salud y la seguridad de los trabajadores de nuestro país. Precisamente, añadió, en razón de ello, se está haciendo este esfuerzo por emigrar 60 fiscalizadores a terreno, lo cual es complementario a la tarea principal que se desarrollará de conformidad a los resultados que obtenga la Comisión Asesora Presidencial para la Seguridad en el Trabajo. Dicha propuesta, a su turno, será acompañada por un presupuesto adecuado que permita llevarla a cabo y, sin duda, impactará en cada una de las áreas o servicios vinculados a la seguridad laboral, respecto de las cuales se adopten las medidas correspondientes.


En consecuencia, subrayó, no hay falta de sintonía en la gestión que se está desplegando en estas importantes materias y ninguno de quienes están colaborando en esta labor participaría en ella si así no fuera. Enfatizó que el compromiso del Gobierno para mejorar la seguridad laboral existe y es sincero y todos los esfuerzos que se están realizando apuntan hacia ello. Subrayó que, el hecho de no se observe un incremento mayor en el presupuesto asignado a al Dirección del Trabajo, haya una falta de sinceridad en las palabras de Su Excelencia el Presidente de la República, sino que, muy por el contrario, esta partida presupuestaria será complementada con una propuesta más profunda e integral en el área de la seguridad laboral, la que requerirá recursos adicionales que serán aportados en su oportunidad, los cuales, naturalmente, no es posible anticipar todavía en la medida que dicha propuesta no está aún completamente definida.


El Honorable Diputado señor Robles indicó que, en la Partida 23, correspondiente al Ministerio Público, el Subtítulo 08, referido a Otros Ingresos Corrientes, contempla el Ítem 01, denominado Recuperaciones y Reembolsos por Licencias Médicas, por M$ 723.100. De consiguiente, apuntó, es dable esperar que en las restantes partidas presupuestarias -entre ellas, la correspondiente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social-, se incluyan los mismos subtítulos, ítems y asignaciones. En el caso que tratamos, entonces, bajo el rubro Otros Ingresos Corrientes, deberían figurar los casi 800 millones que fueron requeridos por concepto de suplencias y licencias médicas, pero que, finalmente, no fueron incorporados al presupuesto de esta repartición.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social explicó que, así como las sumas asociadas a la recuperación de licencias médicas no están consideradas entre los ingresos, tampoco lo están entre los gastos y, por tanto, el presupuesto está proyectado correctamente. De lo contrario, es decir, de ser incluidas esas cifras como ingresos, también deberían ser contempladas dentro de los costos, pues si no, se produciría un desajuste o un desequilibrio en la relación ingresos/gastos. Se trata de una manera distinta de presentar el proyecto de presupuesto, pero que no altera en nada la propuesta de fondo, toda vez que los recursos que deben figurar para financiar la gestión del Ministerio, están claramente consignados en las asignaciones correspondientes.


Ahora bien, agregó, en el caso del Ministerio del Trabajo y Previsión Social esta es la modalidad que históricamente se ha aplicado para la proyección del presupuesto anual. De hecho, así como no aparecen los montos a recuperar a título de licencias médicas, tampoco figuran otros aportes que se efectúan con posterioridad y que corresponden, por ejemplo, a beneficios que se pagan durante el transcurso del año, entre ellos, el bono de incentivo al desempeño institucional, que es una asignación especial de estímulo que tiene la Dirección del Trabajo, pero que no se refleja en el presupuesto general. Prueba de ello, anotó, es que el presupuesto aprobado respecto de esta entidad para el año 2010, en materia de Gastos en Personal, alcanzaba los M$ 31.728.820, y a esa suma inicial se le adicionan no sólo el reajuste correspondiente, sino que, además, los montos derivados de la aplicación de Leyes Especiales, los que, naturalmente, incrementan los recursos originalmente asignados. Entre tales cifras adicionales y especiales, están, entre otras, las referidas a suplencias, licencias médicas, incentivos y bonos.


Por último, el señor Jefe de Administración y Finanzas de la Dirección del Trabajo aclaró que, en lo relativo a los vehículos que utiliza esta entidad, éstos suman 160 en total -que aparecen consignados en la Glosa 01-, y tienen una antigüedad de no más de tres años, es decir, se trata de vehículos relativamente nuevos y en perfecto estado de mantención y utilización.


- Puestos en votación el Capítulo 02, Programa 01 y sus respectivas glosas, fueron aprobados, sin enmiendas, por tres votos a favor y dos votos en contra. Votaron por la afirmativa, los Honorables Senadores Kuschel y Orpis, y el Honorable Diputado señor Macaya, y por la negativa, los Honorables Diputados señores Ortiz y Robles.


Enseguida, algunos miembros de la Subcomisión fundamentaron su voto en los siguientes términos.


El Honorable Senador señor Orpis indicó que, del análisis de los antecedentes aportados, es posible constatar que, en realidad, no se está disminuyendo el número de fiscalizadores, sino que, muy por el contrario, se está efectuando una reorganización y reorientación de la dotación del personal, justamente, en aras de mejorar la labor de fiscalización, destinando funcionarios especializados a terreno. Asimismo, de acuerdo a lo informado, este presupuesto inicial será posteriormente aumentado en forma significativa tras concluir el trabajado que actualmente se encuentra desarrollando la Comisión Asesora Presidencial para la Seguridad en el Trabajo, de modo que, más que un presupuesto de continuidad, este es un presupuesto que es aprobado a la espera de los suplementos que reciba en razón de los resultados de un estudio que se está haciendo y cuyas conclusiones serán entregadas en un breve tiempo más. Similar situación, recordó, aconteció respecto de la Partida 23, correspondiente al Ministerio Público, que también fue aprobada bajo la expectativa de incrementar el número de fiscales de conformidad a los estudios que se están efectuando para tales efectos. Por consiguiente, presentando desde ya una reestructuración en materia de fiscalización y, además, siendo éste un presupuesto básico que con posterioridad será suplementado en función de la propuesta que se formulará en materia de seguridad laboral, ha prestado su conformidad al proyecto presupuestario en análisis.


El Honorable Diputado señor Robles, en sustento de su votación, reiteró las inquietudes y argumentos expresados durante el debate. A mayor abundamiento, señaló que, a su juicio, el aumento de la dotación de fiscalizadores es un elemento clave para cursar este presupuesto de la Dirección del Trabajo, independientemente de las reorganizaciones estructurales que se estén planificando al interior de dicha entidad. Es imperioso, acotó, incrementar el número de funcionarios a cargo de la fiscalización, porque se trata de responder a una necesidad impostergable que afecta a los trabajadores de nuestro país. Más aún, agregó, sería importante incorporar una glosa que determinara en forma precisa el número de fiscalizadores que operará en esta repartición, a fin de dar claridad en torno a este tema tan relevante. Por último, solicitó información a la Dirección del Trabajo acerca del número actual de fiscalizadores que prestan servicios en nuestro país, especialmente cómo se encuentran distribuidos entre las distintas Regiones de Chile, ya que ello también es un asunto de trascendencia que requiere ser considerado al analizar la materia en cuestión. Conforme a todo lo señalado, puntualizó, votó desfavorablemente el presupuesto presentado.


Por su parte el Honorable Diputado señor Ortiz indicó que, a todo lo que ya expresó durante la discusión precedente, suma el siguiente argumento en fundamento de su voto en contra. Al efecto, citó al señor Ministro del Interior quien, ante los medios de comunicación, habría señalado que “se deberían tener más fiscalizadores, más profesionales”, agregando luego que “en el presupuesto de la Dirección del Trabajo van a haber más fiscalizadores”. Sin embargo, advirtió, en el presupuesto que se ha revisado no se contemplan más fiscalizadores, ya que lo que se propone es destinar a terreno 60 funcionarios que actualmente ya prestan servicios en la Dirección del Trabajo. Apuntó que, si bien ello se orienta en la línea correcta, no es suficiente para dar por satisfecho el requerimiento de incrementar el número de funcionarios a cargo de fiscalizar. En su opinión, añadió, no hay más fiscalizadores considerados en este presupuesto, lo cual calificó como una situación grave dado que importa una potente señal en favor del empresariado chileno. Dijo reconocer que existen muchos empresarios que son hombres de trabajo, dignos, que dan empleo, cumplen a cabalidad la normativa legal y tienen clara la diferencia entre capital y trabajo, sin sobredimensionar la productividad. Sin embargo, agregó, existen otros tantos que no responden de igual manera ante sus trabajadores y, sin escrúpulos, vulneran la legalidad y los derechos laborales de sus empleados. Allí, entonces, se requiere una fiscalización eficiente por parte de la autoridad, y es ese el reclamo de fondo que se ha venido formulando en esta discusión, para lo cual se pide, insistentemente, el incremento de funcionarios a cargo de la señalada labor de control, lo cual no se refleja en la propuesta presupuestaria en análisis. Conforme a lo anterior, concluyó, ha votado en contra de este capítulo presupuestario, y anunció, asimismo, la presentación de indicaciones al mismo, durante su análisis en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Finalmente, el Honorable Senador señor Kuschel manifestó que su votación a favor se sustenta en que el presupuesto que se ha revisado para la Dirección del Trabajo, no considera las recomendaciones que en materia de seguridad laboral y, por cierto, en temas de fiscalización, formulará la Comisión Asesora Presidencial para la Seguridad en el Trabajo, tras concluir el estudio que se le ha encomendado y que al efecto se encuentra realizando. Por consiguiente, este presupuesto que se tiene a la vista, no es más que el piso mínimo a partir del cual cumplirá su misión la Dirección del Trabajo, en lo particular, y el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en general. Dentro de dicho contexto, agregó, se trata de un piso razonable, que desde ya contempla un redireccionamiento de los actuales esfuerzos de fiscalización a terreno y que, además, será complementado con los suplementos de recursos a que haya lugar tras la nueva propuesta que posteriormente se formule en materia de seguridad laboral y control. Por otra parte, en relación a los bienes y servicios de consumo o la adquisición de activos no financieros, señaló que se observa la destinación de fondos para la adquisición de equipos informáticos -los que, claramente, mejoran, modernizan y agilizan la gestión-, así como también se consideran 160 vehículos, de mediana antigüedad, y que resultan suficientes en número atendida la dotación de personal que hará uso de los mismos. En consecuencia, figuran también salvadas las aprensiones expresadas en esta materia. Por estas consideraciones, por tanto, prestó su aprobación a la propuesta presupuestaria formulada para la Dirección del Trabajo.
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El presupuesto total asignado para el año 2011 asciende a $ 5.901.624 miles, registrando una disminución del 17,3% en relación al presupuesto 2010.

Al iniciar el estudio de este Capítulo, la Tercera Subcomisión escuchó la exposición del señor Subsecretario de Previsión Social, quien manifestó que el presupuesto contemplado para el año 2011 respecto del sector de previsión social alcanza la suma de M$ 5.733.604, en el cual es posible constatar que todos los programas que lo integran registran un incremento de los recursos asignados, con excepción de la Subsecretaría de Previsión Social y del Instituto de Seguridad Laboral.


Explicó que los principales énfasis del proyecto presupuestario de la Subsecretaría en referencia, están puestos en los siguientes aspectos:


En primer término, en la Reforma Previsional, cuya última etapa de ampliación de cobertura del régimen de pensiones solidario y la incorporación al mismo del trabajador independiente, se llevará a efecto precisamente durante el año 2011. 


Asimismo, el próximo año se completará la primera etapa del proyecto sobre Mejoras en la Calidad del Servicio a Usuarios, se implementará la Encuesta de Protección Social y se continuará con el Plan de Educación Previsional. Del mismo modo, existen trabajos en distintas áreas del sistema previsional, en materia de diagnóstico y elaboración de propuestas de perfeccionamiento de dicho sistema.


Puntualizó que esta Subsecretaría -que contempla recursos por M$ 5.901.624-, disminuye su presupuesto en un 17,3% respecto del año 2010, lo que se explica principalmente por el término del programa de implementación de la Reforma Previsional, el cual fue financiado con un crédito BID. Añadió que dicha implementación se llevó a cabo durante el segundo semestre del año 2008, el 2009 y el primer semestre de 2010, por un total de M$ 1.601.805.


Por otra parte, se considera una disminución de gastos por M$ 527.217, que se justifica en el término de la implementación de la Unidad de Análisis Estratégico, la que se creó e incorporó a la Subsecretaría a propósito de la Reforma Previsional. El costo de su puesta en marcha fue asumido por el presupuesto del año 2010 y su ingreso en régimen se espera para el 2011, de ahí, entonces, la baja de recursos que se verifica por este concepto.


Otro cambio presupuestario importante, continuó, está representado por el pago de la primera cuota de amortización, más intereses, del ya señalado crédito BID aplicado al financiamiento de la Reforma Previsional. Apuntó que el pago total de dicho crédito culmina el año 2017.


En cuanto al presupuesto propiamente tal, señaló que las variaciones de gastos más importantes se presentan en los Subtítulos 21, Gastos en Personal, 22, Bienes y Servicios de Consumo, y 29, Adquisición de Activos No Financieros, todos los cuales registran una variación a la baja que, en alguna medida, se asocia al término del programa de implementación de la Reforma Previsional.


Acotó que, en lo que respecta al Subtítulo 21, Gastos en Personal, se contempla una disminución del 4,1% respecto del presupuesto del año 2010. Esta rebaja se justifica por la disminución del gasto considerado, por una sola vez, asociado al equipo de Coordinadores Regionales de la Reforma Previsional y que fueron contratados por el período enero – marzo de 2010.


Asimismo, se consideran dos nuevos cupos de funciones críticas para las jefaturas de las Divisiones de Estudios Previsionales y Coordinación Institucional. Por último, cinco funcionarios que prestan servicios a honorarios, con contratos vigentes desde hace más de dos años, serán traspasados al régimen de contrata.


En relación al Subtítulo 22, Bienes y Servicios de Consumo, se considera una disminución del 7% respecto al presupuesto del año 2010. Dicha reducción de los recursos asignados se explica, principalmente, por la rebaja del 10% como medida de austeridad y eficiencia del gasto público y, además, por la rebaja de los gastos considerados, por única vez, para la implementación de la Unidad de Análisis Estratégico que, como se ha dicho, se incorporó a la Subsecretaría con motivo de la puesta en marcha de la Reforma Previsional.


Finalmente, en cuanto al Subtítulo 29, Adquisición de Activos No Financieros, se contempla una disminución del 66% respecto al presupuesto del año 2010, cuyo fundamento está, tal como en el caso anterior, en la rebaja planteada como medida de austeridad y eficiencia del gasto público y en la rebaja de los gastos destinados a la implementación de la Unidad de Análisis Estratégico, así como también en la eliminación de otros gastos realizados, por única vez, durante el presente año y que, por tanto, no será necesario repetir como, por ejemplo, en equipamiento.


A continuación, la Tercera Subcomisión debatió en torno al Capítulo 03, Programa 01, en estudio, en los siguientes términos.


El Honorable Diputado señor Ortiz destacó que el presupuesto considerado respecto de la Subsecretaría de Previsión Social para el año próximo, experimenta una disminución del 17,3% en relación al año presupuestario anterior y, de acuerdo a lo que se ha señalado, ello obedecería al término de la implementación de la Reforma Previsional y de la Unidad de Análisis Estratégico creada en razón de aquélla.


En ese contexto, consultó cuántas personas trabajaron en el programa de implementación de la Reforma Previsional. Lo anterior, por cuanto la rebaja que se plantea en la dotación del personal, si se aprueba, significará que estos trabajadores quedarán cesantes tras concretarse las consiguientes desvinculaciones laborales. 


Sobre el particular, destacó especialmente la tarea realizada por los funcionarios del Instituto de Previsión Social, cuyo valioso aporte contribuyó a la exitosa puesta en marcha de la Reforma Previsional, así como también al oportuno pago de otros beneficios sociales, como por ejemplo, el denominado Bono Marzo. 


Lamentó, sin embargo, que estos trabajadores sean desvinculados de sus puestos de trabajo, lo que, en todo caso, es propio de los cambios de administración. No obstante, subrayó, la excelente labor desplegada amerita ser recordada y consignada como tal.


Asimismo, indicó que, según lo informado, el próximo año se produciría el pago de a primera cuota correspondiente al crédito BID aplicado a la puesta en marcha de la Reforma Previsional. Además, prosiguió, figura una disminución de un 4,1% en el Subtítulo 21, Gastos en Personal, lo que significa que los M$ 2.046.416 contemplados para el año 2010, se reducen a M$ 1.961.714 para el 2011. Por tanto, consultó, cuál es la dotación de personal que tiene la Subsecretaría de Previsión Social, cuántas personas pertenecen a la planta de funcionarios de dicha entidad, cuántas corresponden al régimen de contrata y cuántas prestan servicios a honorarios. Ello, apuntó, toda vez que la baja en esta asignación de fondos, sin duda que repercutirá en la contratación del personal.


El señor Subsecretario de Previsión Social respondió que la dotación del personal de la Subsecretaría ha experimentado una evolución desde el año 2009, época en la que se registraban 162 funcionarios, los que, durante el 2010, pasaron a ser 136. Para el año 2011, en tanto, se proyectan 94 personas. Dichas cifras consideran la dotación total, es decir, incluyendo el personal de planta, a contrata y a honorarios. Ahora bien, en lo que respecta particularmente a los funcionarios de planta y a contrata, cabe señalar que durante el año 2009 sumaron 36, cantidad que aumentó a 54 el año en curso y, más aún, se espera elevar a 61 el año entrante. Reiteró que las disminuciones de personal que se han verificado responden, principalmente, al término de servicios a honorarios prestados por personas que fueron contratadas para la implementación de la Reforma Previsional, y cuyos contratos fueron celebrados con fecha de término al 31 de marzo de este año, en función del calendario programado para la puesta en marcha de la señalada reforma, la que se inició el año 2008. Por consiguiente, estas personas cesaron en sus funciones hace varios meses ya y, tras ello, no se considera otro cambio relevante.


Es decir, con cargo a actividades que no son propias de la implementación de la Reforma Previsional, no se han contemplado mayores ajustes, salvo el caso, ya mencionado, de cinco personas contratadas a honorarios desde hace más de dos años, que se integrarán al personal a contrata.


El Honorable Diputado señor Ortiz advirtió que, de las cifras señaladas, resulta que 42 personas saldrán de la dotación de funcionarios durante el año 2011 y respecto de cuya situación no se proporcionan más detalles. Solicitó, entonces, mayor información en torno a esta materia, como por ejemplo, si se trata de personas que ya fueron desvinculadas de sus puestos de trabajo o si, por el contrario, son trabajadores cuyos servicios culminarán recién el próximo año. Subrayó la importancia de contar con antecedentes precisos respecto de este tema, dada la trascendencia que reviste y, en razón de ello, solicitó postergar la votación del Capítulo 03, Programa 01, referido a la Subsecretaría en análisis, hasta tanto no se reciba una respuesta oficial que esclarezca la cuestión suscitada. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que, de ser necesario, también aportaría datos relevantes acerca de este punto a fin de contribuir al debate parlamentario correspondiente.


El señor Subsecretario de Previsión Social comprometió la información pertinente, en la que se precisen, por ejemplo, las fechas a partir de las cuales los referidos funcionarios han cesado en sus labores, o se individualicen los contratos aún vigentes pero próximos a terminar, entre otros antecedentes sobre la materia.


Conforme a lo anterior, en la sesión siguiente el señor Subsecretario del Trabajo presentó la evolución de la dotación de personal de la Subsecretaría a su cargo durante el año 2010.

En tal sentido, informó que en el mes de enero del año 2010 la dotación total de la Subsecretaría, incluyendo al personal de planta, de contrata y a honorarios, era de 116 personas, para los Programas 01 y 03 de este Capítulo 01.


Hacia fines del mes de febrero de 2010, agregó, la dotación se había incrementado a 119 cargos, y alcanzó los 125 en el mes de marzo. En el mes de marzo se produce un ajuste importante que determina que la dotación baje desde 125 a 98 cargos, explicándose tal disminución casi completamente por el término de 24 contratos a honorarios del Programa 01 cuyo plazo se cumplió a fin de dicho mes y, la diferencia, por la presentación de renuncias voluntarias.


Señaló que esa dotación de 98 cargos en abril baja a 94, como consecuencia del vencimiento de 3 contratos de honorarios y la desvinculación de una persona que cumplía labores en administración y finanzas, en atención a su  mal desempeño. Luego, en el mes de julio la dotación desciende a 92 personas, lo que también es producto del vencimiento de contratos de honorarios de personas vinculadas a la reforma previsional, y que también se produjo la modificación estatutaria de dos cargos por 2 renuncias voluntarias que corresponden a traspasos que se hicieron a contrata. Desde entonces, agregó, la dotación se ha mantenido prácticamente constante, incrementándose en dos cargos en el mes de septiembre, que corresponden al ingreso de 2 personas para el desarrollo del proyecto de reforma a las condiciones de higiene y seguridad en el trabajo.


Finalmente hizo presente que loa vencimientos de honorarios que redujeron la dotación son el producto de una programación previa, ya tenida en vista al contratar personal, durante el año 2009, para la implementación de la reforma previsional mediante honorarios que tenían plazo fijo hasta marzo del año 2010. Finalmente, indicó que es posible que opere otra desvinculación en el mes de noviembre, pues ha mantenido conversaciones con un funcionario a contrata que se encuentra en España haciendo uso de una Beca del Gobierno, la Beca Presidente de la República, y a él se le mantuvo además, junto con la beca, el sueldo quien, de acuerdo a las conversaciones sostenidas, es posible que decida no volver a trabajar a la Subsecretaría.


Sobre el particular, el Honorable Diputados señor Ortiz, junto con agradecer la información proporcionada, expresó había solicitado mayores antecedentes sobre el particular a fin de conocer cómo estaba operando esta Subsecretaría en materia de personal y despejar cualquier inquietud sobre el particular, señalando que tanto la actual dotación como su movimiento resultan plenamente justificados.


- Finalmente, sometidos a votación el Capítulo 03, Programa 01, y sus respectivas glosas fueron aprobados, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Subcomisión, Honorables Senadores señores Kuschel y Orpis y Honorables Diputados señores Macaya, Ortiz y Robles.
- - -
Capítulo 04 
Dirección General de Crédito Prendario
Programa 01

Dirección General de Crédito Prendario


Este Capítulo consulta ingresos y gastos por un monto total en Miles de $ 28.752.353, lo que importa un incremento del 6,0% respecto de los recursos asignados para el año 2010.

El Director Nacional de Crédito Prendario señaló que Institución a su cargo presenta una propuesta presupuestaria de continuidad, en que para el año 2011 alcanza un monto de 28.700 millones de pesos, que es un 6% mayor que el del presupuesto del año 2010, haciendo presente que lo importante de este caso es el que los recursos están focalizadas en los clientes, en las colocaciones.

Indicó que el Servicio terminará el año con una ejecución del orden de los 33 mil millones de pesos, y que con tranquilidad espera que la meta o la proyección de gastos y de ingresos se cumplirán sin ningún problema para el próximo año.


Expresó que los aspectos más destacables están constituidos por los más de 21.500 millones destinados a préstamos, que aumentan en 5,6% respecto del año anterior, y en la cuantía de las transacciones anuales proyectadas, que alcanzan a dos millones, de las cuales 600 mil corresponden a créditos para la comunidad.


Señaló que sus créditos están potencialmente focalizado para la gente desocupada, y se conceden con el sentido de darle acceso a segmentos que no son sujeto de crédito bancario y representan los sectores más vulnerables de Chile.


En tal sentido, apuntó, la focalización del servicio está orientada hacia el segundo y tercer quintil socioeconómico de la población, estimando que ellos acceden al 65% del total. Agregó que el préstamo promedio ha aumentado en un 20% con respecto al año 2009.


Resaltó que el Servicio ha ido incorporando desde el año 2008 a la fecha un estándar de atención distinto bajo norma ISO 9001; que se mantiene vigente para el año 2011 la tasa de interés del 2,5% simple, y que aunque existan mediciones de inflaciones subyacentes que aún parecen estar con una tendencia alcista buscan no subir la tasa de interés, teniendo en especial consideración que el propósito es mantener el autofinanciamiento de la gestión y no el transformarse en una entidad con fines de lucro. Agregó que el riesgo de la cartera se mantiene en el 6%, tasa que para los segmentos en que opera es una de las más bajas del mercado.


Informó que de acuerdo a la última encuesta de satisfacción de usuario el Servicio alcanza una aceptación del 75% a 80%, lo que representa veinte puntos por sobre lo obtenido el año 2008.


Manifestó que el mayor gasto del Servicio para el año 2011 se encuentra focalizado en tres programas.


El primero se denomina Seguridad Institucional, y con el que se busca dotarlo de mejor y mayor seguridad tanto física como remota, mediante tecnología, y aumentar la cobertura en compañías de seguro para que el Servicio cuente con un respaldo frente a los clientes ante eventuales siniestros. Expresó que su utilidad es evidente si se considera que el servicio enfrentó este año un terremoto importante, y también sufrimos un robo de consideración en la unidad de Concepción.

La segunda línea, agregó, es continuar robusteciendo el tema de la matriz de inteligencia de negocios bajo un modelo que se llama CRM y, la tercera, consiste en seguir trabajando en el desarrollo de tecnología orientada al cliente, en sistemas de soporte, bases de datos, espejamiento, respaldo, sistemas, enlaces y soporte humano, de tal forma que ante cualquier problema el Servicio no pierda la comunicación en sus operaciones por más de 6 segundos.


Manifestó que la estructura de personal se mantiene aunque en términos de gasto presenta un crecimiento de 4.9%, el que se explica fundamentalmente por el aumento de algunas funciones críticas, manteniendo una dotación de 372 personas.


Ante la consulta formulada por el Honorable Senador señor Kuschel sobre la posibilidad de crear nuevas oficinas en localidades que han experimentado un gran crecimiento, como Alto Hospicio, Alerce o Quellón, manifestó que permanentemente analizan la viabilidad de establecer sucursales en nuevos puntos como los señalados, o Calama, por ejemplo, pero que es necesario tener presente que el Servicio es uno de los tres del Estado que se autofinancia y que no cuenta con aporte fiscal.


En consecuencia, agregó, los recursos para ello deben provenir de los gastos corrientes, expresando que si existe una posibilidad como la que se produjo el año 2009, para instalarse en Copiapó, se estudiará la viabilidad de establecer una unidad de crédito en algún punto donde falte, aunque para ello no sólo debe destinar recursos para la instalación sino que considerar también los necesarios para su dotación de personal, así como para cubrir el gasto corriente de la unidad de crédito y los que se destinarán a realizar las subsecuentes colocaciones, lo que implica sumas más cuantiosas que la derivada de la sola instalación.


En relación a la materia, el Honorable Senador señor Orpis hizo presente que DICREP ha señalado que espera obtener ingresos por 33 mil millones de pesos, lo que le permitirá obtener un saldo importante, consultando si con tales recursos es posible financiar su expansión.


El señor Director indicó que efectivamente esperan obtener un saldo de su operación anual, pero que el Servicio debe considerar que el proceso de recuperación de un crédito demanda de aproximadamente doce meses, lo que explica que si cuenta con recursos disponibles en caja ellos deben ser colocados entre sus usuarios y esperar su retorno, pues tal es la forma de ir capitalizándose, proceso que en definitiva permitirá su ampliación. Agregó que, por ejemplo, el aumento de las colocaciones durante el año fue producto de la inversión de un fondo de 3 mil millones de pesos.


Expresó que si el Servicio casi duplicó las colocaciones desde el año 2008 a la fecha fue porque optimizó su caja financiera, vale decir, instrumentos derivados y financieros que rentaban un 0.3% promedio los colocó entre la comunidad, obteniendo una rentabilidad promedio del 2.5%. 

Esa política, señaló, fue la que permitió que el Servicio aumentara de 11 mil millones a 22 mil millones de pesos las colocaciones en tan sólo dos años, estimando que es necesario un año más para que el Servicio obtenga los recurso necesarios para establecer una nueva unidad de crédito y, obviamente, inyectar y recuperar esas platas en el futuro.


El Honorable Diputado señor Robles señaló que conoció al señor Director de la DICREP con motivo de una anterior discusión presupuestaria en que se rechazó la proposición formulada para su Institución por una razón central, que aún no está íntegramente cumplida, que era, precisamente, que si existe una Institución del Estado ella debe estar presente en todo el país.


Agregó que el Director tomo la iniciativa y abrió una oficina en Copiapó, y que la Dirección de la Caja de Crédito Prendario en los años que la ha dirigido ha mostrado una gran eficiencia, ha desarrollado una gran gestión, llegando a transformarse en la Institución que mejor maneja los recursos del Estado, al menos en los Servicios que revisa esta Subcomisión, realizando una gran labor su Director.


Señaló que es una institución del Estado, DICREP, la que concede un crédito al más bajo costo, permitiendo que la gente de menos recursos pague menos intereses. Señaló que resultaría de la mayor conveniencia que el Gobierno estudiara la forma y las modificaciones legales que fueran necesarias para bajar las tasas que cobran las grandes cadenas comerciales que tienen tarjetas de crédito propias, cuyo real negocio es la venta del crédito y no de la ropa u otros elementos que sólo son la forma de colocar el respectivo crédito. Agregó que dichas empresas no sólo cobran altos intereses, sino que también contratan los seguros de cesantía más caros, y terminan capturando gran parte de los recursos de las personas de menores ingresos. Es por ello, manifestó, que es absolutamente contrario a permitir que tales cadenas puedan tener una integración vertical de sus empresas, cuyo fin último es colocar créditos.


Enseguida consultó por el régimen de funciones críticas que se emplea en DICREP, solicitando información sobre el particular, así como sobre el motivo del incremento de los ingresos de operación, que alcanza a un 58%.


Por su parte, el Honorable Diputado señor Ortiz solicitó ser informado respecto de la continuidad en el cargo del señor Director Nacional.


Señaló que lo consulta en atención a la preocupación que le asiste respecto al trato recibido por los funcionarios ingresados a la Administración por medio de la Alta Dirección Pública, y que rechazará el presupuesto de esa última repartición mientras el gobierno no explique las razones tenidas en vista para alejar al 57% de los funcionarios seleccionados de esa manera. Agregó que, además, se ha desarrollado una campaña de descrédito respecto de ellos y de la Alta Dirección Pública, manifestando que, salvo contadas excepciones, se trata de profesionales meritorios que no tienen militancia política alguna, como ocurre en el caso del Director señor Pablo Núñez Soto que, como consta en el Servicio electoral,  no es militante de ningún partido político.


Manifestó que el tema le preocupa porque cada vez le resulta más evidente que se requiere de un Estado fuerte que actúe como contraparte y control de las empresas privadas cuya actuación la grafica una cadena farmacéutica cuyos trabajadores están en huelga hace días, y que tienen un sueldo de 30.000 pesos mensuales, siendo el resto de los ingresos atribuidos a comisiones por venta. 

Expresó que el señor Presidente de la República suele hablar de la capacidad, de que no quiere cuoteo político, pero que cuando ello hay que reconocerlo, como ocurre con el señor Director Nacional de la Dirección de Crédito Prendario, ello no sucede.


Manifestó que como una forma de reconocer el aporte al país de los funcionarios de la Alta Dirección Pública, y en particular al señor Pablo Núñez, solicitaba dejar constancia en el Informe de la Subcomisión de la óptima opinión que se ha formado durante los últimos años de su quehacer profesional, serio, eficiente y abnegado, que le hace merecedor del agradecimiento de todos quienes aprecian el verdadero sentido del servicio público.


El señor Director Nacional señaló que desde el año 2008 intenta que DICREP tenga una planta diferenciada, moderna y más robusta, lo que por distintas causas no se ha logrado hasta el momento. De esta forma, indicó, se ha corregido la situación de su personal recurriendo a las funciones críticas, lo que motivó que fueran incrementándose desde las 6 existentes el año 2008 a 20 el año 2009, que son las actualmente vigentes. Para el año 2011, informó, se espera elevar tal número de cargos críticos a 26.


Indicó que el problema era el nivel de rentas de sus funcionarios, que se encontraban muy deteriorados al compararlos con una institución financiera mediana, por lo cual se fue modificando e incrementando mediante el régimen de funciones críticas, las que para el año 2011 se aplicarán a todo el cuerpo directivo, que son fundamentalmente los administradores o jefes de oficina. Agregó que las definición de los cargos ha que se aplica es de responsabilidad del Director Nacional y que las asigna, basado en el perfil técnico, para cada unidad de crédito.


Manifestó que se ha impulsado al Servicio hacia un manejo gerencial, buscando una mayor eficiencia y dotarlo de una gestión más cercana a la gente, y que el resultado de todo ello se expresa en los números. Agregó que efectivamente el Servicio creció, que cuenta con indicadores de gestión robustos, que existe una mayor cobertura, mejores tiempos de respuesta, buena aceptación de parte de los usuarios, logrando el reconocimiento hacia su Institución. Como parte del procesó, manifestó, se han enfrentado los problemas con total transparencia. En Concepción, señaló, sufrieron un robo importante, pero se logró superar la situación de modo que el 96% de los clientes afectados aceptó la indemnización ofrecida y espera lograr acuerdo con el  4% restante en los próximos 60 días. No estamos orgullosos del robo pero si de la solución como institución.


En respuesta a la consulta del Honorable Diputado señor Macaya en relación al motivo por el cual DICREP depende del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y no de la Cartera de Economía, más cercana a su giro, el Director Nacional expresó que la Dirección de Crédito Prendario claramente es parte de la red de protección social del Estado, propósito que también inspira la labor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 


Por su parte, el Honorable Diputado señor Robles consultó si la destinación de los 164 millones de pesos, considerados para otorgar las asignaciones críticas, constituye una facultad discrecional del Director Nacional, cómo se determina su monto, y si se reparten en forma igualitaria entre las 30 personas que considera o si sus montos son asignados de acuerdo al nivel de renta del funcionario el monto de estas funciones crítica.


El señor Director Nacional de DICREP expresó que la ley establece y regula el funcionamiento del régimen de funciones críticas, y que ella considera tales a las que son relevantes para la gestión de la Institución de que se trate, de acuerdo a la responsabilidad que trae aparejada o por la incidencia en los servicios que deben proporcionar.


En cuanto a su tope máximo, expresó, la ley señala que anualmente no podrá ser superior al 100% de las remuneraciones brutas permanentes del funcionario, y que sumada a la remuneración permanente no podrá ser mayor que la remuneración bruta permanente del Subsecretario respectivo, permitiendo que los porcentajes de ella sean diferenciados dentro de cada función.


Respecto al número de personas que la reciben, manifestó que es ley de presupuestos la que anualmente fija la cantidad máxima de personas que en cada Ministerio o Servicio pueden percibirla, así como los recursos que pueden destinarse a su pago. 


Agregó que es en la etapa de formulación presupuestaria en la que cada jefe de servicio propone las funciones consideradas críticas, el número de eventuales beneficiarios, los porcentajes de la asignación y el costo involucrado, y que para determinar su monto deben considerar la responsabilidad y complejidad de las labores y las remuneraciones que paga el sector público y el privado por funciones similares, todo lo cual finalmente se materializa, de aprobarse la ley, por la dictación de una resolución exenta visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. 

Finalmente, señaló, en su calidad de Jefe Superior del Servicio las determina de acuerdo a la calidad técnica y al punto o unidad en donde cumple labores el funcionario, el que también es necesario considerar para la determinación de su monto. A vía ejemplar, señaló, un funcionario Directivo de Concepción tiene una renta mas alta que uno de Arica pues, con independencia de su calidad, se desenvuelve en una unidad mas grande, que tiene mas personal, otorga mas crédito, requiere más protección, todo lo cual implica mayores responsabilidades y demanda laboral.

Por último, el Honorable Diputado señor Robles manifestó que le interesa conocer la forma en que en la práctica está funcionando el régimen de funciones críticas, para lo cual solicita al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y a la Dirección de Presupuestos, que remita a la Cámara de Diputados el detalle de todas las asignaciones de funciones críticas, a fin de analizar detenidamente la materia.


- Sometidos a votación el Capítulo 04, Programa 01 y sus glosas respectivas, fueron aprobados, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Subcomisión, Honorables Senadores señores Kuschel y Orpis, y Honorables Diputados señores Macaya, Ortiz y Robles.
- - -
Capítulo 05 
Servicio Nacional de Capacitación y Empleo
Programa 01

Servicio Nacional de Capacitación y Empleo


Este Capítulo consulta ingresos y gastos por un monto total en Miles de $ 123.028.474, lo que importa un incremento del 34% respecto de los fondos contemplados para el año 2010. 

El señor Director Nacional del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, expresó que al presentar su propuesta presupuestaria deseaba informar, previamente, cuáles son los principales énfasis del servicio a su cargo para el año 2011, y cómo se relacionan con las prioridades del Ministerio y del Gobierno.



En primer lugar, señaló, el Servicio está orientado a la creación de un millón de nuevos y buenos empleos, para lo cual el SENCE fortalecerá el sistema de intermediación laboral a través de las oficinas municipales, la incorporación del bono de colocación, el reforzamiento de la bolsa nacional, la ampliación del número de beneficiarios del subsidio de contratación de jóvenes (SEJ), que es un subsidio que se prolonga en el tiempo y que vemos que ayuda a la incorporación y al aumento de la participación laboral, y otras iniciativas orientadas a información y orientación de los trabajadores. 


La segunda labor prioritaria, continuó, es mejorar la cobertura y la calidad de la capacitación, potenciar el sistema de capacitación laboral.  La meta para el año 2011 es llegar a capacitar a 125.000 personas, haciendo presente que la meta dice relación con la cantidad de trabajadores capacitados y no con las acciones de capacitación, es decir, con independencia que cada una de ellas reciba más de una acción de capacitación. El propósito es aumentar el número de trabajadores capacitados, y en eso se incluye el desafío de incorporar calidad, cobertura y pertinencia en la capacitación utilizando coordinadamente otras iniciativas desarrolladas por otros organismos públicos o privados.


Para ello, señaló, se han estructurado líneas de  capacitación a través de un bono de capacitación para trabajadores activos, un bono de capacitación destinado a llegar a las empresas de menor tamaño, enfocado en los dueños y gestores de empresa, en los pequeños y micro empresarios, así como reforzar los programas relacionados con la formación en el puesto de trabajo, en los que se combina la experiencia práctica de un trabajo con el hábito del trabajo y una capacitación complementaria, de manera que la personas tengan una experiencia en la línea de las experiencias duales. Además, se realizará un gran esfuerzo en focalizar la capacitación en oficios para los grupos más vulnerables, de manera que la capacitación se transforme en un buen medio para lograr mejorar la empleabilidad y las proyecciones laborales de las personas más desprotegidas.


La tercera tarea prioritaria dice relación con el Servicio mismo, ya que para poder mejorar tanto la cobertura como la calidad de la capacitación y optimizar el uso de los recursos públicos también resulta necesario modernizar e incrementar la eficiencia operacional del SENCE, es decir, hacer mejor el trabajo que les compete para cumplir los objetivos que espera el Estado de su actuación, para lo cual se consideran los recursos indispensables para mejorar los apoyos informáticos necesarios para su función.


En lo que dice relación con la formulación presupuestaria, indicó, el Servicio tiene un incremento de 34% que se explica principalmente por las transferencias corrientes al sector privado, que constituyen la mayor parte de su presupuesto, las que crecen 40%, pues el sentido del Servicio es traspasar los recursos para la capacitación de los beneficiarios.


Indicó que, por otra parte, en el presupuesto del SENCE no se refleja la franquicia tributaria que se conoce como Fondo de Capacitación (FONCAP), que considera una suma relevante de personas y de recursos.


En términos del subtítulo 21, Gastos en Personal, señaló que la dotación del año 2010 alcanzó a 526 cargos, y que para el 2011 se espera contar con 513.


Explicó que durante el año anterior se encontraban vigentes un conjunto de instrucciones denominadas medidas presidenciales, que consideraban la existencia de 45 cargos a contrata que expiraban el 30 de junio de 2010, disminuyendo la dotación.


Posteriormente, agregó, mediante la dictación de nuevas leyes, que buscaban, entre otros fines, reforzar la capacitación  en las zonas más afectadas por el terremoto, se incorporaron 14 persona a contrata cuyo plazo expira en marzo de 2011, todo lo cual implica, en definitiva, una disminución de la dotación. Para paliar tal situación, señaló, se solicitó y obtuvo la aprobación de un aumento de 18 cargos a contrata, que tienen el propósito de ir regularizando la situación de las personas que llevan más tiempo trabajando a honorarios, en el marco de un proceso que lleva varios años de ejecución, que permitirá que la dotación del Servicio esté compuesta principalmente por funcionarios de planta y contrata y no así a honorarios.


Respecto de la Partida 22, Bienes y Servicios de Consumo, ella considera una disminución del gasto que alcanza al 5%, equivalente a 206 millones de pesos, principalmente obtenidos con una mejor inversión de los recursos y con medidas de austeridad, representando, por sus montos, un presupuesto de continuidad.



Respecto de las transferencias corrientes, indicó que ellas presentan un aumento de importancia. La primera, denominada Bono de Capacitación Trabajador Activo, se incrementa en 211% y pasa de 6.650 a 20.660 millones de pesos. Tal bono, expresó, es un buen instrumento para facilitar la capacitación de un grupo de trabajadores que ni por la franquicia ni por los programas previos tenía buen acceso a ella, y constituye un programa que permite a los trabajadores elegir la capacitación que desean obtener, y se espera que al hacerlos partícipes de la misma ya desde el momento de su elección se logre mejorar su aprovechamiento y la empleabilidad y movilidad laboral de los trabajadores.



Respecto de este programa, agregó, se produce un aumento sustancial en su cobertura, que pasa de 5.936 personas capacitadas a 66.650, lo que significa un incremento de 1.023%.

Respecto de otros programas de capacitación se plantea un incremento del 5% en términos de recursos, y ha sido objeto de algunas readecuaciones. 


Señaló que la tercera línea tiene que ver con intermediación y certificación. En lo relativo al sistema de intermediación, indicó que está diseñado básicamente para reforzar el trabajo con las oficinas municipales de empleo, haciendo presente que actualmente existen convenios con 160 comunas para la transferencia de recursos, y que la meta es lograr trabajar el año próximo con las 301 municipalidades que cuentan con las respectivas oficinas de intermediación laboral, aprovechando el esfuerzo realizado durante los últimos años para crear las respectivas oficinas municipales y reforzándolas a través de convenios de gestión para que, por un lado, obtengan la transferencia de recursos asociados a mejorar la colocación laboral de personas y, por otra, que se ayude a las personas a acceder a un trabajo formal.


Señaló que también se incluye en la línea de la incorporación al trabajo un bono de intermediación laboral, orientado a hacer partícipes a otros agentes como fundaciones u otras semejantes, buscando establecer un complemento al trabajo de las oficinas municipales, y así ir fortaleciendo el sistema.


Resaltó que al acceder a un trabajo resulta relevante el facilitar la adecuada conexión entre las empresas y los trabajadores ya que, si esa unión se produce eficientemente, se reduce el proceso de rotación y se evita el error tanto para el trabajador, en el sentido que no era el trabajo que él estaba buscando, como para la empresa que pudiera no obtener un trabajador del perfil que deseaba.  Agregó que lograr un calce más eficiente de las expectativas disminuye las fricciones del mercado laboral, materia en la cual resulta muy necesario el apoyo y la orientación hacia los trabajadores más vulnerables, grupo constituido principalmente por los del primer y segundo quintil de la población, respecto de quienes resulta más prioritario el que puedan acceder a un buen trabajo.


En lo que dice relación con certificación de las competencias laborales, manifestó que si bien existe una Comisión Nacional de Certificación ella aún está en un proceso de instalación, lo que ha determinado que el SENCE actúe como facilitador del proceso, a través del contacto con las distintas agrupaciones y el financiamiento de las certificaciones de competencias, mientras el sistema nacional logra instalarse de manera más masiva.


Respecto del Subsidio Empleo Joven, el mismo está orientado al 40% más vulnerable de la población, jóvenes entre 18 y 25 años, y mediante el mismo se incentiva la contratación de estos jóvenes con un pago a las personas y la transferencia de recursos hacia las empresas que los contratan, el cual se encuentra sujeto a que sean parte de esa población y que se mantengan sus cotizaciones al día.


Si nos vamos a las coberturas, señaló, ella presenta un aumento importante en materia de capacitación, que pasa de 90 mil beneficiarios a poco más de 150 mil, constituyendo un desafío el poder brindarla no sólo en cuanto a su aumento sino que también en cuanto a su calidad y oportunidad de acuerdo a la necesidad de cada una de estas personas, aumento de cobertura que también presentan los programas en intermediación y certificación y el subsidio al empleo joven.


Finalmente, expresó que en el Subtítulo 29, Adquisición de Activos no financieros, existe un incremento de 398 millones de pesos, de los cuales se destinarán 309 millones a la modernización tecnológica del Servicio para optimizar los procesos y controles internos de manera de facilitar el trabajo y mejorar el servicio que se entrega, y 74 millones a la renovación de 6 vehículos que han cumplido su vida útil, para mantener en 25 la flota de vehículos de un Servicio que se encuentra  presente en todas las Regiones del país.


Terminada la presentación del presupuesto, los miembros de Subcomisión realizaron una serie de comentarios y consultas que se reseñan a continuación.


El Honorable Diputado señor Ortiz señalo que durante el año en curso se encontraban planificadas acciones de capacitación en beneficio de 89.795 trabajadores y que, sobre el punto, deseaba ser informado del número de personas capacitadas de acuerdo a la ejecución presupuestaria.


En segundo término, agregó, el presupuesto del SENCE se incrementa de 91.546 a 123.028 millones de pesos, aumento dentro del cual hay que considerar el traspaso de de 6.000 millones de pesos desde los programas proempleo que se incorporan al presupuesto del SENCE, lo que determina que existe un aumento real y efectivo de alrededor de 26 mil millones de pesos.


Señaló que en el presupuesto hay programas que se eliminan y hay nuevos programas que, en conjunto, suman 55.789 millones de pesos, sin que se especifique claramente quién en definitiva los recibirá.


Por eso, agregó, votará por el rechazo de este Capítulo, ya que la Concertación tiene preparadas una serie de glosas que las presentará durante la discusión en la Comisión Mixta.


Por otra parte, indicó, desea ser informado respecto a la forma en que están operando las licitaciones en materia de capacitación, en atención a que en las oficinas regionales del SENCE se la ha informado que todas las capacitaciones son decididas por la Dirección Nacional del Servicio.


El Honorable Diputado señor Robles expresó que deseaba recabar mayores antecedentes sobre este presupuesto, a fin que se le precisara qué son los bonos de capacitación, pues desconoce si ellos en la práctica significan el traspaso de recursos hacia el sector privado sin un programa concreto, como si fueran, por ejemplo un bono de invierno.


Señaló que le parece muy interesante el incremento de los recursos destinados a fomentar el empleo pero que, antes de votar, desea ser informado por escrito respecto de cada uno de tales programas, en atención a que prácticamente todo el aumento dice relación con transferencias al sector privado, sin que conozca cuáles son las condiciones parta tales traspasos al sector privado, qué tipo de estímulos se consideran para que cumplan la función de capacitar; en qué consisten dichos programas y, por último, por qué se trata de bonos y no de programas.


Manifestó que hay programas que se eliminan y existen otros a los cuales se les disminuye significativamente los recursos, como ocurre con las asignaciones 003, Becas, que de 10.000 millones de pesos baja a 800 millones de pesos, o el de la asignación 475, Programa Mujeres Jefas de Hogar, que pasa de 1.200 a 800 millones de pesos, respecto del cual habría esperado un incremento en consideración a que en Regiones como la que representa existen muchas mujeres que son jefas de hogar y que requieren de mayor apoyo.


Señaló que, en su opinión, para traspasar los recursos al sector privado es necesario ser muy cuidadoso, y que estima complejo el que las empresas sean las que brinden la capacitación, teniendo presente que ya en el Gobierno pasado se trató de hacer algo así y derivó en serios problemas, particularmente en la V Región, lo que genera dudas respecto a que tales traspasos signifiquen un aumento real de la capacitación que las personas necesitan para obtener un mejor empleo.


En consecuencia, expresó, solicita que se le haga llegar toda la información disponible sobre los programas y bonos a que se refiere este presupuesto, pues antes de conocerla no se encuentra en condiciones de prestar su aprobación a los mismos.


Por su parte, el Honorable Senador señor Kuschel manifestó que la Región que representa es la que tiene la mayor cantidad de trabajadores por cuenta propia, y de pequeños y medianos empresarios, en relación a su población total, que es precisamente el universo que requiere de mayor capacitación, por lo cual se alegra que el énfasis sea puesto en mejorar la calidad, la cobertura, la pertinencia y la articulación de su trabajo por parte del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.


De igual manera, se declaró partidario de la creación de un bono de capacitación para los dueños y gestores de pequeñas y medianas empresas, precisamente porque la existencia de una gran proporción de pequeñas y medianas empresas en la zona le había permitido observar que esos pequeños empresarios se habían intimidado, se habían asustado, habían disminuido su empuje como consecuencia de los cambios legales cuyas dimensiones exactas desconocen, particularmente con las modificaciones de las leyes laborales, y tenían temor de contratar.


Expresó que el Estado debe entusiasmar a la pequeña y mediana empresa y a los profesionales para que contraten personal, permitiendo que conozcan y entiendan los alcances de las leyes laborales para que sepan desempeñarse como empleadores, pues si bien los pequeños y mediano empresarios son personas entusiastas y trabajadoras han dedicado sus esfuerzos a tales actividades y no al estudio, sin que se manejen diestramente con tantos papeles, formularios y documentos, en las diversas oficinas públicas, pues en su actividad no sólo deben enfrentarse a los problemas laborales sino que también tienen que atender temas financieros, administrativos, ambientales, en fin, deben lograr manejarse dentro de un sistema que cuenta con una profusa legislación que les resulta compleja.


Un ejemplo de ello, agregó, es lo ocurrido respecto de la acuicultura, actividad económica de la que terminan siendo excluidos los pequeños empresarios como consecuencia de su maraña regulatoria, pues no es posible suponer que la pequeña o mediana empresa tiene la capacidad, tiempo, conocimientos o respaldo como para abordar los problemas que le plantean innumerables normas reglamentarias que, en la práctica, les impiden acometer la labor productiva.


Tal fenómeno, indicó, permite valorar que se aborde seriamente el proceso de capacitación de los micro y pequeños empresarios, proceso cuya carencia resultaba ya notoria y contraproducente para el desarrollo nacional.


Desde otro punto de vista, señaló, también es digno de elogio el énfasis en los más jóvenes y el crecimiento del subsidio a su empleo, pues ellos presentan las mayores dificultades para emplearse y capacitarse, y la mala experiencia inicial no sólo produce su natural frustración sino que repercute en su futuro laboral, tornándose un círculo vicioso que puede determinar una relación de permanente conflicto con su inserción laboral en actividades de mayor exigencia y mejor calidad.


Por otra parte, expuso su preocupación en el sentido que sólo existan Oficinas Municipales de Intermediación Laboral en 301 municipalidades del país, ya que son ellas las entidades encargadas de gestionar en el ámbito comunal la búsqueda activa de empleo, la orientación vocacional y la derivación a programas de capacitación estatales para personas cesantes o trabajadores activos que buscan cambiar de empleo, sin que sepa la forma en que pequeños municipios resolverán tal carencia.


Señaló que pareciera que comunas pequeñas, como Hornopirén, por ejemplo, no estuvieran entre las preocupaciones del Ministerio del Trabajo debido a que su pequeña población no influye en las estadísticas nacionales o regionales, lo que se traduce en que ante la desaparición de dos de las tres empresas pesqueras relevantes no se modifiquen las estadísticas, nadie se de cuenta de la situación y no lleguen al lugar los beneficios de los programas de empleo, situación que solicita sea reconsiderada por la referida Secretaría de Estado, pues resulta de interés nacional el mantener las actividades en las regiones apartadas y potenciar el desarrollo de todo el territorio nacional.


Reiteró que se debe abordar con especial atención y cuidado el problema de las comunas pequeñas, de aquellas que no modifican por si solas las estadísticas, como ocurre en su Región respecto de muchas de ellas, en que su situación desmejorada se diluye en la situación general.


Finalmente señaló que el enfoque de la capacitación hacia los pequeños y medianos empresarios le parece muy positivo, pues si se les hace posible y facilita contratar a más trabajadores se podría superar ampliamente la meta de creación de empleo, llegando entonces a ser necesario buscar la forma de atraer trabajadores desde otras zonas o países.


El señor Subsecretario del Trabajo señaló que constituye un desafío el seguir impulsando la creación de las Oficinas Municipales de Intermediación Laboral en las comunas en que ellas no existen, indicando que en la X Región se ha trabajado para lograr extenderlas a comunas en las que no estaban, como en San Juan de la Costa.


Manifestó que el sistema de intermediación tiene un pilar muy relevante en las oficinas municipales, las que además permiten obtener la información necesaria parta orientar las políticas públicas desde el nivel más local posible, y que esa información se traduzca al mismo tiempo en un medio de orientación para que los trabajadores sepan dónde se están generando puestos de trabajo.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Kuschel expresó que tal información también puede obtenerse de la Dirección del Trabajo, porque esa repartición tiene los antecedentes como para saber cuando se presenta una situación compleja. Por ejemplo, si se cierran tres plantas pesqueras en Hornopirén, que saben tiene una población laboral 600 personas, inmediatamente tienen los antecedentes necesarios para determinar que si 400 personas han quedado sin trabajo la situación de Hornopirén es grave, con independencia de las estadísticas que arroje la situación global de la provincia de Palena.


Esa información, de la Dirección del Trabajo, debiera conocerla también el SENCE, para orientar sus acciones teniendo presente los puestos de trabajo que se pierden o que se generan pues, en el caso expuesto, si se reactivan las plantas la situación sería totalmente distinta.


En relación a otro problema, expresó, solicita conocer cuál es el criterio que se seguirá respecto al subsidio a la contratación de mano de obra en las zonas extremas.


El señor Director Nacional expresó que el desafío es obtener esa información y no sólo de la Dirección del Trabajo, sino que también de otros organismos públicos y de los gremios, pues el determinar cuáles son sus proyecciones de contratación permite que, con la mayor descentralización posible, las políticas públicas acompañen los crecimientos y los decrecimientos del empleo.


Respecto de las inquietudes planteadas en relación a los bonos, el señor Subsecretario del Trabajo manifestó que dicha política fue incluida en las conclusiones de la Comisión de Trabajo y Equidad que se desarrolló un tiempo atrás, y que ella consiste en dar poder a los trabajadores para que ellos decidan en qué capacitarse. Para ello, agregó, se crea un bono que financia la capacitación que el trabajador decide realizar dentro de una red inicialmente cerrada de prestadores y una lista acotada de cursos, de manera que podamos orientar esa decisión en los ámbitos dónde hay mayor probabilidad de emplearse, sin coartar la decisión y permitiendo que los trabajadores decidan en qué ámbito se pueden capacitar.


En relación al uso de la franquicia tributaria, indicó el año pasado se utilizó cerca de 750 mil veces, en un proceso que ha sido creciente y que este año se espera alcance a beneficiar a 900 mil trabajadores. Agregó que el sistema consiste en un incentivo tributario mediante el cual se permite a las empresas deducir de sus impuestos la inversión que efectúan en la capacitación de sus trabajadores, y que su monto depende de la planilla anual de remuneraciones imponibles de la empresa. Así, si tal monto se encuentra entre 35 y 45 unidades tributarias mensuales (UTM) podrá deducir 7 UTM, si es superior a 45 UTM y hasta 900 UTM podrá deducir hasta 9 UTM en el ejercicio anual, y si su planilla es superior a las 900 UTM podrá deducir hasta el equivalente al 1% anual de sus remuneraciones. 


Sin embargo, señaló, la franquicia no debe ser el único mecanismo para capacitarse, para lo cual se ha incorporado como un segundo mecanismo el bono, como un medio de aumentar la cobertura de los trabajadores activos y generar mayor movilidad laboral.


Sus tópicos, los temas a capacitarse, manifestó,  depende de la realidad regional, y el programa está orientado a los tres primeros quintiles de la población, siendo particularmente interesante el lograr dirigirlo al segundo quintil, al trabajador cuya remuneración se encuentra entre uno y dos sueldos mínimos, que actualmente tiene pocas posibilidades de capacitarse y de financiar tal proceso. Destacó que se trata de un trabajador que se encuentra inserto formalmente en el mundo del trabajo, que puede llevar años de trabajo, con esfuerzo, con constancia, a quien resulta relevante dar una oportunidad de acceder a trabajos de mejor calidad, ayudándole mediante el financiamiento de su capacitación, la que no es un fin en si mismo sino que un medio para mejorar la calidad de vida de los trabajadores.


Ahora, agregó, se están desarrollando experiencias piloto en cuatro Regiones obteniendo muy buena acogida de parte de los trabajadores, resultando muy interesante la movilidad laboral que esperan obtener con esta capacitación, a diferencia de la franquicia que capacita desde la empresa y que funciona bien en cierto segmento, pero que de alguna manera estar más orientado a la productividad.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social acotó que en el caso del bono del trabajador activo también se busca llegar a los trabajadores de las pequeñas empresas, que son quienes reciben menores rentas y no tienen reales oportunidades de capacitarse, pues actualmente los trabajadores que se capacitan lo hacen merced al uso de la franquicia, mecanismo que utilizan las grandes empresas y al cual, en la practica, no acceden las pequeñas empresas.


En relación a la consulta del Honorable Diputado señor Robles sobre la ejecución presupuestaria en relación a los 89.795 trabajadores que se proyectaba capacitar el año en curso, el Director Nacional del SENCE expresó que al 30 de septiembre se encuentra comprometidos el 84% de los recursos y ya devengados el 70% de los mismos, informando que el año pasado, a igual fecha se habían comprometido el 80% de tales recursos y se había devengado tan sólo el 58%, y que el mejorar la ejecución había constituido un desafío, estimando que aún existe margen para mejorar los rendimientos.


Sobre el particular, el Honorable Diputado señor Robles solicitó se le informara respecto de las empresas que han sido contratadas para realizar tal capacitación.


Continuó el Director Nacional del SENCE expresando que en la Región de Atacama se encuentra un 70 % comprometido, siendo más baja la ejecución en la Región del Bío-Bío, en atención a que el terremoto no sólo afectó a las empresas sino que también a los organismos técnicos de capacitación (OTEC), que debieron afrontar todas las vicisitudes derivadas de tan violento sismo antes de retornar paulatinamente a sus actividades. 


En cuanto al proceso de compra, el señor Subsecretario del Trabajo expresó que resulta interesante, desde la perspectiva de la segregación de funciones, que quien decide qué es lo necesario comprar para las regiones sea el Director Regional. Sin embargo, agregó, el proceso administrativo mismo, las comparaciones de precio y la licitación, lo realiza una unidad especializada cuya experiencia les permite realizar una mejor evaluación.


Con esa segregación de funciones se refuerzan los controles internos y, al mismo tiempo, permite dedicar más tiempo de las Regiones a la supervisión de los programas, a mejorar el conocimiento y priorizar las necesidades de cada una. De esta forma, prosiguió, así como el proceso de un punto de vista administrativo se ha centralizado en una unidad de compra que se generó hace unos meses, también considera que las actividades de planificación están mucho más descentralizadas. Ello ha permitido, por ejemplo, que durante la semana anterior en Antofagasta conociera los requerimientos de las regiones nortinas, y en Puerto Montt las necesidades de las regiones del sur del país, para iniciar la planificación de las actividades a partir de lo que se ha aprobado como proposición presupuestaria.


Lo relevante, señaló, es que cada Región tiene sus propias realidades, ante lo cual se busca reforzar el que los programas en términos de los temas a capacitar sean propiamente regionales, a pesar de que haya un diseño general a nivel nacional, y que la distribución de esos cupos se realice a partir de las reales necesidades de cada Región.


En respuesta a la consulta del Honorable Diputado señor Robles, el Director Nacional del SENCE manifestó que la decisión de compra se descompone en 2 procesos: el primero, decidir lo que se requiere comprar para la Región, si el curso a, b, o c, lo decide el Director Regional, y la decisión de a qué institución comprar la adopta la unidad administrativa creada al efecto.


El señor Subsecretario del Trabajo expresó que, a fin de complementar lo informado por el Director Nacional deseaba hacer hincapié en que efectivamente ha existido un esfuerzo muy importante de descentralización, y un real compromiso tanto de la Dirección Nacional como de Ministra del Trabajo y Previsión Social en cuanto a involucrar a los actores regionales, incluyendo a los Gobiernos Regionales, a los Secretarios Regionales Ministeriales y a los Directores Regionales del SENCE, tanto en la evaluación y diagnóstico de la situación de cada Región como en la proposición de los programas.


Señaló que previamente existía una concentración muy grande que determinaba que los programas fueran estandarizados para todo el país, y que la Dirección Nacional del SENCE ha realizado un esfuerzo en sentido contrario y que, por ejemplo, su Director precisamente viene llegando de un recorrido nacional en el cual ha insistido en que la definición y los programas sean precisamente solicitados, requeridos y diseñados de acuerdo a las realidades de cada Región y, evitando el centralismo que también se produce en ellas, que idealmente tal proceso sea comunal.


Con igual sentido, prosiguió, se ha buscado que dentro de cada comuna se diferencia de acuerdo a cada localidad, lo que constituye el verdadero sentido y la expresión de la definición de descentralización o desconcentración de los programas.


Sobre el particular, el Honorable Diputado señor Robles manifestó que el argumento expresado en relación a los procesos de compra los ha escuchado de muchos Ministros con anterioridad, que han estimado que el hecho de centralizar los procesos hace más eficiente el trabajo en las distintas Regiones del país, excepto en la Metropolitana.


Sobre la materia, señaló, quería hacer presente su opinión en el sentido que independientemente de que en Santiago se tenga una muy buena oficina para realizar los procesos administrativos a que se ha hecho mención, eso no significa que se esté descentralizando o mejorando el trabajo a nivel regional. Agregó que estimaba preferible que se equivoque una persona que se conoce en la respectiva Región a que lo haga quien no la conoce no se vincula con ella, con independencia de lo cual celebra los propósitos planteados en orden a lograr descentralizar la toma de decisiones, y reconoce que resulta extraordinariamente importante que los programas surgan desde las comunas hacia el Director Regional.


Sin embargo, continuó, así como el Director Regional tiene que acoger los programas tiene también que hacerse responsable y tomar la decisión de qué compra, por qué compra y cuánto compra, pues es muy distinto que se equivoque un señor desde Santiago al decidir qué OTEC o qué institución dará la capacitación en una Región que no conoce, cuya realidad no le afecta personalmente, quien no conoce a sus habitantes ni responde ante ellos por sus actuaciones, a que lo haga el respectivo Director Regional.


Señaló que ese tipo de opciones son las que se adoptan centralizadamente en Santiago, no solo en el Ministerio del Trabajo y Previsión Social sino que en muchos otros, decisión que no comparte ni puede apoyar en atención a que en las regiones existe suficiente gente capacitada y capaz de decidir lo mejor para sus vecinos.


Manifestó que si un funcionario se equivoca se debe cambiar al igual que si no cumple adecuadamente con sus funciones, con independencia de dónde trabaje, todo lo cual es posible analizando su cometido. Agregó que todo funcionario está sujeto a control en el ejercicio de sus funciones, pero que al privarlo de la facultad decisoria se priva a la Región de la posibilidad de influir en las decisiones que le afectan, lo que constituye la esencia de la descentralización, y que el criterio adoptado no lo comparte pues es parte de una cultura centralista, normalmente adoptada paternalmente desde Santiago, por personas que viven permanentemente en dicha ciudad, y que desconocen las realidades locales.


El señor Subsecretario del Trabajo expresó que quería hacer presente que parte de las OTEC que participan los hacen por su experiencia en las regiones, y que los evaluadores que conforman la unidad de compra provienen algunos precisamente de las regiones como una forma de facilitar el conocimiento local. Señaló que, además, una vez que se avanza en el proceso de compra participan del mismo los Directores Regionales para que la compra sea la apropiada. 


Indicó que se busca mejorar la eficiencia del Servicio, y que la primera actividad una vez realizada la compra es validar en terreno los cursos antes que se inicien, de manera de que los compromisos suscritos en papel sean chequeados con la realidad física.


Señaló que hay otras formas en las que se avanza en el proceso de descentralización que estima prioritarias, muestra de lo cual es que la realización de los pilotos de estos programas nuevos sea llevada a efecto en regiones, como las que se ejecutan en Atacama, Antofagasta, Maule, Bio-Bio, Valparaíso, Los Lagos y Magallanes, en atención a que al elaborar un programa, incluso el de bonos, se actúa con la conciencia de ser distinta la realidad en cada zona del país.


En respuesta a las consultas sobre otros programas, señaló que en el caso del de formación en el puesto de trabajo, lo que se hace es construir desde la experiencia el programa de aprendices, que es pequeño y de baja cobertura pero que está muy bien evaluado, que combina muy bien experiencias y formación. 


Dicho programa que era exclusivo para jóvenes se está haciendo aplicable a otros grupos vulnerables, las mujeres jefas de hogar y las personas mayores de 50 años que requieren reincorporarse al mercado laboral, reformulando en un programa experiencias positivas que se han observado y que finalmente son más conducentes a que las personas accedan a un mejor trabajo.


En cuanto a la formación en oficios, agregó, hay distintos programas y el que ha mostrado mejores resultados es el denominado especial de jóvenes, que es un programa mucho más compacto donde se incluye la formación en áreas técnicas, en hábitos laborales, en cumplimiento de exigencias, y se brinda orientación incluso con apoyo de psicólogos, ya que se ha visto que en ese tipo de programas compactos hay una menor deserción y una mayor colocación laboral. Esa lógica de programas compactos es lo que decidimos llevar a los otros grupos prioritarios, que lo constituyen las mujeres jefas de hogar y los mayores de 50 años de edad.


Finalizó expresando que si se analizan las coberturas propuestas para los tres grupos prioritarios, resulta que se está creciendo para los tres, combinando la formación en el puesto de trabajo con la formación en oficio, entonces, pese a que en términos de líneas presupuestarias se vea muy distinto, se ha diseñado un programa basado en las mejores experiencias y simplificando los procesos, pues se considera necesario mantener y reforzar las coberturas para dichos beneficiarios.


El Honorable Senador señor Orpis expresó que la esencia del SENCE es dotar de mayor capacidad de empleabilidad, y que ese es el concepto que debería estar detrás del Servicio de Capacitación y Empleo.


Agregó que se abren líneas interesantes en el nuevo presupuesto, particularmente en lo que dice relación con el bono de capacitación del trabajador activo, que actualmente está condicionado al tipo de capacitación que otorga o financia la empresa, la que muchas veces no tiene por que ser congruentes con las motivaciones del propio trabajador.


Señaló que si el trabajador quiere desarrollar algún otro tipo de habilidad para postular a un trabajo distinto al que está haciendo, y que le satisface más, esas posibilidades las tiene bastante limitadas, haciendo presente que le parece verdaderamente positivo entregar tal herramienta al trabajador activo.


Estimó que de lo expresado pareciera que el énfasis está puesto en los jóvenes, independientemente que estén empleados o no, y que si bien es apropiado buscar mayores grados de empleabilidad al trabajado activo y al joven, le interesa conocer la evolución del instrumento que en general se utilizaba para aquel trabajador que no estaba con trabajo.


Indicó que la asignación para becas presenta una drástica disminución, de prácticamente 10 mil millones de pesos, y que si bien estima apropiado el dotar de mayores capacidades de empleabilidad y en la certificación de las competencias se ha producido un cambio muy drástico en el que  pareciera no encontrarse equilibrada la situación de las personas desempleadas con las de aquellas que requieren adquirir mayores habilidades para su trabajo.


Sobre la materia, el señor Subsecretario del Trabajo señaló que se ha reforzado el programa de intermediación, que se encuentra destinado precisamente a que las personas desempleadas accedan a un trabajo, y que respecto de aquellas a quienes resulta más difícil la incorporación directa al mundo laboral se ha ampliado la línea de oficios con la experiencia adquirida en el programa de jóvenes, orientándolo a las mujeres jefas de hogar y a la reinserción de los mayores de 50 años. . 


Agregó que, efectivamente, el programa de intermediación ha potenciado a las Oficinas Municipales de Intermediación Laboral más que a los trabajadores en forma individual, pues esa parece ser una vía más efectiva de acceder al trabajo, al igual que el programa de capacitación en oficio, que es un programa pequeño que ha crecido para incorporar más personas, que permite dotar de mejores herramientas para obtener un trabajo.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social manifestó comprender la preocupación planteada, para superar la cual deseaba acotar que en la proposición presupuestaría no se ha descuidado la situación de las personas cesantes y, por el contrario, se presentan dos programas orientados en su beneficio, que son los programas en capacitación de oficio y el de formación en puestos de trabajo que tienen el propósito de facilitarles el acceso al trabajo estable, para los cuales se han destinado una suma total de veinte mil millones de pesos, haciendo presente que una persona desempleada sólo no accede al programa para trabajadores activos.


Agregó que, a mayor abundamiento, en la asignación 011, del ítem 21, del subtítulo 24, del presupuesto del SENCE consta la glosa 07, establece que al menos se destinarán 6.198.000 millones de pesos a las acciones de capacitación establecidas en las letras d) y e) del artículo 46 de la ley N° 19.518, refiriéndose la referida letra d) a las personas cesantes.


Enseguida, el Honorable Senador señor Robles reiteró sus requerimientos de información, solicitando que se le informe por escrito, antes de la votación de este presupuesto en la Comisión Mixta, en qué consiste cada uno de los programas nuevos, y todos los que transfieren sus fondos al sector privado, pues le surgen aprehensiones respecto de la conveniencia de las referidas transferencias, como las del bono de capacitación de trabajadores activos. 


Sobre este último punto, el Director Nacional del SENCE expresó que quería explicar la forma en que funcionará, como una manera de dilucidar las dudas expuestas. 


Agregó que la mecánica del sistema consiste en que las personas postulan al bono por medio de Internet, como una forma de disminuir la burocracia y el costo del proceso, y que al obtener el bono, que es un certificado, se encuentran en condiciones de decidir en qué y con quien capacitarse de entre las opciones disponibles que son de su interés y las OTEC que las ofrecen. 


Señaló que en la experiencia piloto en forma previa las Regiones levantaron un catastro de las demandas y se realizó una licitación, a la que se presentaron las OTEC interesadas, grandes y pequeñas, que fueron seleccionadas de acuerdo a las bases del proceso, después de lo cual los trabajadores beneficiados deciden que curso desean realizar y en qué institución lo harán.

Señaló que el bono no consiste en una suma que se entregue directamente al trabajador sino que es un certificado que permite al trabajador optar por la capacitación que prefiera de entre las que ofrezcan las OTEC, con las cuales se actúa para facilitar el control de la inversión de los recursos, y porque además cuentan con la capacidad de orientar en aquellos temas que resulten más conducentes a la obtención de un empleo de calidad en la respectiva Región.


Respondiendo las consultas realizadas por el Honorable Diputado señor Robles, el señor Director Nacional del SENCE indicó que el documento en que se expresa el bono el trabajador lo entrega en la OTEC donde ha decidido capacitarse, la que podrá cobrarlo al SENCE una vez terminado el curso satisfactoriamente. De esta forma, agregó,  el capital de trabajo lo aporta la empresa capacitadora y no el Estado o el trabajador. La diferencia básica con el sistema actual, expresó, es que ya no es la empresa quien decide en que se capacita su trabajador y en que empresa, sino que es el trabajador quien toma ambas decisiones. 


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social señaló que la propuesta de cambio que presenta el SENCE es fruto de un trabajo de largo tiempo, en el que reconoce la labor cumplida por el Gobierno anterior y la Ministra Claudia Serrano, quién contrató un estudio que recomendaba muchas de las medidas que estamos planteando ahora, que básicamente consiste en tener menos programas, en identificar los programas que son mejores y potenciarlos en aquellos en que existe consenso sobre su efectividad, al igual que existe en cuanto al bono de capacitación que se propone, que tiene su origen en las propuestas de la Comisión de Trabajo y Equidad. Ante el interés manifestado por conocer el referido estudio, la señora Ministra comprometió su envío a la Subcomisión.


Concluyó señalando que existían muchos programas dispersos que hacían engorroso el proceso y su control, y que se ha realizado un esfuerzo en identificar los que han funcionado mejor y las características distintivas de ellos, para agruparlos, potenciarlos y hacerlos más efectivos.


En otro sentido, el Honorable Senador señor Kuschel manifestó su preocupación respecto de la situación de las personas recluidas en cuanto a sus posibilidades laborales futuras, consultando si existe alguna línea de acción que considere su particular situación.


El señor Director Nacional del SENCE expresó que dentro del sistema de capacitación existen distintos mecanismos que pueden actuar en beneficio de los reclusos. Entre ellos, señaló, se cuentan las becas de franquicia tributaria que son los recursos declarados por las empresas pero no utilizados que, después de un lapso, en parte importante se destinan a los grupos más vulnerables y, entre tales fines se cuentan los cursos para la población penal.  También dentro de la intermediación laboral se busca facilitarles su inserción laboral unas vez que salen de la cárcel, pues mientras más rápidamente accedan a un trabajo formal es posible evitar o disminuir la probabilidad de reincidencia.


Además, manifestó, el programa de capacitación a jóvenes también es un mecanismo apropiado, y ha conocido de la experiencia de un joven que cumplía su condena en Colina, quien durante su salida diurna estaba capacitándose en un oficio que probablemente lo conduzca a la obtención de un empleo.


Por último, señaló, dentro de las transferencias se encuentra considerado SENAME, a quién se le presta asesoría para obtener que sus programas sean conducentes a futuros empleos, que es uno de los propósitos generales de toda capacitación.


Finalmente la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, en respuesta a la consulta formulada por el Honorable Diputado señor Robles, señaló que el proceso del bono de capacitación está diseñado a nivel regional, descentralizadamente, y que la capacitación que se decide realizar en Antofagasta, por ejemplo, es diferente a la que se decide en la Región del Bío-Bío o en Santiago, de modo que si un trabajador de alguna Región desea capacitarse en otra debe postular en esa última, es decir, se postula en la Región donde desea hacer el curso.


- Sometidos a votación el Capítulo 05, Programa 01 y sus glosas respectivas, fueron aprobados, sin modificaciones, por mayoría de votos. Votaron por su aprobación el Honorable Senador señor Kuschel y el Honorable Diputado señor Macaya, y por su rechazo el Honorable Diputado señor Ortiz.
- - -
Capítulo 06
Superintendencia de Seguridad Social
Programa 01 
Superintendencia de Seguridad Social


Este Capítulo consulta ingresos y gastos por un monto total en Miles de $ 7.061.128, lo que se traduce en un crecimiento de 1,7%, en relación al año presupuestario anterior.

Al explicar la propuesta de este Capítulo, la señora Superintendenta Subrogante de Seguridad Social manifestó, en primer lugar, que el presupuesto asignado para esta entidad, se estructuró sobre la base de tres ejes centrales del Mensaje Presidencial del pasado 21 de mayo, a saber, el control de licencias médicas, la focalización en el cliente y tiempos de respuesta a los usuarios, y el desarrollo armónico y sustentable, vinculado especialmente a los sistemas de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar y a los organismos administradores del seguro contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, contemplado en la ley N° 16.744.


Destacó, luego, que el presupuesto contemplado respecto de la Superintendencia de Seguridad Social para el año 2011, alcanza los M$ 7.061.128, lo cual significa un incremento del 1,7% en relación a los recursos asignados para el año 2010.


Agregó que, si bien se trata fundamentalmente de un presupuesto de continuidad, es posible observar una pequeña expansión motivada en el aumento que experimenta el Subtítulo 21, Gastos en Personal, equivalente a un 3,65% respecto del año presupuestario precedente. Este incremento, añadió, responde al aumento en tres cupos de la dotación del personal y, además, a la contratación a honorarios de seis profesionales, específicamente médicos. Esta última, acotó, se explica en la necesidad de poner mayor énfasis en la atención de los usuarios, las licencias médicas y la calificación de patologías, necesidad que surge al tenor de los requerimientos formulados por los usuarios del sistema de seguridad social y que recurren a esta Superintendencia en razón de estos temas.


Por otra parte, agregó, en el Subtítulo 22, referido a Bienes y Servicios de Consumo, se observa una diferencia negativa del 5,4% respecto del año 2010, producto del término de programas de expansión presupuestaria correspondientes a dicho año 2010 y que, por tanto, no continúan en el año venidero. 


Lo mismo acontece respecto del Subtítulo 29, relativo a la Adquisición de Activos No Financieros, donde se evidencia una rebaja del orden del 9% respecto del año 2010, que se produce, básicamente, por el término de proyectos informáticos, que alcanzan la suma de M$ 109.486. 


En materia de dotación de personal, es posible señalar que la Superintendencia -que para el año 2010 tenía autorizada una dotación de 200 funcionarios, de los cuales, 55 son de planta y 145 a contrata-, para el próximo año tiene previsto, como se ha dicho, un incremento en tres cupos -uno para abogado y dos administrativos-, con lo cual el total de funcionarios se eleva a 203 personas, lo que significa un aumento del 1,5% respecto del año presupuestario anterior. Explicó, asimismo, que se intenta implementar un proyecto especial focalizado en el área médica, referido, fundamentalmente, a temas tales como, las licencias médicas y la calificación de patologías. Por otra parte, añadió, el incremento que se registra en la Glosa referida a honorarios, se encuentra justificado por la ya mencionada contratación de seis médicos por 44 horas semanales.


Enseguida, los miembros de la Subcomisión analizaron el Capítulo 06, Programa 01, relativo a la Superintendencia de Seguridad Social, en los términos que se consignan a continuación.


El Honorable Diputado señor Robles consultó cuál es la propuesta para el año próximo en relación al trabajo de la Superintendencia de Seguridad Social en Regiones. Al respecto, señaló que varias de las Superintendencias que operan en nuestro país desarrollan una gestión esencialmente centralista y casi no ejecutan actividades ni fiscalizaciones fuera de la Región Metropolitana, lo que las mantiene muy alejadas del trabajo en terreno y del contacto directo con las personas.


La señora Superintendenta Subrogante indicó que, de acuerdo a la ley orgánica respectiva, la Superintendencia de Seguridad Social tiene su domicilio en la Región Metropolitana y no se contemplan Direcciones Regionales, operando, en la actualidad, con una dotación de 200 funcionarios quienes, si bien se desempeñan fundamentalmente en la ciudad de Santiago, en determinadas oportunidades se trasladan y cumplen funciones en Regiones.


Sin perjuicio de lo anterior, añadió, actualmente, la Superintendencia mantiene oficinas para la atención de público en las ciudades de Antofagasta, Concepción y Puerto Montt.


Asimismo, agregó, la Superintendencia ha celebrado convenios con las Secretarías Regionales Ministeriales de Trabajo y Previsión Social en Iquique, Coyhaique y Punta Arenas, y se ha capacitado personal de dichas Secretarías Regionales para que puedan atender a los usuarios que requieran los servicios de la Superintendencia. Subrayó que, justamente en el mismo sentido de la consulta formulada, se ha analizado en cuáles otras Regiones del país es necesario aplicar la solución descrita y proporcionar los servicios de la Superintendencia por intermedio del personal, debidamente capacitado al efecto, de las respectivas Secretarías Regionales Ministeriales.


Además, prosiguió, se encuentra disponible al público la página WEB de la Superintendencia, por medio de la cual es posible para los usuarios acceder a sus servicios desde Regiones y efectuar las consultas o requerimientos que les sea necesario formular. Del mismo modo, reiteró, los funcionarios de la Superintendencia viajan a Regiones para impartir charlas en las que se abordan materias de interés para la comunidad, como por ejemplo, las relativas al seguro contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, licencias médicas o el sistema de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar. 


De esta manera, subrayó, se intenta satisfacer las necesidades que afectan a la gente a lo largo del país, de acuerdo a los medios de que dispone de la institución. Recalcó que la Superintendencia de Seguridad Social está conciente de que en Regiones hay mucho trabajo pendiente y por eso se hace un gran esfuerzo en materia de difusión, a fin de que las personas estén debidamente informadas en cuanto a los derechos que les asisten y a la forma como hacerlos efectivos.


El Honorable Diputado señor Robles recordó que, desde hace más de dos años, viene planteando la problemática derivada del centralismo que caracteriza la gestión de diversas Superintendencias -entre ellas, ésta-, el cual impide que las necesidades y requerimientos que surgen en materia de seguridad social, sean atendidos oportuna y eficientemente en las diferentes Regiones de nuestro país. Así, ejemplificó, una persona que tiene un problema de esta índole en Copiapó, debe trasladarse a Santiago en búsqueda de una solución, porque en su Región no hay una oficina de la entidad respectiva a la cual pueda acudir para resolver el asunto que le aqueja. Agregó que, si bien es efectivo que en determinadas Regiones las Secretarías Regionales Ministeriales están apoyando la labor de la Superintendencia, mediante personal calificado en el tema, no es menos cierto que dichas Secretarías Regionales cuentan con un número limitado de funcionarios quienes, en primer lugar, deben atender las tareas propias de la Secretaría respectiva y, luego, ocuparse en los asuntos de competencia de la Superintendencia. Sobre el particular, recordó haber analizado el tema con diversos Superintendentes y que una solución que se ha planteado al respecto, es que, por lo menos, cada Superintendencia tenga un funcionario, profesional y especializado, asignado en las distintas Regiones del país, que la represente y pueda responder las consultas e inquietudes de los usuarios. El exacerbado centralismo con que operan diferentes entidades en nuestro país es, a su juicio, un serio problema que afecta al desarrollo de Chile.


Atendido lo señalado, anunció que se abstendría de votar este Capítulo, toda vez que, en su opinión, el tema debe ser abordado sin mayor postergación, máxime cuando se trata de entidades, como ésta, que están abocadas a solucionar problemas que afectan, principalmente, a los sectores más vulnerables de nuestra población. Debe propenderse, enfatizó, hacia la descentralización o, al menos, a una desconcentración mínima de estos organismos dedicados a los temas sociales. Ejemplificó con el caso de la Superintendencia de Salud, la cual ha avanzado en esta materia y cuenta, hoy en día, con oficinas regionales que, en cierta medida, pueden decidir y resolver in situ en torno a asuntos de su competencia. En cambio, apuntó, ésta y otras Superintendencias son extraordinariamente centralistas, concentran su gestión en la Región Metropolitana y, si bien ello no parece tan pernicioso tratándose de aquellas entidades vinculadas, por ejemplo, al mundo empresarial, donde es mayormente factible desplazarse a Santiago para la resolución de un determinado asunto, no acontece lo mismo tratándose de las Superintendencias abocadas, como se ha dicho, a temas de carácter social. Insistió, por tanto, en la importancia de reestructurar este tipo de instituciones, a fin de que adquieran una organización descentralizada o, por lo menos, desconcentrada, que les permita adoptar resoluciones en forma más cercana a las personas.


El Honorable Diputado señor Ortiz manifestó compartir la propuesta de aumentar el número de profesionales que se desempeñarán en la Superintendencia de Seguridad Social, porque ello, sin duda, redundará en un servicio de mejor calidad que se brindará a los usuarios.


Por otra parte, Su Señoría señaló coincidir con la inquietud expresada por el Honorable Diputado señor Robles -que ya data desde antiguo-, en cuanto al trabajo desplegado por la Superintendencia de Seguridad Social en las distintas Regiones del país, ya que efectivamente resulta preocupante la inexistencia de oficinas regionales a las cuales las personas puedan acudir para que sus consultas sean atendidas sin necesidad de tener que trasladarse a la ciudad de Santiago.


En ese orden de ideas, propuso oficiar tanto al Ministerio de Hacienda como al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a fin de hacer presente la necesidad de incorporar en la propuesta presupuestaria considerada respecto de la Superintendencia de Seguridad Social -contenida en el Capítulo 06, Programa 01, de la Partida 15 en análisis-, una asignación que contemple recursos para dotar a dicha Superintendencia de un mayor número de oficinas regionales, con el objeto de ofrecer a todos los usuarios un servicio equivalente al que se presta en la Región Metropolitana. Destacó que dicha medida representaría una potente señal para la comunidad en orden a avanzar en estas materias.

El Honorable Senador señor Kuschel, en tanto, sugirió que, a fin de esclarecer la pertinencia de la propuesta formulada, se planteara a los Ministerios del ramo la posibilidad de realizar estudios previos en torno a la demanda o déficit de atención que eventualmente existe sobre esta materia, los cuales servirían de antecedente para considerar los fondos suplementarios, si ello resultare procedente. Lo anterior, subrayó, por cuanto la situación particular de cada Región del país podría ser distinta y la destinación de fondos fiscales para la instalación de las señaladas oficinas podría no resultar igualmente justificada en todas ellas.

El Honorable Diputado señor Macaya señaló compartir esta última sugerencia, en la medida que un estudio especializado sobre el tema, que considere, por ejemplo, la realidad demográfica de cada Región y evalúe las necesidades que a este respecto ellas registran, sin duda que permitirá dilucidar en torno a la pertinencia de una asignación adicional de recursos para los efectos señalados.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social aclaró que el compromiso del Ministerio a su cargo en esta materia, es brindar un servicio de calidad a las personas que habitan en las distintas Regiones del país, lo cual, si bien puede concretarse mediante la implementación de oficinas regionales, también podría conseguirse por otras vías que es necesario previamente evaluar. La tarea asumida es, entonces, entregar un buen servicio y, además, cumplir dicha labor a la brevedad posible. 


- Finalmente, la Subcomisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senador señor Kuschel y Honorables Diputados señores Macaya, Ortiz y Robles, acordó remitir oficio a las Secretarías de Estado en referencia, a fin de hacer presente las inquietudes expuestas y solicitar, asimismo, se sirvan informar a esta Subcomisión acerca de las diversas alternativas mediante las cuales, en su opinión, sería factible mejorar el servicio ofrecido por la Superintendencia de Seguridad Social a sus usuarios, en las distintas Regiones del país.


- Con posterioridad, puestos en votación el Capítulo 06, Programa 01 y sus respectivas glosas, fueron aprobados, sin enmiendas, por tres votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa el Honorable Senador señor Kuschel y los Honorables Diputados señores Macaya y Ortiz, y se abstuvo el Honorable Diputado señor Robles.

- - -
Capítulo 07

Superintendencia de Pensiones
Programa 01

Superintendencia de Pensiones


Este Capítulo consulta ingresos y gastos por un total en Miles de $ 16.534.791, con un aumento de 3,0%, respecto del presupuesto correspondiente al año anterior.


Al iniciar el estudio de este Capítulo, la señora Superintendenta de Pensiones señaló que la entidad a su cargo tiene asignado un presupuesto expansivo que, de acuerdo a los ejes de Gobierno, se focaliza, principalmente, en continuar la implementación y perfeccionamiento de la Reforma Previsional, lo que ha significado considerar un aumento de la dotación del personal, el cambio a las nuevas dependencias de la Superintendencia y, además, la adecuación de las Comisiones Médicas Regionales en función de la mayor carga de trabajo que ha implicado en todo el país, el incremento de la demanda por calificación de invalidez, producto de la misma reforma.


Agregó que, en el presupuesto de la Superintendencia de Pensiones para el año 2011, las principales expansiones se observan en el Subtítulo 21, Gastos en Personal, en el Subtítulo 22, Bienes y Servicios de Consumo, y en el Subtítulo 24, Transferencias Corrientes. En tanto, apuntó, se registra una caída importante en el Subtítulo 29, Adquisición de Activos No Financieros, motivada en el cambio del edificio institucional que alberga a la Superintendencia y respecto del cual hubo costos especiales que asumir para habilitar sus nuevas dependencias, pero que, como tales, no se replicarán durante el año 2011; es así como, aclaró, ese mayor gasto se traslada a la mantención de bienes y servicios de consumo, emigrando de la adquisición de activos.


Explicando los incrementos anunciados, señaló que el Subtítulo 21, referido a Gastos en Personal, aumenta sus fondos en un 1,4%, en función de dos razones. Por una parte, se considera un aumento de la dotación de personal en cinco vacantes, elevando de 215 a 220 el número de funcionarios. Se trata, puntualizó, de cinco personas que se desempeñaban en el Instituto de Seguridad Laboral, cuyos cupos ya fueron transferidos a esta Superintendencia con motivo del ajuste global que en este orden ha experimentado el sector, dadas las nuevas competencias de esta Superintendencia respecto de las que tenía al antigua Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones y que, por tanto, hizo necesario una mayor dotación producto de las nuevas tareas que hubo que asumir. Por otra parte, agregó, el aumento en este Subtítulo se justifica en el incremento de viáticos, tanto nacionales como internacionales. Subrayó que, efectivamente, se han acrecentado los viajes a las distintas Regiones de nuestro país, ya sea para cumplir labores de fiscalización, o bien, para difundir información o atender reclamos, solicitudes o consultas que se formulan por parte de los usuarios. Informó, a este respecto, que la Superintendencia se encuentra desarrollando en algunas Regiones de Chile -que han sido designadas al efecto-, un plan piloto conforme al cual un funcionario de esta entidad, una vez a la semana, concurre a la respectiva Comisión Médica Regional, y allí, en terreno, presta servicios en labores de atención al público. 


Sin perjuicio de lo anterior, agregó, la Superintendencia de Pensiones, en conjunto con la Superintendencia de Seguridad Social, mantiene oficinas regionales propiamente tales en las ciudades de Antofagasta, Concepción y Puerto Montt. Sin embargo, dadas las necesidades que en esta materia se han constatado, los funcionarios que se desempeñan en estas oficinas regionales, deben cumplir un completo itinerario al interior de la Región respectiva, toda vez que existe una multiplicidad de localidades rurales donde también son requeridos los servicios de la Superintendencia y, por tanto, con esta modalidad de atención móvil se intenta cubrir estas importantes necesidades.


Asimismo, prosiguió, el aumento en viáticos por viajes al extranjero dice relación con el ingreso de nuestro país a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). Indicó que, tras dicho ingreso, se ha generado una gran demanda por información acerca del régimen previsional imperante en Chile y a la forma como opera nuestro sistema de pensiones. Recordó que muchos países que integran dicha organización, especialmente los europeos, tienen severos problemas en el ámbito de la previsión social, lo que incrementa entonces el interés en torno a nuestro propio sistema previsional.


Respecto del Subtítulo 22, relativo a Bienes y Servicios de Consumo, indicó que el gasto aparece incrementado en un 1,9%, lo cual está asociado, fundamentalmente, al cambio de las dependencias en las que funciona la Superintendencia. Explicó que, en principio, los funcionarios de esta entidad cumplían sus labores en recintos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social; posteriormente, con motivo de la Reforma Previsional, el número de funcionarios se elevó de 148 a 215 personas -actualmente proyectadas a 220-, los que quedaron dispersos en cuatro lugares distintos, situación que se mantuvo hasta ahora, en que se ocupa el nuevo edificio institucional. Ahora bien, este cambio implica, por cierto, incurrir en otros gastos, tales como los referidos a mantención, seguridad, impuestos territoriales, entre otros, y que explican, como se ha dicho, el aumento de recursos de que tratamos.


Por último, en cuanto al Subtítulo 24, sobre Transferencias Corrientes, señaló que este gasto -estimado para el año 2011 en M$ 500.668-, sube en un 6,0% respecto del año 2010, lo que se justifica principalmente por la necesidad de adecuar las condiciones contractuales de los médicos integrantes de las Comisiones Médicas, conforme a la nueva carga de trabajo que implica la gestión en régimen de las solicitudes de calificación de invalidez producto de la Reforma. A su vez, los médicos asesores de los afiliados que incorpora la misma Reforma Previsional, también deben aumentarse respecto de la dotación actual, ya que existe sólo uno por Región.

Sobre el particular explicó que, con motivo de la aplicación del Pilar Solidario implementado por la Reforma Previsional, aumentaron significativamente las solicitudes de calificación de invalidez, pasando de un promedio de 20.000 a 75.000 solicitudes al año. Sin embargo, advirtió, la dotación de profesionales no se incrementó en la misma medida, con lo cual cada médico integrante de las Comisiones Médicas, hoy en día está realizando un trabajo mucho mayor al inicialmente programado, y a cambio de la misma remuneración. Dicha situación, que en un primer momento se planteó como transitoria, se está transformando en permanente y, por tanto, necesita ser resuelta, toda vez que es insostenible que un médico que efectuaba 20 calificaciones al mes, actualmente realice 60, en el mismo período y por la misma renta. De este modo, es preciso hacer un ajuste de remuneraciones, lo cual se ha analizado en función de la carga de trabajo que se registra en las distintas Regiones del país, lo cual, junto con el aumento en la dotación de profesionales, permitirá adecuarse a las nuevas exigencias que impone el funcionamiento en régimen del sistema previsional solidario instaurado por la Reforma Previsional, tras dos años de su puesta en marcha.


A continuación, los miembros de la Subcomisión debatieron en torno al Capítulo en estudio, en los siguientes términos.


El Honorable Diputado señor Robles señaló que, tal como en otros casos, su preocupación respecto de las Superintendencias dice relación con el precario funcionamiento de las mismas en las diversas Regiones de Chile, donde no se observa que se ofrezca un servicio de igual calidad que el que se presta en la Región Metropolitana, en la cual concentran el ejercicio de sus funciones y la adopción de decisiones. 


Agregó que, si bien se implementan algunas oficinas regionales, éstas se instalan sólo en algunas ciudades y, normalmente, muy distantes entre sí, de modo que vastos sectores de nuestro territorio quedan sin recibir la atención debida. Más aún, al interior de las propias Regiones donde estas oficinas operan, se produce cierta desatención, porque las respectivas oficinas se establecen sólo en la capital regional y, por consiguiente, las restantes ciudades y localidades de la región quedan marginadas en razón de las enormes distancias que las separan de aquélla. 

Asimismo, añadió, no se trata sólo de ofrecer un determinado servicio, sino que, además, es necesario éste sea de calidad y, la verdad, advirtió, es que, para ello, aún parece insuficiente disponer de un solo profesional destinado para atender las consultas y requerimientos de toda la respectiva región. El servicio resulta, entonces, precario. Enfatizó que es preciso entender que Chile es un país geográficamente diferente de norte a sur y, tras ello, asumir el desafío de proporcionar igual calidad de atención a todos los chilenos, no importando el lugar en el que vivan, pues, de lo contrario, el trato es discriminatorio. Por ejemplo, añadió, cuando una persona necesita gestionar un proceso de calificación de invalidez, si no hay profesionales disponibles que atiendan su solicitud, recibirá hora de atención recién para varios meses después, generándose una larga espera que, a su turno, postergará la obtención de la respectiva pensión, dejando a esa persona en una difícil situación. Lo mismo ocurre si, quien debe someterse a un examen especial de salud, por lo general, debe dirigirse a Santiago para efectuarlo, ya que en regiones no le es posible llevarlo a cabo, sin embargo, es un viaje que el individuo enfermo, probablemente, no está en condición física ni económica de hacer. Esto revela, una vez más, el centralismo que afecta a nuestro país. En consecuencia, es imperioso estudiar nuevas estructuras organizacionales que permitan descentralizar y promover el desarrollo regional.


Es difícil, apuntó, prestar la aprobación a un presupuesto que, a la postre, no considera recursos que aseguren servicios de una misma calidad para todos los habitantes del país. Los avances en esta materia son, además, muy lentos. Es importante, reiteró, tener una visión que se ocupe de todo el país, cuyo territorio es extenso y las necesidades en cada una de sus regiones son múltiples y diversas, siendo preciso atender a todas ellas y con igual calidad de servicio.


Por su parte, el Honorable Diputado señor Ortiz consultó si de las cinco nuevas vacantes que se abren para aumentar la dotación del personal médico, hay alguna que se destinará a la atención en regiones o si, por el contrario, sólo permanecerán en la Región Metropolitana. Lo anterior, explicó, por cuanto, según se ha informado, la carga de trabajo se ha incrementado en un importante porcentaje con motivo del aumento de solicitudes por calificaciones de invalidez, las cuales se han elevado de 20 a 60 evaluaciones por médico, lo que implica un alza de un 200%. Por consiguiente, en las oficinas que funcionan en Regiones parece necesario contar, por lo menos, con un profesional más que contribuya en esta importante tarea. Señaló que cuando se producen tardanzas en evacuar los informes, comienzan las críticas al sistema y los reclamos en torno a la atención recibida. Conforme a ello, resulta lógico que, si se proyecta un aumento en la dotación de personal, se considere que, al menos algunos de estos nuevos funcionarios médicos, estén destinados al trabajo en Regiones. En caso contrario, agregó, sería pertinente conocer las razones por las cuales no se contempló un aumento del personal médico, especialmente tratándose de las oficinas regionales que la Superintendencia mantiene y opera actualmente y que, de acuerdo a lo señalado, tienen una sobrecarga de trabajo con motivo del crecimiento de la demanda por parte de los usuarios del sistema.


La señora Superintendenta de Pensiones señaló que las cinco nuevas vacantes corresponden a un abogado, un contador auditor, un profesional de atención y servicios al usuario para la oficina de atención de público, en razón del incremento de los módulos de atención que, además, operan en pleno centro de Santiago, y dos administrativos, uno para la atención de público y, el otro, para la oficina de partes y archivo, puesto que toda la información y documentación que maneja la Superintendencia debe ser digitalizada, lo que también significa una carga de trabajo mayor. Esto, acotó, en lo que al incremento de la dotación de personal respecta.


Ahora bien, aclaró, es necesario distinguir la Superintendencia de Pensiones propiamente tal de las Comisiones Médicas de la Superintendencia. El personal al que se hacía referencia precedentemente, corresponde al de la Superintendencia, en tanto que, tratándose de las Comisiones Médicas Regionales, efectivamente, el aumento de la dotación de personal fue menor al que era realmente necesario para mantener el ritmo de trabajo tras la puesta en marcha de la Reforma Previsional. Sin embargo, destacó, el esfuerzo desplegado por los médicos para responder a la mayor carga laboral que significó el aumento de la demanda por evaluaciones de salud para acceder a las prestaciones que contemplaba la Reforma. Gracias a ese arduo trabajo, se logró superar los tiempos de respuesta que, inicialmente, sufrieron cierto retraso, dando lugar a complejas situaciones. Así, por ejemplo, en el caso de la Comisión Médica Regional de Copiapó, que está integrada por cuatro profesionales, el proceso de evaluación y calificación completo -y que es previo a la obtención de la Pensión Básica Solidaria de Invalidez-, demora, en la actualidad, 60 días. En Concepción, en tanto, el período de calificación tarda, en promedio, 65 días. Destacó que Concepción es uno de los lugares donde existe mayor carga de trabajo en esta materia, y los profesionales están realizando un enorme esfuerzo para responder, en un tiempo razonable, a la excesiva demanda.


Conforme a lo anterior, el objetivo trazado por la Superintendencia es mejorar aún más esos lapsos de tiempo y para ello se contemplaron los recursos necesarios, asignándose 500 millones de pesos para aumentar la dotación del personal profesional de la salud y, además, para ajustar y aumentar las remuneraciones que estos funcionarios percibirán, respecto de la cual se ha considerado pagar un sueldo base y, además, un monto adicional por calificación practicada, a fin de incentivar a los profesionales en la realización de estos procesos y, consecuencialmente, superar los tiempos de respuesta a los usuarios.


Finalmente, el Honorable Diputado señor Ortiz solicitó dar prioridad en esta materia a la Región del Bío Bío, atendida la situación extrema que ha sufrido tras la catástrofe natural que la afectó el pasado 27 de febrero y, a raíz de la cual, muchas personas perdieron sus casas, sus empleos y, hasta, sus familiares, quedando en abierta desprotección y aumentando la pobreza, lo cual, a la postre, obliga a la gente a acogerse a los beneficios que ofrece el sistema de seguridad social. Ante ese escenario, es probable que las solicitudes para la calificación de invalidez sigan aumentando y, por tanto, será importante contar con una dotación de personal profesional y adecuada en número para atender oportunamente estos legítimos requerimientos de nuestra población.


- Puestos en votación el Capítulo 07, Programa 01, y sus respectivas glosas, fueron aprobados, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Subcomisión, Honorable Senador señor Kuschel y Honorables Diputados señores Macaya, Ortiz y Robles.
- - -
Capítulo 09

Instituto de Previsión Social

Programa 01

Instituto de Previsión Social


Este Capítulo consulta ingresos y gastos por un monto total en Miles de $ 4.263.078.823, lo que configura un incremento de 7,7%, en relación al presupuesto del año 2010.

Al iniciar el estudio de este Capítulo, el señor Director del Instituto de Previsión Social (IPS) destacó que el presente presupuesto se estructuró sobre la base de tres ejes fundamentales, a saber, la implementación y perfeccionamiento de la Reforma Previsional, el mejoramiento de la calidad de servicio y la ampliación de la cobertura de servicios vinculados a los Centros de Atención Previsional Integral (CAPRI).


Indicó que el presupuesto proyectado para el año 2011 respecto de dicha entidad, contempla recursos por M$ 4.263.078.823, con un aumento de 7,75% en relación a los fondos asignados para el año presupuestario 2010.


En lo que respecta a Beneficios Sociales, el presupuesto considera M$ 4.106.764.411, que representan un 96% del presupuesto total del Servicio. Ahora bien, acotó, de estos recursos, el 75% va en beneficio del antiguo sistema de pensiones, y el 25% restante se destina a la Reforma Previsional.


Explicó que el IPS ocupa un 2,3% de su presupuesto en operación y gestión. Asimismo, es dable anotar que este Servicio aplica 3.500 millones de pesos en beneficios al mes, siendo el valor promedio de los mismos, aproximadamente, de $ 100.000. El costo por otorgar esas prestaciones es de $ 2.300 por beneficio, de los cuales $ 1.200 corresponden al gasto por el servicio del banco que efectúa los pagos respectivos, y $ 1.100 responden al costo operacional del IPS mismo.


En materia de dotación de personal, señaló que las variaciones no son significativas. Acotó que dicha dotación fue reducida de 2.726 funcionarios a 2.708, lo que ocurrió tras haberse acogido a jubilación 36 personas. En razón de ello -y de acuerdo a la norma conforme a la cual, cuando los funcionarios se pensionan, sólo se recupera media plaza disponible al año siguiente-, se produjo, finalmente, una disminución en 18 cupos.


En cuanto a los Bienes y Servicios de Consumo, informó que el Subtítulo 22 experimenta un aumento de 10,67%, al interior del cual, sin embargo, es posible observar una baja de un 51,25% en mantención de edificios. Ello se explica por cuanto el año anterior fueron asignados significativos recursos para mejorar las instalaciones de los Centros de Atención Previsional Integral (CAPRI), pero, tras el terremoto sufrido, los recursos de este ítem fueron disminuidos.


Otro aumento importante, añadió, está referido a los gastos en informática, lo que se justifica por cuanto el Servicio necesita modernizar sus sistemas computacionales.


En relación a los montos de los beneficios propiamente tales, se registran también aumentos importantes, siendo uno de los más relevantes el referido al Aporte Previsional Solidario (APS) que paga el Instituto de Previsión Social (IPS), cuyos recursos se incrementan en un 239,4%. Enfatizó que varios factores confluyen y determinan esta significativa alza de fondos. Por una parte, durante el próximo año aumenta la cobertura del Pilar Solidario instaurado por la Reforma Previsional, elevándose -del 55% actual- al 60% de la población de menores ingresos de nuestro país. Por otro lado, los beneficios promedio crecen de $ 21.000 a $ 41.000. Asimismo, la Pensión Máxima Solidaria se incrementa de $ 200.000 a $ 255.000. En consecuencia, se trata de diversos elementos que derivan en esta significativa expansión de este rubro.


Añadió que, si bien en materia de Aporte Previsional Solidario (APS) de las Administradoras de Fondos de Pensiones, Mutuales y Seguros también figura un alza, ésta es menor a la registrada en el caso anterior.


Respecto a la cobertura de los beneficios, señaló que las diferencias más importantes en relación al año presupuestario anterior, están, por un lado, en el Aporte Previsional Solidario (APS) del IPS y, por el otro, en la Bonificación por Hijo Nacido Vivo, la que se estima se pagará por 683.000 hijos. Sobre el particular, acotó que las estimaciones para el presupuesto del año 2010 tenían un alto grado de incertidumbre, por lo que fue necesario mejorar esos cálculos y, en base a ello, se ha podido proyectar cifras más cercanas a la realidad. Hay que considerar, por ejemplo, que las madres que solicitan este beneficio, tienen, en promedio, cuatro hijos en razón de los cuales acceden a esta prestación.


Finalmente, en cuanto a los beneficios del antiguo sistema previsional, apuntó que el presupuesto que se contempla, es de continuidad.


A continuación, los integrantes de la Subcomisión analizaron el Capítulo 09 y su Programa 01, correspondiente al Instituto de Previsión Social (IPS), en los términos siguientes.

El Honorable Diputado señor Robles señaló que, en primer lugar, la significativa variación que registra el presupuesto respecto de los montos de las comisiones bancarias, que alcanza un crecimiento anual de 33,17%, requiere de algunas explicaciones.


En tal sentido, solicitó ser informado sobre los motivos que justifican tal alza, los Bancos con que se opera actualmente, las razones que justifican que el servicio de pago lo realicen entidades privadas que, en general, tienen sucursales en las ciudades de mayor tamaño pero que no cuentan con oficinas en todo el país, y sobre los motivos que determinan que el Fisco no utilice con tal propósito los servicios del Bancoestado, de que es propietario, cuyo control del Directorio le permite determinar sus políticas, entidad que, además, tiene una enorme capacidad instalada y sucursales a lo largo del país, prácticamente en todas las comunas.


Su objeción, señaló, no dice relación con ninguna entidad financiera en particular, sino que es una consecuencia ante la realidad que observa, la que demuestra que las diversas entidades privadas cuentan normalmente con oficinas en el nivel central, en las capitales regionales y, no siempre, en las capitales provinciales, siendo escasa su presencia en las localidades pequeñas del país, cuyo número es enormemente superior.


Sobre la materia el Honorable Senador señor Kuschel expresó que coincidía en la preocupación antes expuesta, ya que sobre la materia en diversas oportunidades ha planteado observaciones en relación a los problemas que genera el modo de pagar diversos beneficios fiscales.


En tal sentido, agregó, ha hecho presente que en algunos lugares donde se va a pagar a los beneficiarios como, por ejemplo, en las islas de Chiloé, el costo de los fletes y del desplazamiento del personal, del dinero, de la seguridad que les acompaña y se proporciona a las cajas o centros de pago, determina que sean mayores los recursos destinados a pagar que los pagos mismos, lo que había motivado que incluso ya no se concurriera a algunos lugares.

Expresó que reiteradamente ha manifestado que el sistema utilizado para tales pagos no es el más adecuado, ya que se ha prestado para una constante peregrinación de pequeñas delegaciones de organismos dependientes de distintas Secretaría de Estado, que concurren a zonas apartadas a muy alto costo para que, con pocos días de diferencia se presente otra, con idéntico propósito.


Tal situación, manifestó, puede ser subsanada en gran medida con una adecuada coordinación del aparato público, que permitiría no sólo abaratar los costos, sino que también facilitar la recepción de los recursos por parte de la población beneficiaria, evitando un constante traslado que, para ella, también genera costos y dificultades.


Indicó que también le resulta sorprendente el incremento de las comisiones en circunstancias que los bancos no se manifestaban dispuestos a concurrir a algunas islas y lugares aislados o remotos, como Telhué o Calbuco, en Chiloé.


Desde el punto de vista social, agregó, su preocupación dice relación con el hecho de que algunos de los beneficios consisten en el pago de sumas pequeñas que, para las personas que deben tomar diversos  medios para trasladarse a cobrarlos, con trayectos que pueden obligarles a alojar fuera de sus lugares de residencia, pueden verse diluidas tan solo entre los gastos que demanda para ellos su cobro.


Por las razones expuestas, expresó, reitera la necesidad de modificar la forma de pago, ya sea tratando de hacerlo reuniendo el pago de varios beneficios o incluso considerando su pago en forma acumulada en períodos claramente establecidos, cada dos o tres meses.


En respuesta a las consultas antes transcritas, el Director del Instituto de Previsión Social expresó que el incremento en los costos de las comisiones resulta más aparente que real. 


Ello ocurre, señaló, porque en las formulaciones presupuestarias previas se destinaba una cantidad de recursos al pago de un número determinado de prestaciones, de modo que en la medida que el servicio era utilizado los fondos se pagaban hasta que se agotaban y era necesario suplementarlos para entregar la totalidad de los beneficios. En términos anuales, indicó, lo gastado en comisiones bancarias es prácticamente lo mismo que se presenta como propuesta presupuestaria para el año próximo, período en el cual además se producirá una disminución de las referidas comisiones, que se estima alcanzará entre veinte y treinta por ciento, como consecuencia de las mejores condiciones en que se contratará el servicio como resultado de una nueva licitación del mismo, que se resolverá en los próximos días.


Ante la consulta, indicó que a la referida licitación se presentaron la Caja Los Héroes y el Banco BBVA, y que en ella se exige prestar atención en 50 puntos adicionales a los actuales, ampliando la atención otros tanto pueblos y localidades, en beneficio de sus habitantes que, de esta forma, contarán con oficinas o cajas donde cobrar sus prestaciones.


En relación a la no participación del Bancoestado en la licitación, el Director del Instituto de Previsión Social manifestó desconocer las razones que motivaron su decisión la que, en todo caso, escapa a su competencia, pues dice relación con las políticas que adopta una institución financiera. 


Sobre el problema expuesto, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social señaló que era necesario precisar algunas situaciones.


En lo que dice relación con el pago de las comisiones bancarias, expresó, en la actualidad los costos son mayores a lo previsto para el presupuesto del año 2011, por un monto estimado en cuarenta mil millones de pesos.


En cuanto a los pagos, prosiguió, el Instituto de Previsión Social cumple el rol de pagador no sólo de las pensiones, sino que también le corresponde ese papel respecto del subsidio familiar, el bono marzo, el futuro bono de las bodas de oro, entre otros. Esta situación, agregó, le lleva a sostener que el Instituto debería ser el pagador de la generalidad de los beneficios pecuniarios que entrega el Estado, los que debieran ser canalizados por su intermedio, permitiendo al mismo tiempo, incrementar la eficiencia y bajar los costos asociados.


En ese contexto, indicó, la Secretaría de Estado a su cargo permanentemente busca aumentar la coordinación con otros Ministerios, planificando sus actuaciones con Mideplan, señalando que buscará especialmente coordinar los pagos con el Ministerio de Agricultura para atender en mejor forma a los habitantes de las localidades más aisladas.


Para bajar los costos de pago, manifestó, se están considerando todas las alternativas posibles, desde la forma de efectuar pagos no presenciales o mediante cuentas rut, ya que en algunos casos, como si se trata de pagar una asignación familiar, el costo puede alcanzar a seis mil pesos, pudiendo en casos extremos ser más onerosos el pago que el beneficio.


Expresó que para abordar el problema incluso hay que tener presente los usos sociales, pues en el caso de los jubilados adultos mayores, por ejemplo, se manifiestan tan reacios al pago no presencial que la anterior administración no pudo llevar a término la respectiva licitación, al demostrarse que prefieren concurrir personalmente a cobrar a las sucursales o cajas, pues no confían o manejan adecuadamente la tecnología y porque en otros casos resulta inaplicable el sistema de claves bancarias, sea porque no la recuerdan, sea porque la proporcionan a otras personas y terminan siendo enganados. El problema es actual, indicó, porque razonablemente es posible esperar que en los próximos años se trate de un público más capacitado y acostumbrado al empleo de os sistemas computacionales básicos.


Una segunda consulta, señaló el Honorable Diputado señor Robles, dice relación con las mejorías que en la infraestructura del Instituto se esperaba realizar durante el año 2010, para atender las necesidades que las nuevas prestaciones derivadas de la reforma previsional le generan.


Indicó que era clara la necesidad de readecuar las instalaciones del Instituto a las nuevas demandas y que, aunque como consecuencia del terremoto debieron modificarse las prioridades, un presupuesto transparente debe indicar con nitidez cuántos y qué recursos se utilizaran para reconstruir lo dañado por el sismo de febrero pasado, y cuánto y qué recursos forman parte del presupuesto normal de la repartición y se destinarán al acondicionamiento de la infraestructura en las distintas Regiones.


Señaló que no todas las Regiones sufrieron la destrucción que ocasionó el sismo en una extensa zona del país, y que aunque es posible que gran parte del presupuesto deba destinarse a las reconstrucciones que son necesarias, ello debe ser expresado con claridad.


En tal sentido, agregó, pedirá que en todas las Partidas de la Ley de Presupuestos se indique con precisión qué fondos se destinan a reconstrucción y cuáles corresponden a las inversiones normales de las distintas reparticiones y, en este caso, cuánto se destina a reponer infraestructura y cuánto a las inversiones corrientes.


También en relación a la infraestructura del Instituto de Previsión Social, el Honorable Diputado señor Ortiz formuló sus observaciones, haciendo presente que aunque el presupuesto contempla un aumento para el IPS de un 7,75%, el señor Director da a conocer que lo destinado a la mantención de edificios baja a menos de la mitad, baja un 51.25%.


Señaló que siempre ha realzado la necesidad de mantener la infraestructura pública, sin perjuicio de lo cual  desea conocer que se ha planificado en el marco del próximo presupuesto respecto de los edificios que resultaron destruidos en Concepción y Talcahuano como consecuencia del violento terremoto que asoló a la Región del Bío-Bío y, en forma especial, qué se hará con tales edificios, en qué asignación se encuentran considerados los recursos para tal efecto, y cuánto se destinará a mantención de las demás oficinas.


En relación al presupuesto y a las disminuciones que en algunos ítems contempla, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social expresó que es necesario tener presente que el presupuesto vigente consideraba un significativo incremento respecto del año anterior, como consecuencia de la reforma previsional, y que el actual corresponde a la normalización de los flujos presupuestaros del Instituto.


Respondiendo las consultas formuladas, el señor Director del Instituto de Previsión Social informó que en el caso de los edificios del Concepción y de Talcahuano se arrendaron otros locales a fin de normalizar la atención, sin que aún se encuentre definido si es posible reparar las instalaciones dañadas.


Respecto de ellos, agregó, aún no se han realizado los estudios de ingeniería necesarios para decidir su situación, debido a que era tan alta la demanda por tales servicios después del terremoto que su costo se había multiplicado, al igual que para las reparaciones, por lo que se decidió realizar las estrictamente necesarias en espera de la normalización de tal mercado, evitando incurrir en gastos que, por una situación extraordinaria, eran muy superiores a su valor normal.


En lo que dice relación con el edificio de Concepción, indicó, actualmente se está preparando la licitación que permita evaluar sus reales condiciones, posibilidades y costos de una eventual reparación, a fin de determinar cuál es la mejor alternativa. En el caso de Talcahuano, se recuperó el local de atención de público donde se atiende normalmente, aunque la construcción vecina presenta algún peligro que no se ha podido aún superar debido a que su propietario señala no contar con los recursos necesarios, encontrándose el Instituto impedido de invertir en una propiedad ajena.


En cuanto a los recursos, señaló que en el presupuesto se han considerado 1.800 millones de pesos adicionales destinados a reparación, lo que podría parecer poco si sólo se le compara con el año anterior sin considerar el efecto de un presupuesto previo extraordinario, que considero 5.000 millones.


En respuesta a la observación del Honorable Diputado señor Robles, en el sentido que para adquisición de activos no financieros sólo se consideran poco más de 150 millones de pesos ara la adquisición de mobiliario y otros, señaló que los gastos en mantención de la infraestructura se incluyen en el Subtítulo 22, Bienes y Servicios de Consumo, por un monto de 3.123 millones de pesos. 


Sobre el punto, el Honorable Diputado señor Robles expresó que la respuesta explica su pregunta y preocupación, haciendo presente que desea conocer exactamente cuáles son los recursos destinados a la Regiones  del Bío-Bío y a la del Maule, y al mismo tiempo conocer los recursos destinados a las demás Regiones.


Señaló que debe identificarse claramente el destino de los 59 mil millones consignados en el Subtítulo 22, para conocer cuánto se destinará, por ejemplo, en la Región de Atacama, para la mantención de los edificios donde funcionan sus oficinas.


Indicó que no le resulta aceptable que en el presupuesto se confundan los recursos de la reconstrucción con los del gasto corriente, y que es necesario conocer el destino de los recursos y saber cuánto se destina a las Regiones que sufrieron el terremoto y cuánto a las restantes, para tener clara la inversión del presupuesto, evitando que los fondos sean posteriormente reasignados sin participación del parlamento, como ocurre, por ejemplo, si lo originalmente destinado a mantención de las oficinas de atención al público de Copiapó se emplea posteriormente con otro fin. 


Agregó que entiende que los pagos que realiza el Instituto son de carácter nacional, pero que ello no se contrapone con que los temas de infraestructura son locales, lo que no es posible analizar apropiadamente si todos esos recursos se confunden en el Subtítulo 22, bajo el concepto de Bienes y Servicios de Consumo, estimando que ellos debieran consignarse como Inversión, en el Subtítulo 31.


Señaló que se ha manifestado que la mantención de edificios se consigna como Bienes y Servicios de Consumo pero no se ha aclarado en que asignación presupuestaria se consignan, y solicitó dejar constancia en el informe que ni el Subdirector de Presupuestos ni la Dirección del Instituto ha precisado si en Talcahuano se comprará un edificio o se reparará el actual, al igual que respecto del local de Concepción, sin que se informe con precisión que se hará en materia de infraestructura en ninguna parte del país.


En similar sentido, el Honorable Diputado señor Ortiz solicitó que se informe con precisión y en forma oficial por el Ministerio y la Dirección de Presupuestos cuánto se destinará a reparar lo dañado y cuánto a adquisición de nueva infraestructura.


Agregó que en el Congreso Nacional se han aprobado dos leyes, entre julio y agosto, para crear el fondo de reconstrucción y para el financiamiento del mismo proceso, y se acaba de lograr acuerdo para un impuesto para la gran minería del cobre con igual propósito, y que su contrapartida lógica es que se identifiquen las obras que se construirán con tales recursos, Región por Región. 


En otro sentido, hizo presente su preocupación respecto de los funcionarios nombrados por la Alta Dirección Pública que han sido desvinculados de la Administración, y sobre el trato de corrupto realizado respecto del personal que, le consta, con motivo del terremoto ha realizado un esfuerzo notable para brindar atención a los beneficiarios del Instituto, atendiendo incluso en las plazas con tal propósito


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social manifestó que coincide en apreciar el trabajo excepcional que ha realizado el Instituto de Previsión Social y sus funcionarios, tanto como para el pago del bono marzo como en la implementación de la reforma, en que se cumplió con plazos de pago muy ajustados dentro de los cuales se cambió el instrumento de focalización y se determinó el universo de beneficiarios, esfuerzo que no es claramente visible para el público, que sólo ve su resultado.


Dicho lo anterior, agregó, tampoco debe obviarse el que existan problemas puntuales que deben ser investigados, para lo cual se ha conversado con las Asociaciones de Funcionarios que han coincidido en la importancia de aclarar y subsanar cualquier problema a la brevedad, a fin de preservar el prestigio de todo el personal. 


Expresó que aunque se trabaje bien siempre es posible avanzar, y que el Instituto y el Ministerio tienen el compromiso de mejorar la calidad del servicio, para lo cual, por ejemplo, se extendió el horario de atención, lo que ha sido muy bien recibido por público que felicita y agradece por ello a los funcionarios, que experimentan personalmente el cariño con que se les retribuyen sus esfuerzos, particularmente de quienes esperaban desde la madrugada para obtener su atención.


En cuanto a la situación de algún funcionario a quien se le haya pedido la renuncia de un cargo de confianza, expresó que no tiene inconveniente en informar los motivos tenidos en consideración para toma tal decisión, si así se le solicita.


A continuación, el Honorable Diputado señor Robles señaló que ha sido motivo de una constante y larga discusión con el Ministerio de Hacienda el que por cada persona del Instituto que se jubile se reponga el equivalente a medio cargo, pues siempre le ha parecido absurdo que una repartición deba disminuir sus funcionarios, sin que medie una variación de la actividad, o nuevos procesos que disminuyan la necesidad de personal,  cualquier otro motivo que racionalmente lo justifique.


Este proceso, señaló, significa que en el caso del Instituto se alejen 18 personas y se repongan 12 cupos, disminuyendo en seis sus funcionaros, sin que se indique si ello corresponde a una disminución de la carga de trabajo del ISP, lo que no parece haber ocurrido, a que se produjeron modificaciones informáticas que demandan menos personal, a adecuaciones de funciones, etc., indicando que si la pérdida se produce por el solo hecho que algunos funcionarios jubilan, lo que es un proceso normal,  el Estado paulatinamente debilitará su capacidad de actuar, lo que periódicamente se demuestra como perjudicial para la población del país.


Finalmente, el Honorable Diputado señor Robles solicitó votación separada del Subtítulo 22 de este Capítulo, y sus Glosas 05 y 06.


- Sometido a votación el Capítulo 09, con la excepción antes indicada, fue aprobado, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Subcomisión, Honorable Senador señor Kuschel y Honorables Diputados señores Macaya, Ortiz y Robles.


- Puestos en votación el Subtítulo 22 y sus Glosas 05 y 06, votaron por su aprobación el Honorable Senador señor Kuschel y el Honorable Diputado señor Macaya. Se abstuvieron los Honorables Diputados señores Ortiz y Robles.


El Honorable Senador señor Kuschel, en su calidad de Presidente de la Subcomisión, anunció que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 128 del Reglamento del Senado, corresponde repetir la votación.


Enseguida hizo uso de la palabra el señor Asesor Legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, quien explicó que, para asegurar la entrega de los antecedentes solicitados sobre el cronograma de reconstrucción, así como respecto de la inversión en oficinas o en su reparación, el Ministerio está en condiciones de enviar periódicamente la información de las diferentes etapas del proceso de licitación, adjudicación, e inicio de las obras respectivas, como una forma de asegurar que la Subcomisión y los Parlamentarios en particular conozcan detalladamente las distintas etapas de inversión de tales fondos durante el año.


El Honorable Diputado señor Ortiz manifestó su aceptación a la fórmula propuesta, en el entendido que a la Tercera Subcomisión Mixta de Presupuestos se le informará del estado de avance de las reparaciones, licitaciones o posible compra de terrenos, así como si esas acciones se proyecta ejecutarlas con los fondos de la reconstrucción.


Por su parte, el Honorable Senador señor Robles solicitó al señor Subdirector de Presupuestos presente, que en las sucesivas Partidas se informe expresamente cuál será la inversión propia del proceso de reconstrucción, diferenciando los recursos que se destinan a las zonas del terremoto y a las demás Regiones, como una forma de permitir aprobar los presupuestos respectivos.


- Repetida la votación del Subtítulo 22 y sus Glosas 05 y 06, fueron aprobados, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Subcomisión, Honorable Senador señor Kuschel y Honorables Diputados señores Macaya, Ortiz y Robles.

- - -
Capítulo 10

Instituto de Seguridad Laboral

Programa 01

Instituto de Seguridad Laboral


Este Capítulo contempla ingresos y gastos por un total en Miles de $ 65.276.385, lo que representa una disminución del 3,0% en relación al presupuesto asignado para el año 2010.

Al presentar su propuesta presupuestaria, el señor Director del Instituto de Seguridad Laboral manifestó que ella se ajusta a los lineamientos Gubernamentales, Ministeriales y de la Subsecretaría de Previsión Social, así como a los objetivos estratégicos definidos para el año 2011, los que resultan plenamente consistentes con la misión institucional de la repartición a su cargo, que se resume como la de otorgar seguridad y salud laboral a sus afiliados, a través de acciones de prevención destinadas a mejorar la gestión de riesgo y la entrega de servicios de recuperación de la salud y mitigación económica de los daños derivados de los accidentes y enfermedades del trabajo, en el marco de la responsabilidad social, todo lo cual resume el quehacer a que se encuentra orientado el Instituto.


En materia de personal, continuó expresando, en el presupuesto se mantiene una dotación de 449 funcionarios, sin que experimente variación alguna respecto del período anterior.



Respecto de los ingresos, informó que el presupuesto para el año 2011 se elaboró considerando una disminución de los recursos provenientes de las cotizaciones en relación al año anterior, ya que para el presente año se proyecta terminar con un promedio mensual de cotizantes que alcanza a 998.626 que disminuirían a 985.549 el año próximo, los que cotizarán un monto promedio del orden de los 5.000 pesos mensuales, que permitirá incorporar 58.474.922 pesos (expresados en miles), a diferencia de los 61.427.345 (en miles de pesos) que considera el actual presupuesto, cifra que resulto sobreestimada.


Agregó que para compensar el efecto de los menores ingresos y transparentar el gasto para el próximo año se incorpora en el presupuesto un aporte fiscal por 2.515 millones de pesos, lo que permite contar con el financiamiento propio del funcionamiento del Instituto de Seguridad Laboral.


Las variaciones del gasto se explican principalmente por las jubilaciones, pensiones y montepíos, en que las estimaciones para el año 2011 son pagar 12.731 pensiones mensuales, cifra menor que las 14.055 que se proyectaron para el actual presupuesto. Indicó que la merma es consistente con el comportamiento que ellas han experimentado los últimos años, y como consecuencia, además, del proceso de revisión efectuado después que la Contraloría y la Superintendencia de Seguridad Social señalaron que la anterior interpretación era incompatible con el régimen general de pensiones, y que no era posible prolongarlas después de los 75 años. La normalización de tal situación, señaló, explica un descenso puntual de 900 pensiones entre el presente y el próximo año, que incrementa por una vez la tendencia descendente de las mismas.


Señaló que el Instituto cuenta fundamentalmente con afiliados de la micro y pequeña empresas, y que su régimen de pensiones tiene la particularidad de conceder pensiones parciales y totales, que en promedio alcanzan los 159.000 pesos, dentro del cual se reflejan dichos extremos.


En cuanto a la disminución del Subtítulo 22, Bienes de Servicios y Consumo, señaló que ella se enmarca dentro del proceso general de ajuste del nivel de gasto. Sin embargo, expresó, ello no es obstáculo a presentar un aumento en la adquisición de activos no financieros, lo que se justifica en atención a que el año 2012 es necesario afrontar la implementación de otra etapa de la reforma previsional, que considera la masiva incorporación de los independientes, con los cuales ya se trabaja en forma voluntaria, lo que demandará la necesidad de mejorar tanto los sistemas de prevención como los sistemas de soporte.


Finalmente, manifestó que las líneas programáticas centrales del Instituto de Seguridad Laboral dicen relación con las prestaciones de seguridad social, que incluye prestaciones médicas, económicas, y preventiva. Aparte de eso, indicó, al Instituto le corresponde realizar transferencias derivadas de atenciones de salud, pues se le aplica una figura especial de co-administración delegada por los Servicios de Salud que motiva la transferencia a salud pública de que da cuenta el presupuesto. Además, la asignación concurrencia, es la expresión de una característica del sistema de pensiones de accidentes de enfermedad del trabajo, consistente en que en las atenciones por enfermedad profesional, las mutualidades y el Instituto de Seguridad Laboral concurren a su pago con un aporte proporcional al período de exposición durante la persona afecta a alguna enfermedad profesional fue su afiliado.


Sobre la presentación del Instituto de Seguridad Laboral, el Honorable Diputado señor Robles manifestó que le merecía dos órdenes de comentarios.


En primer lugar, manifestó que ante el Gobierno anterior siempre planteó su opinión en el sentido que los afiliados al Instituto de Seguridad Laboral serian mucho mejor atendidos si el Estado de Chile les entregara esos recursos a las mutualidades que hoy día existen en el país, como la Asociación Chilena de Seguridad o la Mutualidad del Trabajo.


Tal opinión, agregó, se sustenta en la realidad práctica, que permite apreciar las naturaleza de sus instalaciones, el personal con que cuentan y su grado de especialización, la enorme experiencia adquirida en lo relativo a la prevención de riesgos, y su conocimiento sobre la ley de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


Expresó que las inversiones realizadas por las mutualidades a lo largo de Chile les permiten y, previsiblemente, permitirían atender con mejores resultados a todos los accidentados y afiliados que hoy día atiende el Instituto de Seguridad Laboral, que reúne a un conjunto de personas con menores ingresos relativos, que son los empleados de las pequeñas y de las medianas empresas.


Manifestó que estima posible legislar para que el Estado financie a las pequeñas empresas en términos de la seguridad laboral, permitiendo que sus trabajadores ingresen a dichas mutualidades y obtengan un mejor servicio, que en la materia es incluso superior al que actualmente pueden proporcionar los Servicios de Salud.  Por ejemplo, indicó, a los pequeños mineros de su Región, a los pirquineros, que se encuentran expuestos a un mayor riesgo que el que experimentan los trabajadores de una empresa de mediano nivel, los Hospitales y Servicios de Salud de la Región no pueden brindarle una atención de la calidad que le resulta posible a la Asociación Chilena de Seguridad o la Mutual del Trabajador, pues la sola infraestructura con que ellas cuentan en todo Chile son de un mejor nivel, contando con profesionales traumatólogos en todas las Regiones y con un sistema de atención bastante más expedito, las que además, por encontrarse dedicadas al riesgo, pueden brindarles una adecuada asesoría en la materia.


En segundo lugar, prosiguió expresando, dado el hecho que el Estado decidió constituir este Instituto de Seguridad Laboral, si ahora se le disminuye su presupuesto, lo que se está haciendo es dar menores atenciones, de menor calidad que incluso que las que brindaba el año anterior.


Señaló que no comprende una disminución en un presupuesto destinado a atender los accidentes del trabajo, debido a que la tendencia de accidentalidad se ha estancado, no se encuentra en un proceso de disminución, y las cifras demuestran que las mutualidad en los últimos dos o tres años han mantenido la tasa de accidentabilidad. Agregó que es efectivo que cuando se implementó la ley la correspondiente la reducción en las tasas fue significativa, fenómeno que ya no se presenta.


Además, indicó, sobretodo al considerar el universo de trabajadores a los que atiende esta Institución es posible suponer que el mismo presenta una tasa de riesgo mucho mayor de la de aquellos afiliados a las mutualidades, ya que además trabajan para pequeñas empresas que prácticamente no cuentan con departamentos de prevención de riesgos ni con asesoramiento especializado sobre la materia.


Expresó que la disminución propuesta le mueve a estimar que el Ministerio de Hacienda está haciendo recortes donde no debe, pues hay otros sectores donde ello debe ser posible, y que seguramente en algún minuto deberá ser suplementado el presupuesto para cumplir cabalmente con los propósitos de la ley de accidentes del trabajo.


El Honorable Diputado señor Ortiz señaló que la creación del Instituto de Seguridad Laboral fue tema de larga discusión en la reforma previsional, en que algunos, entre los que se cuenta, lo defendieron con mucha fuerza, y otros plantearon con igual claridad y convicción la necesidad de incorporar a los eventuales beneficiarios en las mutualidades, propuesta de la que es totalmente contrario.


Indicó que el Instituto de Seguridad Laboral está cumpliendo un objetivo que nunca llegarían a cumplir las mutualidades. A modo de ejemplo, expresó, en el país existe un sindicato, que es bastante numeroso, que agrupa a las trabajadoras de casa particular, quienes muchas veces intentaron ser atendidas por las mutualidades siendo objeto de una negativa total y absoluta, encontrándose actualmente cobijadas en el Instituto de Seguridad Laboral que les presta servicio. El referido ejemplo, agregó, basta para entender el rol que cumple esta Institución.


Sin perjuicio de lo anterior, manifestó, también le preocupa lo que se presente una rebaja en su formulación presupuestaria, entendiendo que se trata de una disminución momentánea como consecuencia de los numerosos efectos del terremoto de febrero pasado, lo cual, entiende, explica un aporte fiscal que permite un presupuesto similar al del año anterior, en que prácticamente todo el gasto se autofinanciaba.


Finalmente, hizo presente que votaría favorablemente el presupuesto del Instituto de Seguridad Laboral, en el convencimiento que cumple un rol insustituible en beneficio de los sectores más vulnerables, que son aquellos a los cuales las mutualidades no prestan actual atención.


El Director explicó que aún antes de constituirse Instituto de Seguridad Laboral, cuando correspondía al Instituto de Normalización Previsional, ya la ley les autorizaba a establecer convenios de pensión, lo que explica que en la actualidad tengan convenio con las mutuales y con la Asociación Chilena de Seguridad, lo que les permite desde el año 1997 ofrecer atención a sus afiliados utilizando la misma infraestructura de que disponen las mutualidades del trabajo.


Señaló que uno de los mecanismos con que cuentan para prestar servicios es la contratación de servicios públicos y privados y que, dentro de los servicios privados que contratan, las mutualidades de empleadores son los principales prestadores. De igual manera, indicó, tiene como prestadores a entidades como el Hospital Clínico de la Universidad de Chile, y clínicas privadas, en Regiones, lo que permite que ante cualquier dificultad para atender a los pacientes se acuda al sistema de convenio con privados.


Ahora, en términos del presupuesto expresó que el aporte fiscal suple los recursos que han dejado de percibirse como consecuencia de una disminución del número de pensionados afiliados, generado por las razones ya explicadas.


Para disminuir los accidentados y, como segunda derivada, no tener pensionados por accidentes y enfermedades, se han puesto en ejecución rigurosos controles en la verificación del proceso de afiliación, como una forma de asegurar que los casos que atienden sean realmente los de sus beneficiarios, haciendo presente que los mecanismos de afiliación al Instituto de Seguridad Laboral operan por defecto y, por lo tanto, una empresa no tiene que acercarse a hacerlo, sino que basta que al crearse pague las primeras cotizaciones para que automáticamente se encuentren incorporados como beneficiarios.


También se ha adoptado un proceso de verificación para determinar si cada caso es de índole laboral o no, o sea, verificamos que sea laboral en los términos que establece la ley, a lo cual se suma un sistema de control estricto de todos los niveles de daños que determinen las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, apelando en todos aquellas situaciones en que el Instituto no está de acuerdo con la decisión.


Finalmente, expresó que a consecuencia de las auditorías realizadas se corrigió un problema interno en la interpretación de las normas, que significó disminuir la proyección de pensionados, teniendo siempre presente que la finalidad es tratar de tener la menor cantidad posible de pensionados como consecuencia de la menor cantidad de secuelas de los accidentes.


- Sometidos a votación el Capítulo 10, Programa 01 y sus glosas, fueron aprobados, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Subcomisión, Honorables Senadores señores Kuschel y Orpis, y Honorables Diputados señores Macaya, Ortiz y Robles.
- - -
Capítulo 13

Caja de Previsión de la Defensa Nacional


Este Capítulo contempla dos Programas, el 01, Caja de Previsión de la Defensa Nacional, y el 02, Fondo de Medicina Curativa.

Programa 01

Caja de Previsión de la Defensa Nacional


Este Programa consulta ingresos y gastos por un monto total expresado en Miles de $ 867.069.758, lo que representa un aumento del 3,4% en relación a los recursos asignados para el año presupuestario anterior.
Programa 02

Fondo de Medicina Curativa


Este Programa considera ingresos y gastos por un total en Miles de $ 29.993.082, con un crecimiento del 41,9% respecto del presupuesto del año 2010. 


La Subcomisión analizó conjuntamente los dos programas que conforman este Capítulo.

El señor Vicepresidente Ejecutivo de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, CAPREDENA, expresó que el presupuesto de la Institución se divide en dos programas: el Programa 01, Caja de Previsión de la Defensa Nacional, y el 02, Fondo de Medicina Curativa.


Señaló que las proposiciones presupuestarias son de continuidad respecto al año 2010, y que su incremento se debe fundamentalmente al comportamiento de las jubilaciones, pensiones y montepíos, producto de un crecimiento del 3,1%, lo que representa un crecimiento en el monto final de MM$ 22.268, para alcanzar una cobertura de 104.500 pensiones. 


Respecto al personal de CAPREDENA, expresó que su dotación es de 407 funcionarios, 149 de los cuales son de planta y 251 a contrata. Además, la dotación de los centros de salud y rehabilitación es de 722 funcionarios, a los que se agregan 280 profesionales médicos y odontólogos, contratados bajo el régimen de honorarios.


Agregó que, pese a no registrar variación la dotación, el monto del Subtítulo 21 se incrementa en un 5,2% como consecuencia del pago de beneficios legales, que corresponden por concepto de Alta Dirección Pública, asignación profesional y bienios.


En cuanto al presupuesto del Programa 01, señaló que sus principales gastos corresponden al pago de prestaciones de seguridad social y a transferencias, que en total corresponden al 99% del presupuesto.


La disminución del 4,2%, en Bienes de Servicios y Consumos corresponde a una política gubernamental que busca alcanzar una mayor eficiencia y austeridad. Por su parte el Subtítulo 29, experimenta un aumento de 157,7%, con un incremento del orden de los 500 millones de pesos, que corresponden al financiamiento de un nuevo proyecto de sistema de concesión y pago de pensiones, que pretende optimizar la tecnología para facilitar los procesos, y permitir entregar una atención integral, eficaz, eficiente, oportuna y de calidad a los usuarios.


Respecto al Subtítulo 23, prestaciones de seguridad social, que es el más significativo de la Institución, señaló que presenta un incremento del 3,1%, lo que corresponde a alrededor de 22 mil millones de pesos, y que se explica por el crecimiento de las jubilaciones, pensiones y montepíos, manifestando que se otorgarán un total de 104.500 pensiones. Además, en el ítem 02 del Subtítulo 23 también se produce un incremento, que alcanza el 20%, que corresponde a una mayor estimación en gastos derivados del Fondo Único de Prestaciones Familiares, respecto a las cargas que paga CAPREDENA a sus pensiones y sus pensionados.


En cuanto a las transferencias del Subtítulo 24, señaló que en ellas experimenta un incremento de 35% la transferencia al Fondo Nacional de Salud (asignación 003), lo que se explica por el efecto de una mayor recaudación de imposiciones previsionales, y de 5,2% en la asignación correspondiente al Fondo de Auxilio Social, por la puesta en vigencia de un nuevo préstamo de auxilio a nuestros pensionados, y un aumento al fondo de salud.


En respuesta a la consulta del Honorable Senador señor Kuschel, indicó que la transferencia de dos millones de pesos a organismos internacionales corresponde al aporte a la Organización Interamericana de Seguridad Social, de la cual son afiliados.



Respecto al presupuesto del programa 02, Fondo de Medicina Curativa, expresó que la principal variación es la del Subtítulo 30, haciendo presente que la adquisición de activos financieros muestra un incremento de un 348%, fundamentado por la solicitud de incluir en el presupuesto recursos que son del propio capital del Fondo para ser invertidos en mercados financieros, lo que a su vez tiene su correlato en el Subtítulo 11, en ingresos, que consigna la venta de tales activos financieros.


Enseguida el Honorable Diputado señor Ortiz señaló que tanto CAPREDENA como DIPRECA forman parte de un sistema previsional distinto al común, y sus beneficiarios tienen también un trato distinto, como, por ejemplo, el no estar acogidos al Auge.


Agregó que para conocer la situación de la institución en primer lugar solicitaba ser informado respecto del porcentaje del presupuesto de CAPREDENA que se financia con el aporte de los pensionados y el porcentaje que financia directamente el Estado. Agregó que la consulta la realiza en atención a que en el estudio de presupuestos anteriores sus usuarios habían formulado reparos respecto de la atención que recibían, y reclamaban que el sistema estaba colapsado.  


Otra información que solicita, señaló, es conocer los daños que provocó el terremoto de febrero pasado en las instalaciones de DIPRECA, indicando a cuántos recintos afectó, y la forma en que se financiará su reparación, pues tales antecedentes serán del interés de los integrantes de la Comisión Especial Mixta.  

El Honorable Diputado señor Robles señalo que desde hace algunos años ha manifestado su preocupación ante la Comisión de Presupuestos y ante el Gobierno por el hecho que para CAPREDENA, que cuenta con 103.365 pensionados y sus 70 mil cargas familiares, es decir, con alrededor de 173.000 beneficiarios, el Estado de Chile aporta 731.000 millones de pesos, y para atender a 1.800.000 pensionados del INP el mismo Estado aporte 1.886.000 millones de pesos. Es decir, para atender a una población 10 veces mayor que la de CAPREDENA el Estado sólo dispone de un poco más del doble.


Señaló que ello parece a todas luces absolutamente injusto, y que el Estado de Chile, no puede darse y seguir dándose el lujo de mantener esta desigualdad tan seria en términos de la previsión que el Estado financia, lo que empeora si se considera las inequidad en las prestaciones de CAPREDENA, las que estimó inaceptables.


Manifestó que el problema debe ser abordado tanto por la injusticia que ello importa para todos los jubilados que atiende el Instituto de Previsión Social como por la inviabilidad financiera de CAPREDENA, que llevará al momento en que el Estado no pueda solventar sus gastos.


Agregó que no es posible que el Estado de Chile haga semejante diferenciación y que no puede seguir teniendo estas diferentes prestaciones hacia las personas que atiende como ocurre, por ejemplo, si respecto de un sector entrega bonificaciones prácticamente del 100% de las remuneraciones a las mujeres solteras hijas de pensionados de CAPREDENA, sin que se entreguen los mismos beneficios a las mujeres solteras hijas de pensionados del Instituto de Previsión Social.



Agregó que tal sistema además de no ser equitativo lleva incluso a propiciar el abuso, siendo un hecho reconocido el que algunas hijas anulaban su matrimonio para figurar como solteras y obtener tal beneficio, y que otras contraen matrimonio fingidos con pensionados, a fin de recibir en el futuro próximo los beneficios que se conceden a las viudas.


Reiteró que el problema requiere de una pronta solución legal, haciendo presente que hace algunos años se había alcanzado un acuerdo con las Fuerzas Armadas para modificar el actual sistema previsional, lo que espera suceda durante el actual Gobierno, pues  prolongar la situación actual habla mal del Estado de Chile.


Indicó que no votaría en contra de este presupuesto exclusivamente pensando en los actuales pensionados, pero que al mismo tiempo debía resaltar e insistir que la mejor forma de ayudar a CAPREDENA  consiste en modificar un régimen que no es viable mantener en forma indefinida.



En otro orden de consideraciones, expresó, estima necesario que el Ministerio de Hacienda resuelva la situación que enfrentan los funcionarios médicos y odontólogos de CAPREDENA a quienes se les aplica el régimen de los funcionarios a honorarios. 


Indicó que CAPREDENA es la única institución pública que mantiene a sus funcionarios médicos como si fueran empleados privados, aunque han trabajado durante años para ella y, en el fondo, han trabajado bajo tal régimen y han adquirido los derechos que originan los contratos de trabajo permanentes con un mismo empleador.


Expresó que hasta el minuto el Estado de Chile no les ha pagado las imposiciones que correspondería, y que existe jurisprudencia suficientemente sólida como para que esas personas, en el momento en que sean exoneradas o desvinculadas, exijan el pago retroactivo de sus cotizaciones previsionales.

Señaló que al dictarse la ley de CAPREDENA, un poco antes del retorno a la democracia, se empleó un sistema muy particular que consistió en dejar a esas personas en una condición sui generis, pues no se les consideró como funcionarios de planta de la referida Caja, ni como funcionarios a contrata, ni como empleados del Código del Trabajo, ni como funcionarios a honorarios, pues ellos se rigen por un convenio sumamente anómalo, todo lo cual afecta a 280 profesionales.


Manifestó que el problema debe ser solucionado por el Ministerio de Hacienda, y que lo más lógico sería que esas personas pasen a la planta, o sean contratados como cualquiera de los profesionales de la ley médica, por cualquiera de las leyes que permiten el contrato de los profesionales de la salud, siendo incluso preferible que sean contratados por Código del Trabajo, como en otras reparticiones públicas, que mantenerlos en una situación jurídica tan especial y dañina.


Estimó que el problema tiene implicancias legales y puede generar la responsabilidad del Estado, y que debe ser rápidamente solucionado, no sólo en razón de los funcionarios afectados, sino que, más aún, porque el perjudicado final siempre termina siendo el paciente beneficiario de CAPREDENA.


Argumentó que para poder dar atención en CAPREDENA y pagar las remuneraciones a sus dependientes, se ha transformado al Hospital militar y al Hospital de DIPRECA en clínicas privadas, lo que contraria el objetivo que justifica la existencia de los hospitales militares y de las instituciones de salud de este tipo, cual es brindar una atención de calidad a sus beneficiarios. Para atender a los pacientes que lo hacen en forma particular, agregó, existen numerosas clínicas privadas a las cuales es posible recurrir.


Expresó que a los representantes de las instituciones públicas de salud les llama poderosamente la atención que esas instituciones públicas tengan una capacidad ociosa de tal nivel que les permita hacer actividades privadas, y al final se conviertan en clínicas y, por su parte, a las personas que participan en el mundo de la medicina privada les resulta desconcertante que instituciones destinadas a atender a sus propios beneficiarios se transformen en su competencia directa.


Finalmente, estimó necesario lograr un acuerdo para revertir la actual situación, para que los referidos profesionales no sigan siendo mal tratados por el Estado, a quien no debiera resultar más caro abordar ahora el problema que el esperar se demande su responsabilidad en la materia.

En respuesta a las consultas formuladas por el Honorable Diputado señor Ortiz, el Vicepresidente Ejecutivo de CAPREDENA señaló que en el pago de las pensiones el 94% del presupuesto corresponde al aporte fiscal, y un 6%, a las cotizaciones previsionales del sector activo y pasivo.


Sobre el punto, prosiguió expresando el Honorable Diputado señor Ortiz, siempre ha sido partidario del aporte del Estado a las jubilaciones, y que entiende el problema como un asunto de nivelación porque yo creo en esta nivelación, en que no se trata de quitar tal aporte sino que en incrementarlo respecto de todos los sectores avanzando en procesos de igualdad.


Además, señaló, hay que tener presente que, entre otras cosas, la diferencia entre los trabajadores de las Fuerzas Armadas y Carabineros y también de Investigaciones es que cumplen sus funciones sin horarios, y no reciben pago por las horas extraordinarias, lo que por una parte genera ahorro para el Estado y, por otra, disminuye el nivel de sus rentas y los consiguientes aportes previsionales. 


Señaló que independientemente de que el actual sistema importa una fuerte inversión fiscal estima adecuada la compensación que DIPRECA representa, y eso explica que durante el Gobierno del Presidente Aylwin se reincorporara a Gendarmería a tal sistema, pues resulta una justa compensación el que dichos funcionarios puedan jubilar desde los 20 años de servicio, con una parte proporcional de sus ingresos.


Respecto del problema de los médicos y odontólogos, expresó, si bien en principio parece afectar a 280 profesionales ello puede ser equívoco, pues también ha recibido la opinión de algunos en sentido contrario, es decir, hay quienes desean seguir a honorarios pues cumplen funciones en otras reparticiones públicas o privadas y les interesa mantener un sistema de jornada parcial, lo que amerita que el Ministerio evalué exhaustivamente cuál es la situación real de dichos funcionarios. 


En cuanto a la eventual competencia a las clínicas privadas señaló que, en su opinión, no existe tal, pues dichas instituciones tienen su propio mercado y en el demuestran gran éxito, resultando ilusoria la competencia por parte de hospitales públicos que trabajan con otro predicamento y afectos a una regulación muy compleja y burocrática.


Señaló que el cree en el sistema público de salud, del cual es cotizante, y en el concepto de solidaridad, que ha de traducirse en aportes proporcionales a las rentas, sin perjuicio de lo cual a todos se les garanticen prestaciones mínimas, que es el motivo el Auge. Es por ello, agregó, que no encuentra obstáculo en que centros hospitalarios como el Hospital Militar brinde atención a todo el público, pues el mismo, en el fondo, fue construido gracias a los recursos que aporta el cobre al país.


En cuanto a los daños causados por el terremoto el Vicepresidente Ejecutivo de CAPREDENA expresó que ellos se concentran en la sede de Talcahuano que resultó destruida, no sólo por los efectos de encontrarse en el borde costero y haber recibido el embate del posterior maremoto, sino que también producto de la posterior acción humana.  Agregó que se trasladó el centro médico y de atención previsional a Concepción, donde se arrendó una propiedad por dos años, lapso suficiente para que se defina por la autoridad sobre el uso del suelo en el borde costero, y se aclare la posibilidad de reconstruir la sede de Talcahuano.


Además, en relación a las consultas de los Honorables Diputados señores Ortiz y Robles respecto de los seguros que CAPREDENA ofrecería a sus afiliados, su Vicepresidente señaló que en los créditos hipotecarios que otorgan se incluye la prima de terremoto y la de catástrofes naturales, además de la de incendio que es obligatoria, lo cual permitió que todos los pensionados que perdieron sus casas, como consecuencia del terremoto o del posterior maremoto, pudieran reponerlas. Agregó que sus créditos hipotecarios generalmente operan como segunda hipoteca debido a que su monto es de 26 millones de pesos, los que se otorgan expresados en UF y con una tasa anual de aproximadamente un 4%.

Enseguida, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social expresó que en relación a los planteamientos formulados por los integrantes de la Subcomisión, quería hacer presente  que no resultan comparables los gastos que realiza el Instituto de Previsión Social y los de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional debido, entre otros aspectos, a que ambas instituciones brinda distintas prestaciones. Así, señaló, y sólo a vía ejemplar, el Instituto de Previsión Social no sólo entrega pensiones, sino que también contiene el aporte previsional solidario, lo cual resta validez a la comparación del gasto per capita de las prestaciones de ambos sistemas.


Sin perjuicio de lo anterior, prosiguió manifestando, tanto comparte la necesidad de revisar la materia detenidamente que en el actual presupuesto se destinan los recursos para financiar los estudios de reforma al sistema previsional de las Fuerzas Armadas. En igual sentido, expresó, el Ministerio de Defensa Nacional está conduciendo un estudio, a través de una Comisión a la que fue invitada la Subsecretaría de Previsión Social, en que se está analizando el problema en su integridad, lo que incluye el esquema de remuneraciones, la carrera profesional y las pensiones de las Fuerzas Armadas.


Es decir, acotó, existen dos iniciativas del Gobierno destinadas a estudiar la situación expuesta, dirigidas por el Ministerio de Defensa Nacional y por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que se abocará a tal cometido el próximo año, gracias al presupuesto aprobado en esta misma sesión.


El señor Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos expresó que en el mismo contexto de lo señalado por la señora Ministra del trabajo y Previsión Social y el señor Subsecretario de Previsión Social, el tema particular de la dotación o de que existan funcionarios médicos con el sistema de honorarios, del Código del Trabajo, contrata u otra modalidad, se debe resolver en el marco de la evaluación de lo que significa la CAPREDENA Y DIPRECA, y de las posibilidades de sus sistemas financieros, ya que tomar una u otra decisión genera impacto en sus dotaciones y en el gasto, lo que requiere de estudios más globales. Incluso, señaló, es posible que para el personal eventualmente afectado sea preferible avanzar en procesos de flexibilización horaria más que de condición funcionaria.


En todo caso, concluyó, el tema será evaluado en el marco de la evaluación global del gasto de las Fuerzas Armadas y Carabineros, para lo cual es necesario esperar el término de los estudios a que se ha hecho mención.


- Sometidos a votación este Capítulo, sus dos programas -01 y 02- y sus glosas respectivas, fueron aprobados, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de vuestra Subcomisión, Honorables Senadores señores Kuschel y Orpis, y Honorables Diputados señores Macaya, Ortiz y Robles.
- - -
Capítulo 14 
Dirección de Previsión de Carabineros de Chile
Programa 01

Dirección de Previsión de Carabineros de Chile

Este Capítulo contempla ingresos y gastos por 
$ 505.853.405 miles, con un crecimiento del 6,3% respecto del presupuesto contemplado para el año 2010. 


Al presentar su proposición presupuestaria para el año 2011, el señor Director de Previsión de Carabineros, señaló que su énfasis está dado por la formulación de un plan de mediano plazo destinado a modernizar DIPRECA.


En primer lugar, señaló se busca focalizar la gestión de la Institución en los beneficiarios que, estima, el año 2011 alcanzarán a 133.000 imponentes, con un incremento de 3.300 en relación al año anterior, y también se incrementan las cargas familiares de 123.404 a 126.489, para llegar a un universo total 260 mil de beneficiarios.


En segundo lugar, indicó, está en proceso una reestructuración en unidades de negocios, separando lo que es prestador de salud, administrador de salud, administrador de pensiones, y asistencia social, jurídica y financiera, atención integral al beneficiario y unidades transversales de apoyo, a fin de asignar presupuestos independientes a cada unidad de negocios para mejorar la gestión interna. 


Agregó que la Institución inició el proceso de certificación ISO 9001-2008, que espera obtener para todos sus servicios el año 2013, lo que significará establecer parámetros que permitan mejorar la calidad de los servicios que entrega y que empresas externas certifiquen sus procesos para sugerir nuevas adecuaciones para optimizar todos los servicios que prestan.


Señaló que mediante el presupuesto del año 2011 se mantendrá la actual dotación de personal de 356 cargos, cuyo desempeño se espera perfeccionar mediante la implementación de un programa de capacitación directo en función de las necesidades del Servicio. Además, indicó, se continúa con el desarrollo del plan tecnológico para llevar a cabo los proyectos de mejoramiento de gestión, así como los proyectos de mejoramiento de negocios a que ha hecho referencia.


Indicó que el presupuesto tiene un incremento total de 30 mil millones de pesos, que equivale a un 6,3%, y que los aumentos más importantes en cuanto a sus ingresos dicen relación con el aporte fiscal, las imposiciones previsionales de sus imponentes y la recuperación de préstamos médicos.  En lo que dice relación con los gastos, agregó, existe una disminución de 19% en el Subtítulo 21, Bienes y Servicios de Consumo, y de 10% en el Subtítulo 29, Adquisición de Activos no Financieros, como parte de una política de austeridad fiscal, siendo el mayor incremento, por su monto, el del Subtítulo 23,  Prestaciones de Seguridad Social, que presenta una expansión de  6%.


Manifestó que el presupuesto considera el efecto del incremento del promedio de la pensión de los nuevos pensionados, así como el crecimiento vegetativo del 3,2% en las pensiones. Como contrapartida, agregó, se produce un incremento de las imposiciones previsionales por parte de los imponentes, de los fondos de hospital, de revalorización de pensión y de medicina preventiva, debido a que el aumento de las pensiones aumenta porcentualmente los aportes.


Señaló que se aumentará la recuperación de los préstamos médicos por copago, que es la porción que solventa cada beneficiario imponente que recibe atención, así como la recuperación de los préstamos de los Fondos de Asistencia Social (FAS), que principalmente se concedieron para reparación de viviendas dañadas por el terremoto.


Indicó que de los 26.000 millones de pesos contemplados para prestaciones de seguridad social, 23.892 se destinarán a jubilaciones, pensiones y montepíos, lo cual se explica por el aumento de los pensionados y del monto de las pensiones.


Además, manifestó, se destinarán 2.486 millones de pesos a beneficios médicos, haciendo presente que se ha incluido en el presupuesto los cobros de honorarios quirúrgicos que ordenó realizar a contraloría General de la República, debido a que hasta la fecha contaban con prestadores de salud, como el Hospital de Carabineros, por uno de cuyos servicios no se pagaba. Señaló que a lo anterior hay que agregar un incremento que se espera sea del orden de los 1.488 millones, como consecuencia de la revisión de más de 900 convenios de salud con prestadores extrasistema a lo largo de todo Chile.

Finalmente, indicó que las transferencias corrientes experimentan un incremento de unos 3.500 millones de pesos, a consecuencia del mayor aporte a la Comisión Revalorizadora de Pensiones, a los fondos del Hospital de DIPRECA y al Hospital de Carabineros.


Enseguida, dando respuesta a una consulta del Honorable Senador señor Kuschel, señaló que en el presupuesto hay un aporte fiscal cercano al 95% y que los imponentes aportan un 8,% del total, del cual se descuenta un 2,55% que se destina al área de salud.


Por último, ante la consulta del Honorable Diputado señor Robles, expresó que el Hospital de DIPRECA no recibe ningún aporte fiscal, financiándose con los cargos previsionales y con los recursos propios que obtiene de sus prestaciones privadas, pues utiliza el 87% de su capacidad instalada, destinando entre 92 y 95% a la atención de sus propios beneficiarios. De esta forma, indicó, se intenta copar la capacidad ociosa de las instalaciones ofreciendo servicios al sector privado, lo que permite allegar fondos que ayudan a cofinanciar el Hospital y a adquirir equipamiento médico.


- Sometidos a votación este Capítulo 14, Programa 01 y sus glosas respectivas, fueron aprobados, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de vuestra Subcomisión, Honorables Senadores señores Kuschel y Orpis, Honorables Diputados señores Macaya, Ortiz y Robles.
- - -


- Como consecuencia de lo precedentemente expuesto, la Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos, tiene el honor de proponer a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, aprobar la Partida 15, correspondiente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en los mismos términos en que fue presentada por Su Excelencia el señor Presidente de la República.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 14 y 26 de octubre de 2010, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel Silva (Presidente) y Jaime Orpis Bouchon, y Honorables Diputados señores Javier Macaya Danús, José Miguel Ortiz Novoa y Alberto Robles Pantoja (René Alinco Bustos).

Sala de la Subcomisión, a 2 de noviembre de 2010.

Juan Pablo Durán González
Secretario de la Subcomisión[image: image5.png]
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